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-

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese la expresión “real(es)” por 
“patrimonial(es)” en los artículos 8°, 17, 30 numerales 
1 y 4, 83 numeral 3, 88 parágrafo 1°, 152 inciso 2°, y 
212 numeral 5”.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 10. Publicidad. Durante la fase inicial la 
actuación será reservada, incluso para los sujetos pro-
cesales e intervinientes. El juicio de extinción de domi-
nio es público.

Cuando la Procuraduría General de la Nación, el 
Consejo Superior de la Judicatura o alguna autoridad 
judicial no penal requiera información acerca de un 
trámite de extinción de dominio sometido a reserva, o 
trasladar medios de prueba, así lo solicitará al Fiscal 
que tenga asignado el conocimiento de la actuación. En 
cada caso, el Fiscal correspondiente evaluará la solici-
tud y determinará qué medios de prueba puede entre-
gar, sin afectar la investigación ni poner en riesgo el 
éxito de la misma”.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 13. Derechos del afectado. Además de 
todas las garantías expresamente previstas en esta ley, 
el afectado tendrá también los siguientes derechos:

1. Tener acceso al proceso, directamente o a través 
de la asistencia y representación de un abogado, des-

extinción de dominio, o desde la materialización de las 
medidas cautelares, únicamente en lo relacionado con 
ellas.

2. Conocer los hechos y fundamentos que susten-
tan la demanda de extinción de derecho de dominio, 
expuestos en términos claros y comprensibles, en las 
oportunidades previstas en esta ley.

3. Oponerse a la demanda de extinción de derecho 
de dominio.

4. Presentar, solicitar y participar en la práctica de 
pruebas.

5. Probar el origen legítimo de su patrimonio y de 
los bienes cuyo título se discute, así como la licitud de 
su destinación.

6. Probar que los bienes de que se trata no se en-
cuentran en las causales de procedencia para la extin-
ción de dominio.

7. Probar que respecto de su patrimonio, o de los 

la acción, se ha producido una decisión favorable que 
deba ser reconocida como cosa juzgada dentro de un 
proceso de extinción de dominio, por identidad respec-
to a los sujetos, al objeto y a la causa.

8. Controvertir las pretensiones que se estén hacien-
do valer en contra de los bienes.

9. Renunciar al debate probatorio y optar por una 
sentencia anticipada de extinción de dominio.

10. Realizar cualquier otro tipo de acto procesal en 
defensa de sus derechos”.

Artículo 4°. Modifíquese el numeral 2 del artículo 
26 de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:

“[…]
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1. En fase inicial, el procedimiento, control de lega-
lidad, régimen probatorio y facultades correccionales 
de los funcionarios judiciales, se atenderán las reglas 
previstas en el Código de Procedimiento Penal conte-
nido en la Ley 600 de 2000.

2. En la fase inicial, las técnicas de indagación e 
investigación y los actos especiales de investigación 
como la interceptación de comunicaciones, los allana-
mientos y registros, la búsqueda selectiva en bases de 
datos, las entregas vigiladas, la vigilancia y seguimien-
to de personas, la vigilancia de cosas, la recuperación 
de información dejada al navegar por Internet y las 
operaciones encubiertas se aplicarán los procedimien-
tos previstos en la Ley 906 de 2004.

En las actuaciones relacionadas con medidas caute-
lares se aplicarán en lo pertinente las reglas previstas en 
el Código General del Proceso”.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 31 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 31. Ministerio Público. El Ministerio Pú-
blico podrá intervenir como sujeto procesal a partir de 
la presentación de la demanda de extinción de dominio 

demás sujetos procesales, y será ejercido por el Procu-
rador General de la Nación por medio de sus delegados 
y agentes.

También corresponde al Ministerio Público velar 
por el respeto de los derechos de los afectados determi-
nados que no comparecieren y de los indeterminados”.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 32. Ministerio de Justicia y del Derecho. 
El Ministerio de Justicia y del Derecho actuará en el 
trámite de extinción de dominio en defensa del interés 
jurídico de la Nación y representación del ente respon-
sable de la administración de los bienes afectados en el 
curso del procedimiento. Este podrá intervenir a partir 
de la presentación de la demanda de extinción de domi-

las solicitudes y los recursos que estime necesarios en 
procura de los intereses del Estado”.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 33. Competencia para el juzgamiento. 
La administración de justicia en materia de extinción 
de dominio, durante la etapa del juicio, se ejerce de 
manera permanente por la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia, las salas de extinción de 
dominio de los Tribunales Superiores de Distrito Ju-
dicial y por los Jueces del Circuito especializados en 
extinción de dominio.

Parágrafo 1°. El control de los actos de investiga-
ción que afecten derechos fundamentales será compe-
tencia de los jueces de control de garantías.

Parágrafo 2°. El control de legalidad sobre las me-

competencia de los jueces del circuito especializados 
en extinción de dominio”.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 35 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 35. Competencia territorial para el juz-
gamiento. Corresponde a los Jueces del Circuito Espe-

cializados en Extinción de Dominio del distrito judicial 
donde se encuentren los bienes, asumir el juzgamiento 
y emitir el correspondiente fallo.

Cuando haya bienes en distintos distritos judiciales, 
será competente el juez del distrito que cuente con el 
mayor número de jueces de extinción de dominio.

Cuando exista el mismo número de jueces de extin-
ción de dominio en distintos distritos judiciales se apli-
cará lo previsto en el artículo 28 numeral 7 del Código 
General del Proceso. La aparición de bienes en otros 
lugares después de la demanda de extinción de dominio 
no alterará la competencia.

Si hay bienes que se encuentran en su totalidad en 
territorio extranjero, serán competentes en primera ins-
tancia los Jueces del Circuito Especializados en Extin-
ción de Dominio del distrito judicial de Bogotá.

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia tendrá competencia para el juzgamiento en úni-
ca instancia de la extinción de dominio de los bienes 
cuya titularidad recaiga en un agente diplomático debi-
damente acreditado, independientemente de su lugar de 
ubicación en el territorio nacional”.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 52 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 52. Clasi caci n. Durante la etapa del 
-

mente, por estado, por edicto, por aviso o por conducta 
concluyente”.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 53. Personal. 
hará leyendo integralmente la providencia a la persona 
o permitiendo que esta lo haga. Para ello el funciona-
rio librará citación en los términos del artículo 47 de 
la presente ley. En caso de que la citación se efectúe 
por comunicación escrita enviada a través de una em-
presa de correos o servicio postal autorizado, esta hará 
constar la fecha de recibo de la comunicación o, en su 
defecto, la inexistencia o irregularidad con la dirección 
de destino. En estos últimos casos se procederá con el 
emplazamiento en los términos del artículo 140 de esta 
ley.

se rehúsen a recibir la comunicación, la empresa de co-
rreos o servicio postal autorizado la dejará en el lugar y 
emitirá constancia de ello. Para todos los efectos lega-
les, la comunicación se entenderá entregada.

En caso de que el afectado no comparezca al juz-
gado, dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo 

-
derado, debidamente acreditado para ello. El auto ad-
misorio de la demanda de extinción de dominio, el de 
admisión de la demanda y la sentencia serán las únicas 

con el procedimiento previsto en esta ley”.
Artículo 11. Adiciónese el artículo 55A a la Ley 

1708 de 2014, en el cual se dispondrá lo siguiente:
“Artículo 55A. Por aviso. Cuando no haya sido po-

demanda de extinción de dominio o la admisión de la 
demanda de revisión, esta se hará por medio de aviso 
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que deberá contener su fecha y la de la providencia que 
-

-

del aviso en el lugar de destino.
El aviso deberá ir acompañado con copia informal 

elaborar el aviso y remitirlo a través del servicio pos-
tal autorizado a la misma dirección a la que haya sido 
enviada la citación señalada en el artículo 53 de esta 
ley. La empresa de servicio postal autorizada expedirá 
constancia de haber entregado el aviso en la respectiva 
dirección, la cual se incorporará al expediente, junto 
con la copia del aviso debidamente cotejada y sellada.

El aviso, además, podrá enviarse a la dirección elec-

correo podrá ser remitido por el Secretario del Juzgado, 
quien dejará constancia de haber enviado el aviso vía 
electrónica con la impresión del mensaje de datos. La 
Fiscalía, por su parte, deberá disponer de un espacio en 
su página web en el que se publiquen los avisos envia-
dos y las comunicaciones informales reguladas en el 
artículo 128 de la presente ley.

El correo electrónico y la publicación de los avisos 
o las comunicaciones informales en la página web de 

-
ción”.

Artículo 12. Modifíquese el artículo 65 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 65. pelaci n. En los procesos de extin-
ción de dominio únicamente procede el recurso de ape-
lación contra las siguientes providencias:

1. La sentencia de primera instancia, en el efecto 
suspensivo.

2. El auto que niega pruebas en la fase del juicio, en 
el efecto devolutivo.

3. Los demás autos interlocutorios proferidos du-
rante la fase de juicio, en efecto devolutivo.

4. Las decisiones judiciales que denieguen cual-
quiera de los controles de legalidad establecidos en esta 
ley, en el efecto devolutivo.

5. El auto que deniegue el recurso de apelación solo 
será susceptible de recurso de reposición, salvo cuando 
se trate del auto que niega la apelación de la sentencia 
de primera instancia, evento en el cual procederá el de 
queja.

Parágrafo. Cuando se haya apelado el auto que nie-
ga pruebas, el juez no podrá correr traslado ni conceder 
oportunidad para la presentación de alegatos de conclu-
sión hasta tanto no se resuelva el recurso o se desista 
del mismo”.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 67 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 67. r mite del recurso de apelaci n. El 
recurso de apelación deberá interponerse y sustentarse 
por escrito dentro del término de ejecutoria de la pro-
videncia. La sentencia proferida en primera instancia 
podrá apelarse y sustentarse dentro de los seis días si-

Parágrafo: la parte que no apeló la sentencia de pri-
mera instancia podrá adherir al recurso interpuesto por 

otra de las partes, en lo que la providencia apelada le 
fuere desfavorable. El escrito de adhesión podrá pre-

sea concedida la apelación.
La adhesión quedará sin efecto si se produce el de-

sistimiento del apelante principal”.
Artículo 14. Modifíquese el artículo 73 de la Ley 

1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 73. Procedencia La acción de revisión 

podrá ser ejercida dentro de los cinco años siguientes a 
la ejecutoria de la sentencia y procederá por estas cau-
sales: […]”.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 87 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 87. Fines de las medidas cautelares. Al 
momento de la presentación de la demanda de extin-
ción de dominio, si no se han adoptado medidas caute-

-

de evitar que los bienes que se cuestionan puedan ser 
ocultados, negociados, gravados, distraídos, transferi-
dos o puedan sufrir deterioro, extravío o destrucción; 
o con el propósito de cesar su uso o destinación ilícita. 
En todo caso se deberá salvaguardar los derechos de 
terceros de buena fe exenta de culpa.

El juez especializado en extinción de dominio será 
el competente para ejercer el control de legalidad so-
bre las medidas cautelares que se decreten por parte 

Artículo 16. Modifíquese el artículo 88 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 88. Clases de medidas cautelares. Aque-
llos bienes sobre los que existan elementos de juicio 

-
culo con alguna causal de extinción de dominio, serán 
objeto de la medida cautelar de suspensión del poder 
dispositivo.

Adicionalmente, de considerarse razonable y nece-
sarias, se podrán decretar las siguientes medidas cau-
telares:

1. Embargo.
2. Secuestro.
3. Toma de posesión de bienes, haberes y negocios 

de sociedades, establecimientos de comercio o unida-
des de explotación económica.

4. Cualquiera otra medida razonable dentro del pro-
ceso para asegurar la efectividad de la acción.

[…]
Parágrafo 2°. La entidad administradora del Fondo 

Para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha Con-
tra el Crimen Organizado (Frisco) será el secuestre de 
los bienes, sobre los que en el pasado se hayan adop-
tado o se adopten medidas cautelares, los cuales que-
darán de inmediato a disposición del citado fondo. En 
ejercicio de esta facultad, el Administrador del Frisco 

etapa en que se encuentre el proceso, todas las solicitu-
des relacionadas con la administración de estos bienes.

Parágrafo 3°. El administrador del Frisco en cali-
dad de secuestre, podrá decidir la enajenación tempra-
na de la que trata el artículo 93 de esta ley.
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Parágrafo 4°. Asígnese al administrador del Fris-
co la facultad de policía administrativa para el cumpli-
miento de decisiones judiciales emitidas en procesos 
de extinción, en cuanto a la recuperación física de los 
bienes.

Las autoridades de Policía locales, municipales, de-
partamentales y nacionales estarán obligadas a prestar, 

apoyo que requiera el representante legal o su delega-
do, para hacer efectiva la administración de los bienes 
que ingresan al Frisco”.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 89 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 89. Medidas cautelares antes de la de-
manda de e tinci n de dominio. Excepcionalmente el 

-
manda de extinción de dominio, en casos de evidente 
urgencia o cuando existan serios motivos fundados que 
permitan considerar como indispensable y necesario, 

-
culo 87 de la presente ley. Estas medidas cautelares no 
podrán extenderse por más de seis (6) meses, término 

archivase o si por el contrario resulta procedente pre-
sentar demanda de extinción de dominio ante el juez de 
conocimiento”.

Artículo 18. Modifíquese el artículo 91 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 91. dministraci n y destinaci n. Los 
bienes sobre los que se declare la extinción de dominio, 
descontando aquellos destinados para el pago gradual y 
progresivo de los pasivos de dicho Fondo, y los recur-
sos que sean indispensables para el funcionamiento de 
la entidad encargada de la administración de los bienes, 
se utilizarán a favor del Estado y serán destinados así: 
en un veinticinco por ciento (25%) a la Rama Judicial, 
en un veinticinco por ciento (25%) a la Fiscalía General 
de la Nación, y el cincuenta por ciento (50%) restante 
para el Gobierno nacional, quien reglamentará la distri-
bución de este último porcentaje.

Los bienes destinados a la Fiscalía General de la 
Nación serán administrados a través del Fondo Espe-
cial para la Administración de Bienes creado mediante 
Ley 1615 de 2013.

En el caso de las divisas, una vez incautadas, estas 
serán entregadas al Banco de la República para que las 
cambien por su equivalente en pesos colombianos, sin 

-
nitiva del dominio sobre las mismas.

La facultad para decidir sobre la destinación y distri-

Fiscalía General de la Nación y a la Rama Judicial, en 
los porcentajes establecidos en el inciso 1° del presente 
artículo, estará a cargo de un Comité integrado por un 
representante de la Fiscalía General de la Nación y un 
representante de la Rama Judicial, quienes decidirán 
conforme a las solicitudes remitidas a este Comité por 
parte del administrador del Frisco y de conformidad 
con el reglamento que el Comité expida para tal efecto.

Parágrafo 1°. A partir de la fecha en que sea pu-
blicada la presente ley, el Consejo Nacional de Estu-
pefacientes no podrá adquirir pasivos con cargo a los 
recursos determinados en los porcentajes de que trata el 
presente artículo, salvo que la entidad correspondiente 

Estupefacientes en que se tome favorablemente esta 
determinación.

Parágrafo 2°. En virtud de la presente ley se habi-
lita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público para 
efectuar los ajustes presupuestales pertinentes que per-
mitan la asignación de los recursos a favor del nuevo 
administrador del Frisco.

Parágrafo 3°. Asignar al administrador del Frisco, 
la facultad de policía administrativa en materia de cum-
plimiento de decisiones judiciales emitidas en procesos 
de extinción, en cuanto a la recuperación física de los 
bienes.

Las autoridades de Policía locales, municipales, de-
partamentales y nacionales estarán obligadas a prestar, 

apoyo que requiera el representante legal o su delega-
do, para hacer efectiva la administración de los bienes 
que ingresan al Frisco.

En el evento en que el administrador del Frisco, 
ejerza la facultad de policía administrativa a través de 
las Alcaldías y Secretarías de Gobierno, las mismas de-
berán proceder a asignar la Inspección de Policía, para 
ello contarán con un término máximo de quince (15) 
días contados a partir de la comunicación del adminis-
trador. En igual término los inspectores estarán obliga-

a la sanción disciplinaria correspondiente. La presen-
tación de oposiciones no suspenderá la práctica de la 
diligencia”.

Artículo 19. Modifíquese el artículo 92 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 92. Mecanismos de dministraci n.
[…]
Parágrafo. Los bienes objeto de enajenación debe-

rán contar con el avalúo comercial, el cual tendrá una 
vigencia de 3 años y se actualizará anualmente con el 
reajuste anual adoptado por el Gobierno nacional de 
acuerdo con el artículo 6° de la Ley 242 de 1995, los 
artículos 9° y 10 de la Ley 101 de 1993 y 190 de la Ley 

-

las condiciones físicas o jurídicas del inmueble”.
Artículo 20. Modifíquese el artículo 93 de la Ley 

1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 93. najenaci n temprana  chatarriza-

ci n  demolici n y destrucci n de activos. El adminis-
trador del Frisco deberá, como facultad propia, enaje-
nar, destruir, demoler o chatarrizar tempranamente los 
bienes en proceso de extinción de dominio.

La enajenación se realizará mediante subasta públi-
ca o sobre cerrado, directamente o a través de terceras 
personas, observando los principios del artículo 209 de 
la Constitución Política.

Los dineros producto de la enajenación temprana y 
de los recursos que generen los bienes productivos en 
proceso de extinción de dominio, ingresarán al Frisco 
y se destinarán bajo los lineamientos del artículo 91 de 
la presente ley.

Para efectos de la aplicación del presente artículo el 
administrador del Frisco constituirá una reserva técnica 
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del (20%) con los dineros producto de la enajenación 
temprana y los recursos que generan los bienes pro-
ductivos en proceso de extinción de dominio, destinada 
a cumplir las órdenes judiciales de devolución de los 
bienes, tanto de los afectados actualmente como de los 
que se llegaren a afectar en procesos de extinción de 
dominio.

En todos los eventos una vez el bien sea enajena-
do, chatarrizado, demolido o destruido, el administra-
dor del Frisco deberá informar a la autoridad judicial 
que conoce del proceso de extinción de dominio. En 
la chatarrización o destrucción de bienes automotores, 
motonaves, aeronaves, será procedente la cancelación 
de la matrícula respectiva, sin los requisitos del pago de 
obligaciones tributarias de carácter nacional, revisión 
técnico-mecánica, seguro obligatorio, y sin que el bien 
llegue por sus propios medios a la desintegradora.

En la destrucción de sustancias controladas, las au-
toridades ambientales serán las responsables de reali-

preservar el medio ambiente sano, atendiendo al plan 
de manejo ambiental.

El administrador del Frisco podrá transferir el do-
minio a título de donación de los bienes perecederos a 
una entidad pública. En el evento de ordenarse la devo-
lución el administrador del Frisco efectuará una valora-
ción y se pagará con cargo al Frisco”.

Artículo 21. Modifíquese el artículo 106 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 106. Devoluci n de bienes.
[…]
Parágrafo. En los casos en que se instauren pro-

cesos judiciales o administrativos en su contra por el 
estado de los bienes objeto de devolución, el adminis-
trador del Frisco deberá llamar en garantía a los con-
tratistas, destinatarios y depositarios provisionales de 
los mismos”.

Artículo 22. Adicionar el artículo 106A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 106A. Disposici n de otros bienes con 
cargo al Fondo de Bienes de la Fiscalía General de la 

aci n La administración de los bienes muebles su-
jetos o no a registro que no tengan vocación para que 
se inicie una acción de extinción de dominio, que en 
desarrollo de una investigación penal hayan sido o sean 
dejados en custodia de la Fiscalía General de la Nación 
sin haberse adoptado ninguna de las medidas jurídicas 

sentencia o archivo, será asumida desde ese momento 
por el Fondo Especial para la Administración de Bienes 
de la Fiscalía. Este aplicará los sistemas de adminis-
tración que corresponda dentro de lo establecido en el 
artículo 11 de la Ley 1615 de 2013, con el propósito de 

de cualquier otro orden que se deriven del deterioro de 
estos bienes muebles.

Al mismo régimen quedarán sujetos los bienes que 
hayan permanecido o permanezcan en custodia o estén 
a disposición de la Fiscalía por más de seis (6) meses, 
que no hayan sido reclamados por quienes acrediten 
derechos sobre los mismos y que se encuentren en al-
guna de las siguientes situaciones:

1. No se conozca a qué investigación se encuentran 
asociados.

3. Hayan perdido su valor económico, o
-

nido la situación jurídica del bien respectivo.
Parágrafo 1°. Cuando en la sentencia o decisión 

con efectos equivalentes se omite el pronunciamiento 
-

solicitar la adición de la decisión proferida, dentro de 
-

pectivo pronunciamiento.
Parágrafo 2°. La enajenación o chatarrización del 

bien, en los casos anteriores, seguirá lo dispuesto en el 
artículo 93 de esta ley. Solo podrá realizarse después 
de que los bienes hayan sido examinados por peritos 

elemento material probatorio cuando sea necesario.
Parágrafo 3°. Cuando el bien haya sido enajenado 

y sea procedente su devolución, se reintegrará al recla-
mante el valor correspondiente.

Parágrafo 4°. El producto de las enajenaciones 
podrá ser destinado por la Fiscalía General de la Na-
ción, en todo o en parte al Instituto de Medicina Legal 
y Ciencias Forenses”.

Artículo 23. Modifíquese el artículo 110 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 110. Pago de obligaciones de bienes 
improductivos. Las obligaciones que se causen sobre 
bienes con extinción de dominio o sobre bienes con 
medidas cautelares, tales como cuotas o expensas co-
munes, servicios públicos, y que son improductivos por 
no generar ingresos en razón a su situación o estado, se 
suspenderá su exigibilidad y no se causarán intereses, 
hasta cuando ocurra alguno de los siguientes eventos:

-
currencia de lo producido;

b) La enajenación y entrega del bien.
En el evento previsto en el literal b), el administra-

dor con cargo al Frisco pagará el importe de las obliga-
ciones no pagados durante la suspensión y todos aque-
llos existentes con anterioridad a la misma.

Durante el tiempo de suspensión, las obligaciones a 
cargo de dichos bienes no podrán ser objeto de cobro 
por vía judicial ni coactiva, ni los bienes correspon-
dientes podrán ser objeto de medidas cautelares”.

Artículo 24. Modifíquese el artículo 116 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 116. Etapas. El procedimiento constará 
de dos fases:

1. Una fase inicial o preprocesal, preparatoria de la 
demanda de extinción de dominio a cargo de la Fiscalía 
General de la Nación. En esta fase se llevará a cabo la 
investigación, recolección de pruebas, decreto de me-
didas cautelares, solicitud de control de garantías sobre 
los actos de investigación y presentación de la deman-
da de extinción de derecho de dominio.

2. Una fase de juzgamiento a cargo del juez, que se 
iniciará con la presentación de la demanda de extin-
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ción de dominio por la Fiscalía General de la Nación. 
Durante esta última etapa los afectados e intervinientes 
podrán ejercer su derecho de contradicción en los tér-
minos que establece el presente código”.

Artículo 25. Modifíquese el artículo 120 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 120. etribuci n. Se podrá retribuir 
hasta con el [5%] del producto que se obtenga de la 
enajenación de los bienes que sean objeto de extinción 
de dominio, siempre y cuando no supere los dos mil 
quinientos [2.500] smlmv, al particular que informe 

encuentren incursos en alguna de las causales de extin-
ción de dominio.

El Estado de manera discrecional también podrá op-
tar como retribución para el particular la conservación 
del derecho de propiedad sobre bienes cuyo origen sea 
consecuencia de una actividad ilícita, siempre y cuando 

colaboración, y que el valor comercial de los mismos 
no supere el [5%] del total de los bienes objeto de ex-
tinción de dominio, sin que supere los 2.500 smlmv.

La tasación la propondrá motivadamente la Fiscalía 
y la decidirá el Juez, quien de encontrarla razonable la 

identidad del particular.
Parágrafo.

criterios que deberán aplicarse para evaluar el grado de 
-

cular”.
Artículo 26. Adicionar el artículo 122A a la Ley 

1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 122A. Respuesta a requerimientos. Las 

entidades públicas que sean objeto de requerimientos 
por parte de la autoridad competente en el curso de la 
acción de extinción de dominio, deberán atender di-

gratuita, dentro de un plazo no mayor a cinco (5) días 
hábiles contados a partir del recibo del requerimiento.

Los gastos de envío de la información serán asumi-
dos por la entidad que expide los documentos, el ser-
vidor público responsable que incumpla con el término 
establecido en el inciso anterior incurrirá en las sancio-
nes previstas en la ley”.

Artículo 27. Modifíquese el artículo 123 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 123. De la conclusi n de la fase inicial. 
Concluidas las labores de investigación ordenadas du-
rante la fase inicial se proferirá resolución de archivo 
o demanda de extinción de dominio. En este último 

-
tar medidas cautelares si no lo ha hecho antes o existen 
nuevos bienes”.

Artículo 28. Adicionar un numeral al artículo 124 
de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 124. Del archivo. El Fiscal General de la 
Nación o su delegado podrán proferir resolución de ar-
chivo, previa motivación fáctica, jurídica y probatoria, 

siguientes circunstancias: […]
6. Que los bienes objeto de extinción de dominio 

sean improductivos, se encuentren deteriorados, sean 

inoperantes, o se encuentren en un estado en el cual los 

se obtendrían con su extinción”.
Artículo 29. Modifíquese el artículo 132 de la Ley 

1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 132. Requisitos de la demanda de extin-

ci n de dominio. 
ante el juez de extinción de dominio es un acto de par-
te, mediante el cual se solicita el inicio del juicio. Esta 
demanda deberá cumplir como mínimo los siguientes 
requisitos:

1. Los fundamentos de hecho y de derecho en que se 
sustenta la solicitud.

bienes que se persiguen.
3. Las pruebas en que se funda.
4. Las medidas cautelares adoptadas hasta el mo-

mento sobre los bienes.
-

tados reconocidos en el trámite.
La contradicción de la demanda presentada por la 

Fiscalía tendrá lugar durante la etapa del juicio, ante el 
juez de extinción de dominio”.

Artículo 30. Modifíquese el artículo 133 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedarás así:

“Artículo 133. De la sentencia anticipada de ex-
tinci n de dominio. En cualquier etapa del proceso 

141 del presente código, el afectado podrá reconocer de 
manera expresa que concurren sobre el bien los presu-
puestos de una o varias de las causales de extinción de 
dominio y renunciar a presentar oposición, evento en el 

-
tar ante el juez de extinción de dominio la pretensión 
extintiva y se remitirán las carpetas al juez para que 
emita la correspondiente sentencia por vía anticipada.

Parágrafo. Bene cios por colaboraci n. El afec-
tado que se acoja al trámite abreviado podrá optar por 

1. Conservar el derecho de propiedad sobre bienes 
cuyo origen sea consecuencia de una actividad ilícita, 

-

de los mismos no supere el [3%] del total de los bienes 
objeto de colaboración, o los montos en salarios míni-
mos del artículo 120 de la presente ley.

2. El afectado que se acoja al trámite abreviado 
podrá hacerse acreedor a la retribución de que trata el 
artículo 120 del presente Código, la cual será de hasta 
un [3%] del valor de los bienes que sean objeto de co-
laboración, sin exceder los dos mil quinientos [2.500] 
smlmv. Podrá igualmente el afectado hacerse acreedor 
a otro [3%] del valor de los bienes que se encuentren 
en causal de extinción de dominio, sin exceder los dos 
mil quinientos [2.500] smlmv, sobre los cuales informe 
a la Fiscalía siempre y cuando se aporten elementos 

constitucionales propios de la administración de justi-
cia, en especial, los siguientes:

[…]”.
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Artículo 31. 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 137. Inicio de juicio. Recibida la deman-
da de extinción de dominio presentada por la Fiscalía, 
el juez proferirá el auto admisorio correspondiente que 

-
sible se aplicarán las reglas dispuestas en el artículo 
55A”.

Artículo 32. 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 138. oti caci n del inicio del juicio. 
El auto que admite la demanda para el inicio del jui-

del Ministerio Público y al Ministerio de Justicia y del 
Derecho, en la forma prevista en el artículo 53 de la 
presente ley.”.

Artículo 33. Modifíquese el artículo 141 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 141. Traslado a los sujetos procesales e 
intervinientes. Dentro de los diez (10) días siguientes 

sujetos e intervinientes podrán:
1. Solicitar la declaratoria de incompetencia, impe-

dimentos, recusaciones o nulidades.
2. Aportar pruebas.
3. Solicitar la práctica de pruebas.
4. Formular observaciones sobre el acto de reque-

rimiento presentado por la Fiscalía si no reúne los re-
quisitos. 

El juez resolverá sobre las cuestiones planteadas 
dentro de los cinco (5) días siguientes, mediante auto 
interlocutorio.

En caso de encontrar que el acto de requerimiento 
no cumple los requisitos, el juez lo devolverá a la Fis-
calía para que lo subsane en un plazo de cinco (5) días. 
En caso contrario lo admitirá a trámite”.

Artículo 34. Adicionar a la Ley 1708 de 2014 el ar-
tículo 142A, el cual quedará así:

“Artículo 142A. egociaci n patrimonial por co-
laboraci n efectiva. La justicia premial en extinción 
de dominio deberá hacerse con sujeción a la política 
criminal del Estado.

La negociación patrimonial por colaboración efecti-
va en extinción de dominio deberá ser propuesta por el 

sujetos procesales e intervinientes previsto en el artícu-
lo 141 de esta ley y hasta antes de dictar sentencia. El 
afectado podrá solicitar la suspensión del proceso me-

un plan de colaboración con la justicia y las condicio-
nes que estaría dispuesto a cumplir. La suspensión del 
proceso no podrá extenderse por más de 30 días.

-
formará al juez de conocimiento para la respectiva sus-
pensión del juicio.

Una vez se determine la viabilidad de adelantar la 
negociación patrimonial por colaboración efectiva, el 

y estimará el porcentaje de retribución al afectado, el 

bien, siempre y cuando no supere los dos mil quinien-
tos [2.500] slmlmv, o la conservación del derecho de 
propiedad sobre bienes pasibles de extinción de domi-

-
pondan hasta un [3%] del valor de los bienes objeto de 
colaboración sin superar los dos mil quinientos [2.500] 
slmlmv

El juez de conocimiento realizará el control de le-
galidad de la negociación patrimonial por colaboración 
efectiva. Si lo encuentra ajustado a derecho, emitirá la 
sentencia de extinción de dominio, en caso contrario, 
ordenará continuar con la actuación procesal. En todo 

cumplimiento de la negociación por parte del afectado.
Parágrafo 1°. Con fundamento en la terminación 

anticipada del juicio, el afectado podrá solicitar su in-
clusión en el programa de protección de testigos, siem-

Parágrafo 2°.
enviará un informe a la Dirección de Fiscalías Nacio-
nales, y a la de Articulación de Fiscalías Nacionales 
Especializadas, en el que se reseñen los términos de la 
colaboración del afectado. Este informe servirá como 
criterio para la aplicación del principio de oportunidad 

Artículo 35. Adicionar a la Ley 1708 de 2014 el ar-
tículo 142B, el cual quedará así:

“Artículo 142B. Causales. La negociación patri-
monial por colaboración efectiva se aplicará en los si-
guientes casos:

1. Cuando el afectado informe sobre la existencia de 
otros bienes de su propiedad, diferentes a los denuncia-
dos en el proceso, que estén inmersos en alguna de las 
causales de extinción de dominio.

2. Cuando el afectado informe sobre la existencia 
de bienes ajenos que estén inmersos en alguna de las 
causales de extinción de dominio, siempre y cuando 
el monto de los bienes sea representativo a juicio del 

3. Cuando el afectado informe sobre la existencia de 
estructuras criminales cuyos bienes estén inmersos en 
alguna de las causales de extinción de dominio.

4. Cuando el afectado informe sobre la existencia de 
redes de testaferrato o colaboradores de organizaciones 
criminales cuyos bienes estén inmersos en alguna de 
las causales de extinción de dominio”.

Artículo 36. Modifíquese el artículo 151 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 151. Publicidad. Durante el juzgamiento 
no habrá reserva y las pruebas podrán ser de público 
conocimiento. Durante la fase inicial las pruebas serán 
reservadas”.

Artículo 37. Modifíquese el artículo 152 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 152. Carga de la prueba. En el proceso 
de extinción de dominio impera la carga dinámica de la 
prueba. Corresponde al afectado probar los hechos que 
sustenten la licitud del título que acredita la titularidad 
de los bienes afectados dentro del proceso de extinción 
de dominio.
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La Fiscalía General de la Nación tiene la carga de 

prueba que demuestran la concurrencia de alguna de 
las causales previstas en la ley para la declaratoria de 
extinción de dominio y que el afectado no es un terce-
ro de buena fe exenta de culpa. Y por su parte, quien 
alega ser titular del derecho real afectado tiene la car-
ga de allegar los medios de prueba que demuestren los 
hechos en que funde su oposición a la declaratoria de 
extinción de dominio.

Cuando el afectado no allegue los medios de prueba 
requeridos para demostrar el fundamento de su oposi-
ción, el juez podrá declarar extinguido el derecho de 
dominio con base en los medios de prueba presentados 
por la Fiscalía General de la Nación, siempre y cuando 
ellos demuestren la concurrencia de alguna de las cau-
sales y demás requisitos previstos en esta ley para tal 
efecto”.

Artículo 38. Adicionar el artículo 152A a la Ley 
1708 de 2014, la cual quedará así:

“Artículo 152A. Presunci n probatoria para gru-
pos delictivos organizados. Cuando existan elementos 
de juicio que indiquen que los bienes perseguidos en 
extinción de dominio se encuentran estrechamente aso-
ciados a grupos delictivos organizados se presume su 
origen y destinación en la actividad ilícita.

En cumplimiento de esta presunción, la Fiscalía 
General de la Nación presentará demanda de extinción 
de dominio ante el juez de conocimiento, quien des-

proferirá de plano sentencia dentro de los veinte (20) 
días siguientes. El juez podrá prescindir de cualquier 
actuación procesal adicional, salvo que dentro de este 
término se presenten afectados con interés legítimo que 
aleguen buena fe exenta de culpa o inexistencia del vín-
culo, en cuyo caso se tramitará un incidente procesal en 

la misma sentencia que extinga el derecho de dominio.
Parágrafo. Se entenderá grupo delictivo organiza-

do, como un grupo estructurado de tres o más personas 
que exista durante cierto tiempo y que actúe concreta-
mente con el propósito de cometer uno o más delitos 
graves directa o indirectamente con miras a obtener un 

-
rial, en consonancia con la Convención de Naciones 
Unidas Contra el Crimen Organizado”.

Artículo 39. Adicionar el artículo 189A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 189A. Sentencia Anticipada por confe-
si n en extinci n de dominio. Cuando no curse un pro-
ceso de extinción de dominio sobre los mismos bienes, 
y exista interés del titular de confesar voluntariamente 
la existencia de bienes inmersos en alguna de las cau-
sales de extinción de dominio, el interesado reconocerá 
de manera expresa que concurren sobre los bienes los 
presupuestos de una o varias de las causales de extin-
ción de dominio y renunciar a presentar oposición.

de los bienes denunciados. Excepcionalmente y de ma-
nera discrecional podrá realizar una investigación ex-
pedita cuando exista duda razonable sobre el propósito 
y contenido de la confesión.

un acta en la cual se consignen la lectura de los dere-
chos constitucionales al interesado y el contenido de la 
confesión.

Posteriormente presentará directamente la demanda 
de extinción de dominio ante el juez competente quien 
prescindiendo del derecho de oposición, evaluará la 
procedencia del acuerdo y dictará sentencia anticipada 
de extinción del derecho de dominio.

La retribución a favor del interesado en realizar la 
confesión de parte seguirá las mismas reglas del artícu-
lo 142A del presente código”.

Artículo 40. Adicionar el artículo 208A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 208A. Medidas cautelares para bienes 
en el exterior. La Fiscalía General de la Nación podrá 
dictar medidas cautelares sobre bienes objeto de extin-
ción de dominio que se encuentren en el exterior. Estas 
medidas serán sometidas al control de legalidad corres-
pondiente ante los jueces de extinción de dominio para 

se aplicarán las reglas de cooperación judicial conteni-
das en esta ley”.

Artículo 41. Modifíquese el artículo 212 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 212. Procedimiento para el exequatur. 
Para la ejecución de una orden de decomiso, sentencia 
de extinción de dominio o decisión equivalente emitida 
por una autoridad judicial extranjera, se adelantará el 
siguiente procedimiento:

1. Las autoridades extranjeras del Estado requirente 
deberán entregar formalmente a la Fiscalía General de 
la Nación la orden de decomiso, sentencia de extinción 
de dominio o decisión equivalente emitida por una au-
toridad judicial de su país, junto con la solicitud formal 
de que sea ejecutada. La decisión y la solicitud formal 
podrán remitirse por la vía diplomática o directamente 
ante la Fiscalía General de la Nación.

2. La Fiscalía General de la Nación recibirá la deci-
sión y la solicitud formal de ejecución, y presentará de 
inmediato ante la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia la demanda de extinción de do-
minio.

3. La Corte Suprema de Justicia estudiará si la sen-
tencia es ejecutable de acuerdo con los tratados inter-
nacionales o con las disposiciones de este capítulo, y 
resolverá de plano. Esta decisión hará tránsito a cosa 
juzgada en primera instancia.

-
prema de Justicia enviará la actuación de los jueces de 
extinción de dominio para su ejecución”.

Artículo 42. Adicionar el artículo 216A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 216A. Constituci n de p lizas para la 
defensa de jueces y scales. Se podrán constituir póli-
zas con cargo al Frisco para amparar el riesgo de daño 
antijurídico que se ocasione con las decisiones adop-

extinción de dominio.
Estas pólizas buscarán garantizar el derecho de de-

que así lo soliciten, al encontrarse incursos en instan-
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cias disciplinarias o penales, siempre y cuando la pre-
sunta falta disciplinaria o delito se relacione directa-
mente con la actividad de investigación o juzgamiento 
en los procesos de extinción de dominio.

El Director de Fiscalía Nacional Especializado en 
Extinción de Derecho de Dominio y el funcionario que 
designe el Consejo Superior de la Judicatura, serán los 
competentes para autorizar la procedencia de la solici-
tud en cada caso concreto.

Artículo 43. Adicionar el artículo 217A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 217A. R gimen de transici n. Los pro-
cesos que a la fecha de entrada en vigencia de la pre-

de extinción de dominio continuarán el procedimiento 
establecido originalmente en la Ley 1708 de 2014, ex-
cepto en lo que respecta la administración de bienes. 

pretensión provisional se aplicará el procedimiento dis-
puesto en la presente ley”.

Artículo 44. Adicionar el artículo 217B a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 217B. R gimen de extinci n de dominio 
para el poscon icto. Las normas del presente código, 
con excepción de los postulados de la Ley 975 de 2005, 
rigen para la persecución de los bienes de grupos delic-
tivos organizados que se encuentren en alguna de las 
causales de extinción de dominio”.

Artículo 45. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 
1592 de 2012, mediante el cual se adicionó el artículo 
17B de la Ley 975 de 2005.

“[…]
Parágrafo 4°. Cuando los bienes entregados, ofre-

cidos o denunciados por los postulados estén involu-
crados en un trámite de extinción del derecho de do-
minio adelantado en el marco de la Ley 793 de 2002 

delegado de Justicia y Paz solicitará la medida cautelar 

el juez que conozca del trámite de extinción de dominio 
declarará la improcedencia extraordinaria de la acción 
de extinción de dominio sobre este bien y ordenará a 
al Administrador del Fondo para la Rehabilitación, In-
versión Social y Lucha contra el Crimen Organizado 
(Frisco), o quien haga sus veces, que ponga de manera 
inmediata el bien a disposición del Fondo para la Re-
paración de las Víctimas. Esta decisión no será someti-
da al grado jurisdiccional de consulta. En este caso, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 11C, los 
bienes sin vocación reparadora no podrán ingresar al 
Fondo para la Reparación de las Víctimas”.

Artículo 46. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 
793 de 2002, el cual quedará así:

“Artículo 9° Régimen Tributario. Los impuestos 
sobre los bienes que se encuentran en administración 
o a favor del Frisco no causan intereses remuneratorios 
ni moratorios durante el proceso de extinción de domi-
nio, y en ese lapso se suspenderá el término para iniciar 
o proseguir los procesos de jurisdicción coactiva. De-
clarada la extinción de dominio, y una vez enajenados 
los bienes, se cancelará el valor tributario pendiente por 
pagar con cargo al producto de la venta, incluyendo el 
pago de obligaciones tributarias causadas con anterio-
ridad a la incautación del bien”.

Artículo 47. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
1615 de 2013, el cual quedará así:

“Artículo 2°. aturaleza y representaci n legal 
del fondo. El Fondo Especial para la Administración 
de Bienes de la Fiscalía General de la Nación se or-
ganizará como un fondo- cuenta con personería jurí-
dica y autonomía administrativa, de conformidad con 
las disposiciones presupuestales para los fondos espe-

artículos 11 y 30 del Decreto 111 de 1996, las normas 

presente ley.
Este fondo será representado legalmente por un ge-

rente de libre nombramiento y remoción que designará 
el Fiscal General de la Nación de la planta de personal 
de la entidad”.

Artículo 48. Esta ley entrará a regir in-
mediatamente después de la fecha de su promulgación, 
deroga expresamente los artículos 126, 127, 129 y 131 
de la Ley 1708 de 2014, y las demás leyes que le sean 
contrarias o incompatibles.

FUNDAMENTOS DEL CAMBIO NORMATIVO 
PROPUESTO

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

-
-

des que se han detectado en los dos años de vigencia 
de la norma. La arquitectura del proceso actual mejoró 

sentido cualitativo y cuantitativo, materializado en la 
reducción de tiempos en la investigación a cargo de los 

-
tados cuyo origen se presume inmerso en alguna de las 
causales de extinción de dominio.

Empero como sucede con todo proceso judicial, sin 
importar su naturaleza, siempre persiste la necesidad 
de evaluar periódicamente su efectividad y si es del 
caso implementar los ajustes normativos que se consi-
deren necesarios para su fortalecimiento y logro de los 

la acción de extinción de dominio se estableció la im-

y adiciones a la ley vigente, concentrándose principal-
mente en mejorar los tiempos del proceso, ajustar el 

implementar un nuevo modelo de justicia premial, y 
establecer la carga dinámica de la prueba en el proceso 
junto con una presunción probatoria para bienes aso-
ciados con grupos delictivos organizados.

Estos ejes temáticos fueron el resultado de un exten-

extinción de dominio y expertos en la materia, quienes 
desde la práctica aportaron los insumos para la cons-

modernización de la política criminal. Como resultado 
de lo anterior a continuación se presentan los argumen-
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tos que sustentan la propuesta de reforma legal para 
cada temática, y cuya fuente legal se desprende en gran 
medida de la reciente jurisprudencia de la Corte Cons-
titucional sobre la materia.

1. La Acción de Extinción de Dominio en el orde-
namiento constitucional colombiano

La Acción de Extinción de Dominio está prevista en 
el artículo 34 de la Constitución Política.1 Esta norma, 
además de consagrar la posibilidad de que se extinga 
la titularidad de un bien objeto de esta acción, también 
proscribe las penas de destierro, prisión perpetua, y 

-
nal que balancea dos cosas.

Por un lado permite luchar contra las organizacio-
nes criminales a través de la ejecución de esta acción, 
y por el otro, prohíbe una serie de sanciones que están 
vetadas por los tratados de Derechos Humanos, tales 

de 1991 consideró que esta acción era forma efectiva y 
necesaria para combatir diversos fenómenos crimina-
les y de corrupción que habían surgido en el territorio 
nacional. Al respecto, en la Asamblea Nacional Consti-
tuyente, se planteó lo siguiente:

“El enriquecimiento ilícito ha sido un factor de co-
rrupción social en Colombia, no solo por lo que implica 
el delito en sí mismo, sino porque quienes los cometen 
hacen ostentación ante los demás con bienes lujosos 
que en verdad no les pertenecen y que no fueron obte-
nidos como fruto del trabajo honrado.

De esta situación de impunidad se ha derivado un 
ejemplo letal para la comunidad. Los ciudadanos se 
sienten desestimulados en frente al esfuerzo de buscar 
sustento y progreso en actividades legales que no traen 
como compensación la fácil obtención de bienes costo-
sos, cuando al tiempo ven expuestas ante sus ojos las 
riquezas conseguidas en forma fácil y rápida por quie-
nes infringen la ley.

Esta comparación desmoraliza a la población y a las 
actividades marginales se ven tentados (sic) y arrastra-
dos los individuos en forma masiva, en busca del pro-
greso personal, cómodo y exuberante. En tales circuns-
tancias el país ha sufrido un desmoronamiento fatal y la 
corrupción y la criminalidad se han extendido en forma 
que hoy atenta contra la propia estabilidad de la Nación 
y de sus instituciones”2. (Subrayado fuera del texto)

Una de las consecuencias del querer del constitu-
yente es que esta acción tuviera autonomía de la acción 
penal. En otras palabras, la extinción del dominio es un 
efecto patrimonial que busca corregir el desequilibrio 
en la comunidad que genera el ejercicio de actividades 
ilícitas o de actividades que deterioran gravemente la 
moral social. En consecuencia, la extinción de dominio 
conlleva a que se declare la titularidad de bienes a fa-
vor del Estado, si estos no cumplen con las condiciones 
necesarias para ser protegidas por el ordenamiento ju-
rídico colombiano.

1 “Artículo 34. Se prohíben las penas de destierro, prisión 
No obstante, por sentencia judi-

cial, se declarará extinguido el dominio sobre los bienes 
adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio 
del Tesoro público o con grave deterioro de la moral so-
cial.” (Subrayado fuera del texto).

2 Asamblea Nacional Constituyente. Gaceta Constitucio-
nal No. 46. Bogotá: Imprenta Nacional. Página 27.

En suma, la declaratoria de extinción de dominio es 
el producto de una acción autónoma e independiente 
del proceso penal. Debido a esto no está supeditada de 
forma alguna al resultado del juicio de culpabilidad del 
titular del bien. Esto se debe a que la extinción de do-
minio logra unir la acción al origen de la propiedad, y 
no a la responsabilidad penal.

Esta acción no hace parte del poder punitivo del Es-
tado en sentido estricto, en la medida en que no consti-
tuye una pena o una sanción, pues el titular de este bien 
no tenía un título legítimo para ser titular del mismo. 
Su título de propiedad era solo aparente. Por este mo-
tivo, no tiene la protección de las garantías que aplican 
a los ciudadanos que han adquirido sus bienes acorde a 
las leyes. Al respecto la Corte dijo lo siguiente:

“No se trata de una sanción penal, pues el ámbito 
de la extinción del dominio es mucho más amplio que 
el de la represión y castigo del delito. Su objeto no es-
triba simplemente en la imposición de la pena al delin-
cuente sino en la privación del reconocimiento jurídico 
a la propiedad lograda en contravía de los postulados 
básicos proclamados por la organización social, no 
solamente mediante el delito sino a través del aprove-
chamiento indebido del patrimonio público o a partir 
de conductas que la moral social proscribe, aunque el 
respectivo comportamiento no haya sido contemplado 
como delictivo ni se le haya señalado una pena priva-
tiva de la libertad o de otra índole. Será el legislador 

-
cretan los tres géneros de actuaciones enunciadas en el 
mandato constitucional. (…)

La naturaleza de la institución prevista en el artículo 
34, inciso 2°, de la Carta Política no se convierte en 
penal por tal circunstancia, pues uno es el motivo que 
da lugar al ejercicio de la acción y otro es el efecto de la 
sentencia, que en esta materia no consiste en una pena 
sino en la declaración judicial de que por los hechos 
pasados -fundados en el delito- no pueden en el futuro 
invocarse por quien pasaba por propietario, para defen-
der un “derecho” suyo que ni antes ni después estuvo 
amparado por la Constitución. Y ello sin que la sanción 
patrimonial de que se trata dependa de la suerte del pro-
ceso penal ni de la responsabilidad de esa índole por el 
delito en cuestión.”3.

Esta tesis volvió a ser reiterada cuando argumentó 
lo siguiente:

“Tampoco es cierto, frente a esa doctrina consti-
tucional establecida, que la posibilidad práctica de la 
extinción del dominio tenga que fundarse en el “dere-

-
ticas diversas”4.

Así, pues, debe señalarse que la incorporación de la 
acción de extinción de dominio en el sistema constitu-
cional colombiano, es coherente con el mismo, ya que 
es un desarrollo coherente de la prohibición de obtener 
bienes mediante actos ilícitos. Esto es consistente con 
los desarrollos de la Corte Constitucional, la cual, al 
referirse a la propiedad como un derecho protegido por 
el Estado, lo ha hecho sin ninguna excepción, bajo el 

3 Sentencia C-374 del 13 de agosto de 1997. M. P. José 
Gregorio Hernández Galindo.

4 Sentencia C-539 de 1997. M. P. José Gregorio Hernán-
dez Galindo.
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requisito de la licitud de su origen si se busca la tutela 
de la misma por parte del Estado.

Este fue el entendido de la Corte, al declarar la exe-
quibilidad del tipo penal enriquecimiento ilícito. En 
este pronunciamiento el Tribunal Constitucional hizo 
énfasis en:

“La propiedad y, en general, los derechos, adquiri-
dos al margen de las leyes civiles, vale decir, por me-
dio o al abrigo de actividades ilícitas, tampoco están 
cubiertos con la tutela del Estado (C.P. artículo 58). La 
actividad económica que de cualquier manera se lucre 
de esta misma suerte de actividades, carece del patroci-
nio del Estado, pues únicamente la empresa que actúa 
dentro de los límites del bien común, tiene una función 
social y se hace merecedora de la protección de las le-
yes y de las autoridades (C.P. artículo 333).”5.

En efecto, desde sus primeras sentencias, la Corte 
Constitucional sostuvo que la extinción de dominio está 
cimentada en que el origen de los derechos debe surgir 
de hechos lícitos, en consecuencia el delito no tiene la 
capacidad de originar ningún tipo de derecho. En este 
orden de ideas, para el legislador colombiano y para la 
Corte los únicos derechos reconocidos y protegidos por 
la Constitución Política son aquellos obtenidos de ma-
nera legítima, ya que si se reconociera la existencia de 
derechos aparentemente adquiridos como consecuencia 
de actividades ilegales, se desestimularía gravemente el 
trabajo honrado, el cual es un pilar fundamental del Es-
tado Social y Democrático de Derecho colombiano. El 
Tribunal Constitucional fue claro cuando planteó que:

“El derecho de propiedad que la Constitución garan-
tiza en su artículo 58 es el adquirido de manera lícita, 
ajustada a las exigencias de la ley, sin daño ni ofensa a 
los particulares ni al Estado y dentro de los límites que 
impone la moral social. Nadie puede exigir garantía ni 
respeto a su propiedad cuando el título que ostenta está 
viciado, ya que, si contraría los postulados mínimos, 
jurídicos y éticos, que la sociedad proclama, el dominio 
y sus componentes esenciales carecen de legitimidad.

(…)
El derecho de propiedad que la Constitución garan-

tiza en su artículo 58 es el adquirido de manera lícita, 
ajustada a las exigencias de la ley, sin daño ni ofensa a 
los particulares ni al Estado y dentro de los límites que 
impone la moral social. Nadie puede exigir garantía ni 
respeto a su propiedad cuando el título que ostenta está 
viciado, ya que, si contraría los postulados mínimos, ju-
rídicos y éticos, que la sociedad proclama, el dominio y 
sus componentes esenciales carecen de legitimidad.”6.

De ello se desprende entonces, que la persona que 
adquiere un bien mediante el ejercicio de actividades 
ilícitas no tiene en realidad derecho alguno sobre ese 
bien, de allí que su titularidad sea solo aparente, a pesar 
de que el titular exhiba signos externos como la tenen-
cia, la existencia de títulos, el registro, etc. Así, la Corte 
precisó lo siguiente:

“En realidad, la “pérdida” de la que habla el artí-
culo acusado no es tal en estricto sentido, por cuan-
to el derecho en cuestión no se hallaba jurídicamente 
protegido, sino que corresponde a la exteriorización a 
posteriori de que ello era así, por lo cual se extingue 

5 Sentencia C-319 de 1996 Vladimiro Naranjo Mesa.
6 Sentencia C-374 del 13 1997. M. P. José Gregorio Her-

nández Galindo.

o desaparece la apariencia de propiedad existente has-
ta el momento de ser desvirtuada por la sentencia. Es 

ha de presumirse que dicha apariencia corresponde a la 
realidad, pues suponer lo contrario implicaría descono-
cer las presunciones de inocencia y buena fe plasmadas 
en la Constitución, pero ya ejecutoriado el fallo, acaba 
esa apariencia, entendiéndose que sustancialmente, y 
a pesar de haber estado ella formalmente reconocida, 
jamás se consolidó el derecho de propiedad en cabeza 
de quien decía ser su titular.

En ese orden de ideas, el artículo 1°, bajo examen, 
no viola la Carta Política por haber excluido toda for-
ma de contraprestación o compensación por la decla-
ración judicial. Se pone aquí de presente una de las 
diferencias más claras entre la extinción del dominio 
y la expropiación. Esta última, salvo el caso extraor-

legislador, exige la indemnización por regla general. 
A la inversa, en la extinción del dominio no hay nada 
qué indemnizar.”7.

Por esta razón, la sentencia de extinción de domi-
nio es de naturaleza declarativa, debido a que en ella 
el juez declara que el derecho de dominio no existió 
realmente y que por consiguiente los bienes deben pa-
sar a nombre del Estado. De allí también la diferencia 
que desde sus orígenes estableció la Corte Constitu-
cional entre la extinción de dominio y la expropia-
ción.8

La Corte ha sido consistente con esta tesis. Por ello 
en la Sentencia C-740 de 2003 estipuló que un propie-
tario legítimo siempre tenía la protección del ordena-
miento jurídico colombiano, mientras que uno cuyo 
título de propiedad se fundaba en un hecho ilícito no 
podía ser considerado propietario, y en consecuencia la 
acción de extinción de dominio era procedente y ade-
cuada para no lucrarse del delito:

“Finalmente, es una acción que está estrechamente 
relacionada con el régimen constitucional del derecho 
de propiedad, ya que a través de ella el constituyente 
estableció el efecto sobreviniente a la adquisición, solo 
aparente, de ese derecho por títulos ilegítimos. Esto es 
así, al punto que consagra varias fuentes para la acción 
de extinción de dominio y todas ellas remiten a un tí-
tulo ilícito.

Entre ellas está el enriquecimiento ilícito, prescrip-
ción que resulta muy relevante, pues bien se sabe que el 
ámbito de lo ilícito es mucho más amplio que el ámbito 
de lo punible y en razón de ello, ya desde la Carta la 
acción de extinción de dominio se desliga de la comi-
sión de conductas punibles y se consolida como una 
institución que desborda el marco del poder punitivo 
del Estado y que se relaciona estrechamente con el ré-
gimen del derecho de propiedad.”9.

En suma, la acción de extinción de domino es un 
instrumento de lucha apropiado contra el fenómeno cri-
minal. Sin embargo, al actual estatuto de Extinción de 

de hacer esta normatividad en la lucha contra el delito.

7 Ibídem.
8 Ibíd.
9 Corte Constitucional. Sentencia C-740 de 2003. M. P. 

Jaime Córdoba Triviño.
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2. Propuesta de reforma legal a la Ley 1708 de 
2014

Durante los dos años de vigencia de la Ley 1708 
de 2014 se ha detectado la necesidad de realizar algu-
nos ajustes al actual esquema procesal de extinción de 

esta acción.

y derogar varios artículos relacionados principalmente 
con la fase inicial del proceso a cargo de la Fiscalía, la 

-
cación, el esquema de justicia premial, la carga de la 
prueba, entre otros aspectos, cuyo ajuste es indispensa-
ble para actualizar y armonizar el proceso de extinción 
de dominio con la política criminal vigente.

Con la Ley 1708 de 2014 se logró afectar el patri-
monio de diez organizaciones criminales de primer ni-
vel. La cuantía de los bienes perseguidos durante los 
más de dos años de vigencia de esta ley supera los nue-
ve [9] billones de pesos colombianos. El 70% de los 
procesos de extinción dentro de cuales se han afectado 
estos bienes cuentan ya con solicitud de requerimiento 
de extinción de dominio ante el juez competente. La 
reforma que aquí se propone, según estimaciones de 

considerablemente el número de bienes perseguidos 
por cada organización criminal bajo investigación. De 
allí que sea necesario implementar esta reforma sobre 
la base de los argumentos que a continuación se desa-
rrollan.

3. La fase inicial se adapta a la naturaleza del 
proceso de extinción de dominio como disputa de 
partes, sin vulnerar los derechos de defensa y debi-
do proceso de los afectados

Luego de evaluar la efectividad de la Ley 1708 de 
2014 en sus dos años de vigencia, detectó la necesidad 
de reestructurar el procedimiento con el objetivo prin-
cipal de hacerlo más expedito sin desconocer el debido 

-

fase inicial con la demanda de extinción de dominio o 
con una resolución de archivo del expediente.

etapa que buscaba que el afectado pudiera presentar 

aclarar el justo título sobre aquellos bienes afectados 
por un proceso de extinción de dominio, y de esta for-
ma disuadir al ente investigador que esos bienes fueron 
adquiridos conforme a los requerimientos propios del 
ordenamiento jurídico colombiano. En estricto sentido, 
en esta etapa se practican las pruebas que se tendrán en 
cuenta en la etapa de juicio, permitiendo además que 
la Fiscalía conozca, en la práctica, con antelación la 
estrategia de defensa de los afectados.

Esta etapa ocupaba dos meses y medio de trámites 
procesales que se distribuían de la siguiente manera: 5 

días del traslado para que los sujetos procesales ejerzan 
-

gaba la ley para presentar el requerimiento de extinción 
de dominio. Con la supresión de esta etapa el proceso 

con un tiempo de investigación sin interrupciones para 

adelantar diligencias que permitan presentar directa-
mente a la demanda de extinción de dominio.

Este nuevo esquema procesal preserva las garantías 

provisional de la pretensión acorta los términos de ma-
nera notable habida cuenta que ya no es necesario surtir 
traslados y agotar términos antes de llegar a la etapa o 
fase del juicio.

En la fase inicial se mantienen los controles de lega-
lidad posterior y rogado frente a las medidas cautelares. 
De igual modo, se mantiene el control de los actos de 
investigación que puedan conculcar derechos funda-
mentales cuya competencia le corresponde al juez de 
control de garantías en cumplimiento de lo dispuesto 
en la Sentencia C-516 de 2015 (M. P. Alberto Rojas 
Ríos). Al respecto, se introduce una norma que esta-
blece que únicamente en el caso de la búsqueda selec-
tiva de bases de datos, que es la actividad investigativa 
por excelencia para la extinción de dominio, la Fiscalía 
podrá realizar esas actividades. Y para garantizar la re-
serva judicial, se indica expresamente que tales actua-
ciones serán realizadas en ejercicio de las facultades 
jurisdiccionales de la Fiscalía.

No obstante, resulta posible considerar que el cam-

inmersas en el derecho al debido proceso. Al respecto, 
la Corte Constitucional ha indicado tal posibilidad, res-
pecto de garantías tales como el principio de celeridad, 
la contradicción probatoria, entre otras10. Ante lo cual, 
la jurisprudencia ha resaltado la constitucionalidad de 

-
nables y proporcionales, sin desconocer otros derechos 
fundamentales, así:

“De este modo, la Corte ha admitido que algunas 
garantías procesales, -y entre ellas el derecho de defen-
sa y contradicción- no son absolutas y pueden ser limi-
tadas por el legislador, siempre que no se vea afectado 
su núcleo esencial, la limitación responda a criterios de 
razonabilidad y proporcionalidad, y no se desconozcan 
otros derechos fundamentales, como puede ser el dere-
cho a la igualdad. En todo caso, ha señalado que la fun-
ción, tanto del legislador como del juez constitucional, 
es tratar de lograr que todos los principios y derechos 
que eventualmente puedan entrar en tensión a la hora 
de regular los términos judiciales sean garantizados en 
la mayor medida posible”11.

Incluso el cambio pretende que la acción no res-

por la implementación de un proceso “sin dilaciones 

considerado que es acertado privilegiar la celeridad de 
los procesos frente al derecho de defensa, siempre que 

Tribunal Constitucional:
“En efecto, una posición según la cual no fuera legí-

timo limitar el derecho de defensa, llevaría a extremos 
en los cuales se haría imposible adelantar el proceso 

verdad real, y haría nugatorio el derecho también supe-

(C. P. artículo 29). Así por ejemplo, si al incriminado 
hubiera de oírsele cuantas veces quisiera, o si fuera 

10 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-371 de 2011, M. 
P. Luis Ernesto Vargas Silva.

11 Ibídem.
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necesario practicar todo tipo de pruebas sin considera-
ción a su conducencia o pertinencia, el trámite se haría 
excesivamente dilatado y no se realizaría tampoco el 

Superior cuando indica que los términos procesales de-
ben ser observados con diligencia”12.

Además, se trata de una propuesta orientada a enfa-
tizar la condición de demandante que tiene la Fiscalía 
tratándose del proceso de extinción de dominio, per-
mitiendo con ello la garantía del derecho de defensa. 
En este modelo se subraya la reserva del proceso en 
la fase inicial y la concentración del derecho de oposi-
ción en el juicio. El proceso de extinción presupone la 
controversia entre dos partes: la Fiscalía, en calidad de 
demandante, y las personas afectadas que tengan algún 
derecho patrimonial sobre el bien perseguido.

Ello implica que se trata de una disputa entre dos 
pretensiones contrapuestas que versan sobre los dere-
chos patrimoniales frente a un bien. En este sentido es 
una discusión de parte híbrida en la medida que una 
de ellas es una institución del Estado que cuenta con 
algunos actos jurisdiccionales. Pero debe resaltarse que 
dichos actos jurisdiccionales están sujetos a control de 
legalidad y de constitucionalidad por parte de los jue-
ces competentes.

respeto del derecho de igualdad procesal de los afec-
tados en la acción de extinción de dominio, pues en 
virtud de este “quienes a él concurren de manera vo-

de-
ben tener las mismas oportunidades procesales para la 
realización plena de sus garantías a la bilateralidad de 
la audiencia”13 (subrayado fuera del texto).

el proceso: i) la Fiscalía tiene la calidad de demandan-
te con potestades jurisdiccionales controladas y ii), en 
virtud de tal calidad, la fase inicial de investigación 
debe ser reservada. Además, iii) el debido proceso y el 
derecho de defensa de la contraparte obtienen plenas 
garantías debido a que los actos jurisdiccionales de la 
Fiscalía tienen control por parte del juez, autoridad ante 
la cual los afectados podrán hacer valer sus argumentos 
frente a los actos de la Fiscalía sujetos a control de le-
galidad o constitucionalidad. De este modo, se asegura 
la imparcialidad y la objetividad de una decisión toma-
da por un tercero independiente a las partes.

Pero los afectados tienen el derecho de oponerse y 
contradecir cualquier tipo de prueba presentada por la 
Fiscalía en la fase del juicio. Además, podrá aportar las 
pruebas que consideren pertinentes para que el juez de 
conocimiento valore sus argumentos frente a las pre-
tensiones de la Fiscalía.

En este orden de ideas, esta reforma continúa res-
petando cabalmente los principios de contradicción 

inicial de investigación. Los derechos de defensa y de 
contradicción de los afectados se garantizan plenamen-
te y además se cumple el propósito de ganar mayor 
celeridad y agilidad en el procedimiento de extinción, 
de acuerdo con los criterios establecidos por la juris-

12 Corte Constitucional, Sentencia C-648 de 2001, M. P. 
Marco Gerardo Monroy Cabra.

13 Corte Constitucional, Sentencia C-690 de 2008, M. P. 
Nilson Pinilla Pinilla.

prudencia constitucional. A este respecto, la Corte ha 
explicado que:

“[E]l derecho al debido proceso se descompone en 
varias garantías que tutelan diferentes intereses ya sea 
de los sujetos procesales, o de la colectividad a una 
pronta y cumplida justicia. Entre ellas, el artículo 29 
de la Constitución, en forma explícita consagra tanto 
el principio de celeridad, como el derecho de contra-
dicción y controversia probatoria. Al respecto dicha 
norma señala que toda persona tiene derecho 

[Cita 
omitida por la misma Corte]

17. Por su parte, el artículo 228 superior prescri-
be que 

En 
desarrollo de estos principios, de un lado los procesos 
deben tener una duración razonable y, de otro, deben 
establecer mecanismos que permitan a los sujetos pro-
cesales e intervinientes controvertir, en condiciones de 
igualdad, las pruebas presentadas, así como los argu-
mentos de hecho y de derecho que se aduzcan en su 
contra.

Ha destacado así mismo la jurisprudencia que en el 
proceso de producción del derecho, como en el de su 
aplicación, las distintas garantías que conforman la no-
ción de debido proceso pueden entrar en tensión. Así, 
en ciertos casos el principio de celeridad puede entrar 

-
ria, o con el derecho de defensa, pues un término ju-
dicial breve, naturalmente recorta las posibilidades de 
controversia probatoria o argumentativa. Al respecto la 
jurisprudencia ha señalado que algunas de las garantías 
procesales son prevalentes, pero también ha aceptado 

alcance a intereses públicos legítimos o a otros dere-
chos fundamentales implicados”14.

Así pues, con la reforma no se afecta el núcleo esen-
cial del derecho de defensa y el debido proceso. En vir-
tud de la naturaleza del proceso judicial de extinción de 
dominio, las oposiciones en sede de Fiscalía carecen de 
sentido en tanto que se trata de una disputa entre partes. 
Luego, no tiene ninguna injerencia en el núcleo mismo 
de los derechos fundamentales citados. Y, por el con-
trario, con la reforma se satisface la garantía del plazo 
razonable y la celeridad del proceso que también son 
principios de suma valía para el ordenamiento jurídico 
colombiano15.

de la demanda de extinción de dominio o de la de-
manda de revisión

-
ción de dominio

constantes de las leyes de extinción dominio. Confor-
-

rante la fase inicial, no solo a la persona que se le iba 
iniciar el proceso de extinción, sino a todos los terceros 

14 Corte Constitucional, Sentencia C-377 de 2011, M. P. 
Luis Ernesto Vargas Silva.

15 Corte Constitucional, Sentencia SU-394 de 2016, M. P. 
Gloria Ortiz Delgado.
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de buena fe y aquellos que eventualmente pudieran te-
ner interés en el resultado del proceso. Si no era posible 

nombrar curadores ad lítem, quienes debían intervenir 
en el proceso en defensa de los afectados que no com-
parecían al proceso.

Este mecanismo procesal tenía un problema central: 
-

ba a la mora en el proceso de extinción de domino, pues 
en la mayoría de los casos los curadores no se postula-
ban, o no se posesionaban en el cargo. Por esta vía, el 
proceso se dilataba de una forma exagerada. Para co-
rregir esta situación, la Ley 1708 de 2014 eliminó la 

 y encargó al Ministerio 
Público la función de velar por el respeto de los dere-
chos de los afectados determinados e indeterminados 
que no comparecieren al proceso (artículo 31).

-
lares y todas las demás actuaciones que puedan afectar 
derechos fundamentales. Esta comunicación no tiene 

los sujetos que podrían intervenir en el proceso.

a la etapa del juicio. Ahora el cuello de botella pro-
cesal que obstaculizaba el avance del proceso por la 

se concentra en los despachos judiciales, sin resolver 

procesal actualmente se encuentra en el trámite de las 
-

manda de extinción de dominio, cuya función corres-
ponde a los jueces de extinción de dominio (artículo 
53 del CED).

La Ley 1708 de 2014 consagra cinco formas de no-
-

te cuadro:

Providencias
Personal Sentencia, auto de admisorio 

de la demanda conocimiento 
del juicio y admisión de la 
demanda de revisión (artícu-
lo 53).

Estado Cualquier providencia que 

personal (artículos 54 y 58 
CED).

Edicto La sentencia cuando no haya 

personal (artículo 55).
Aviso (no constituye una -

sonal no fue posible, se en-
vía aviso para que el afec-
tado se presente al juzgado 
(artículo 139).

Emplazamiento Cuando el afectado no se 
presenta después del aviso 
(artículo 140).

Conducta concluyente Cuando se haya omitido la 

haya sido irregular (artículo 
56).

Funcionario comisionado Afectado privado de la liber-
tad recluido en centro peni-
tenciario (artículo 57).

Así se encuentran consagradas formas principales 
-

tancia de la providencia de que se trate. En caso de que 

de alguna providencia se haya omitido o sea irregular, 
-

te en la fecha de presentación del escrito o la realiza-
ción de la diligencia.

Como puede apreciarse, la Ley 1708 de 2014 con-
sagró el aviso como mecanismo de citación especial. 

objeto de extinción o enviarlo a la dirección registrada 
en la fase inicial para que el afectado comparezca al 

-

dicha, sino que se trata de un modo de citar al afectado 
para que se haga presente en el juzgado.

No existe pues, ninguna forma subsidiaria de noti-

proceso. Para corregir esta situación, la presente refor-
-

la demanda de extinción y de revisión. Pero deroga la 
modalidad de aviso que ya se encontraba reglamenta-
do en el Código de Extinción de Dominio a efectos de 
adoptar la modalidad de aviso siguiendo la regulación 
del Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012).

-
ciones en el proceso de extinción de dominio

La innovación de la reforma en el tema de las noti-

por aviso y en la regulación de hipótesis no contempla-

se basa en la regulación prevista en el Código Gene-
ral del Proceso –artículos 108, 291 y 292 Ley 1564 de 
2012–.

Esta reforma representa dos ventajas cruciales para 

-
noma a la que puede recurrirse cuando resulte fallida la 

extinción. Este aviso estará a cargo de la Fiscalía como 
el sujeto procesal interesado en adelantar el procedi-
miento y sigue de cerca la regulación establecida en el 
Código General del Proceso.

La segunda ventaja de esta regulación es la claridad 
que se alcanza frente a hipótesis que este código no 
contemplaba. Como es el caso de la citación que no se 
pudo entregar por errores en la dirección de destino o 
porque el afectado no reside o trabaja en el lugar. Estos 

-
rreos autorizada y debe procederse de forma inmediata 
con el emplazamiento del afectado en los términos del 
artículo 140 de la Ley 1708 de 2014.

Además, se establece que si se presenta el caso de 
que en la dirección del afectado se rehúsen a recibir la 

-

lo anterior, la citación se entenderá entregada y ante 

términos señalados en esta reforma.



GACETA DEL CONGRESO  946  Martes, 1º de noviembre de 2016 Página 15

Cabe destacar que la Corte Constitucional declaró 
la exequibilidad de los supuestos normativos que ya re-
gulaba el Código General del Proceso. Así, mediante la 
Sentencia C-533 de 2016, el alto Tribunal señaló que 
estaban dadas las garantías legales y constitucionales 
para que una persona afectada por la entrega irregular 

-
cación o por vía de acción de tutela. Pero ello no obsta 
para que se entienda entregada la citación que se han 
rehusado a recibir:

“5.6. Ahora bien, respecto de la hipótesis planteada 
por el actor, consistente en la negativa a recibir por par-
te de una persona distinta al interesado, ya sea por ene-
mistad o mala fe, mal podría la Corte entrar a valorar en 
sede de control abstracto dicha situación. No obstante, 
ante los mencionados eventos u otros similares, en los 

la comunicación, el afectado podría solicitar la nulidad 
-

ro, a través de la acción de tutela.
5.7. En consecuencia, tampoco se desconoce el de-

recho al acceso a la administración de justicia (C. P., 
228 y 229) en tanto que la comunicación no constituye 

hacerse personalmente –auto admisorio de la demanda, 
mandamiento, vinculación de un tercero etc.–, la cual, 
se surte en el caso de la hipótesis en que se rehúsa a re-
cibir, mediante aviso, evento en el que adicionalmente 
el interesado debe remitir con las indicaciones básicas 
del proceso junto con una copia informal del auto que 

16.
La Corte concluyó que no existía ninguna diferencia 

de trato en relación con las situaciones jurídicas que se 
presentan cuando se niegan a recibir la comunicación y 
cuando la dirección no existe o es irregular. Para la Cor-
te, una vez confrontadas ambas situaciones se evidencia 
que no responden a la misma naturaleza o no presentan 
características que las hagan asimilables. Luego, no hay 
vulneración del derecho a la igualdad y tampoco se afec-
ta el acceso a la administración de justicia. Estas consi-

-
das al artículo 53 de la Ley 1708 de 201417.

El Tribunal Constitucional también ha tenido la opor-

consagrada en la Ley 794 de 2003 que luego se repro-
dujo en sus principales aspectos en el Código General 
del Proceso. Esta alta Corte declaró la constitucionali-

se vulnera el derecho de defensa o el debido proceso. La 

se aseguran las garantías fundamentales:
-

mandado, del auto admisorio de la demanda, el man-
damiento de pago, el auto que ordena citar a un tercero, 
o la de cualquiera otra providencia que se deba realizar 
personalmente. Para tal efecto dispone que se envíe ci-
tación a aquel por medio del servicio postal autorizado 
por el Ministerio de Comunicaciones, a la dirección su-
ministrada por el demandante, la cual debe ser enviada 

16 Corte Constitucional, Sentencia C-533 de 2015, M. P. 
Mauricio González Cuervo.

17 Ibídem. Consideración 5.5.

por el Secretario del Despacho y en subsidio por la par-

aviso, enviado a la misma dirección por la parte inte-

-
ción personal en el término señalado.

-

otorga la mayor garantía de que el demandado conozca 
en forma cierta la existencia del proceso y ejerza su 
derecho de defensa, pero no la acoge como única, con 
exclusión de modalidades de carácter subsidiario, ya 
que, si lo hiciera, entrabaría la administración de justi-

consagrada en el preámbulo de la Constitución”18.
-

nes de la Ley 1708 de 2014, que se asemeja a la regu-
lación prevista para tales efectos en el Código Gene-
ral del Proceso, cuenta con la aprobación de la Corte 
Constitucional que ha declarado la exequibilidad de 
normatividades similares a las que aquí se plantean.

5. La constitucionalidad del efecto devolutivo de 
la apelación del auto que niega pruebas dentro del 
proceso de extinción de dominio

Para demostrar la constitucionalidad de la reforma 
introducida al efecto de la apelación del auto que niega 
pruebas dentro del proceso de extinción de dominio, 
seguiremos el siguiente orden temático: (i) el amplio 

-
dimientos judiciales, (ii) los límites constitucionales de 
esta amplia libertad y (iii) el respeto a estos límites que 
representa la reforma en el sentido de conceder el efec-
to devolutivo de la apelación contra el auto que niega 
pruebas dentro del proceso de extinción de dominio.

5.1. El legislador cuenta con un amplio margen 

judiciales, de acuerdo con la jurisprudencia consti-
tucional

La Corte Constitucional ha señalado que a la luz de 
los artículos 150 –numerales 1 y 2– y 228 de la Cons-
titución, es competencia del Congreso “determinar los 
procedimientos y acciones judiciales. Para ello tiene 

-
te diseñar los trámites que considere más adecuados al 

inclusive, le otorga al legislativo la posibilidad de pri-
vilegiar determinados modelos de procedimiento o 
incluso prescindir de etapas o recursos en algunos de 
estos trámites o incluirlos en otros”.

-
-

les, siempre que se respeten los límites que imponen la 
Constitución y la jurisprudencia que la interpreta. La 
Corte relaciona múltiples alternativas que el Legisla-

crear trámites judiciales. Estas opciones tienen carácter 
enunciativo y el alto Tribunal las presenta en los si-
guientes términos:

“…[F]ijar nuevos procedimientos, determinar la 
naturaleza de actuaciones judiciales, eliminar etapas 

18 Corte Constitucional, Sentencia C-733 de 2004, M. P. 
Jaime Araújo Rentería.
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procesales, requerir la intervención estatal o particu-
lar en el curso de las actuaciones judiciales, imponer 
cargas procesales o establecer plazos para el ejercicio 
del derecho de acceso a la administración de justicia. 
De tal manera que, por regla general, la determina-
ción de los sujetos procesales y de los momentos en 
que ellos pueden intervenir en los procesos judiciales 

-
ración normativa del legislador que debe responder a 
las necesidades de la política legislativa, para lo cual 
evalúa la conveniencia y oportunidad de los mecanis-
mos o instrumentos procesales para hacer efectivos los 
derechos, libertades ciudadanas y las garantías públicas 
respecto de ellos”19.

En esta cita encontramos una premisa diáfana que 
puede ser sintetizada del siguiente modo: el Legislador 

-
lación con la interpretación, reforma y derogación de 
leyes (150.1 C. P.), y la expedición de códigos en todas 
las áreas del derecho (150.2 C. P.). En ejercicio de estas 
amplias facultades, el Congreso puede, entre otras co-
sas, crear nuevos procedimientos, eliminar etapas pro-

-
mentos en que dichos sujetos pueden intervenir dentro 
del proceso judicial. Asimismo, puede establecer los 
mecanismos e instrumentos procesales que posibiliten 
la intervención de las partes.

De lo anterior se puede inferir, sin lugar a dudas, 
que el Legislador está autorizado por la Constitución y 
la jurisprudencia para prescribir los diferentes efectos 
que tienen los autos dentro de un proceso judicial como 
es el de extinción de dominio. Desde sus primeras sen-
tencias la Corte ha sostenido esta tesis, y como, se mos-
tró en la cita anterior, este criterio jurisprudencial ha 
sido unánime y reiterado. Estableció la Corte:

“[E]l determinar si la apelación contra un auto se 
concede en el efecto devolutivo o diferido, es asunto 
que también corresponde al legislador, al dictar la ley 
procesal. Como le corresponde, igualmente, determi-
nar qué autos son susceptibles del recurso de apelación, 
y cuáles no lo son. Y bien podría establecer que en un 
proceso no fuera apelable ninguno de los autos que se 
dictaran, y no por ello quebrantaría la Constitución”20.

Esta deferencia hacia el poder legislativo en la con-
-

lleva a que en principio todas las estipulaciones conte-
nidas en ellos tengan presunción de constitucionalidad. 
Esta posibilidad es un desarrollo de la cláusula general 
de competencia que la Constitución le entregó al Con-
greso, y por ende, las determinaciones del Legislador 
en esos temas deben ser observadas. Sin embargo, 
como todas las facultades en un Estado Constitucional, 
esta facultad tiene límites los cuales serán señalados en 
el siguiente acápite.

El artículo 34 Superior resalta que por sentencia ju-
dicial se podrá declarar la extinción de dominio en re-
lación con bienes que se adquieran por enriquecimiento 
ilícito, perjuicio del tesoro público y grave deterioro de 
la moral social. La consagración constitucional de la 
acción de extinción de dominio subraya la importancia 
de este proceso, pero debido al ejercicio de autocons-

19 Corte Constitucional, Sentencia C-315 de 2012. M. P. 
María Victoria Calle Correa. 

20 Corte Constitucional, Sentencia C-446 de 1995. M. P. 
Jorge Arango Mejía.

trucción del constituyente, el legislador es el llamado 
“para desarrollar la acción de extinción de dominio en 
todo aquello que no fue previsto expresamente por el 

legislador implica el establecimiento del procedimien-
to judicial que debe surtirse para el trámite de la acción 
de extinción de dominio.

Legislador de los procedimientos judiciales
La Corte Constitucional ha determinado que el Le-

gislador debe respetar los siguientes criterios al mo-
mento de hacer una intervención en los procedimientos 
judiciales. De acuerdo con la jurisprudencia, el Con-
greso debe tener en cuenta estas cuatro fronteras: (i) la 
literalidad de la Constitución en relación con determi-

del Estado y la vigencia de los derechos fundamentales 
de los ciudadanos, (iii) la proporcionalidad y razonabi-
lidad de las formas o medidas procesales adoptadas y 
(iv) la supremacía del derecho sustancial y, con ello, la 

-
ceso y el acceso a la administración de justicia.

El máximo Tribunal Constitucional ha explicado 
ese conjunto de límites en los siguientes términos:

“En cuanto a lo primero, es evidente que el princi-
pio de supremacía constitucional implica que cuando 

-
nado procedimiento judicial o administrativo, el legis-

-
tuyente.

[…]
Respecto al segundo grupo de límites, se parte de 

sí mismo, sino que es apenas un instrumento para al-
canzar la primacía del derecho sustancial, en los térmi-
nos del artículo 228 C. P. Ello quiere decir que las for-
mas procesales deben estar instituidas para (i) cumplir 

a las previsiones de independencia, desconcentración y 
autonomía de la función judicial, publicidad de la ac-
tuación, prevalencia del derecho sustancial, diligencia 
en el cumplimiento de los términos procesales y garan-
tía de acceso a la administración de justicia. […]

El tercer grupo de límites, que se muestran comunes 
-

cia de los derechos fundamentales, es el cumplimiento 
de criterios de razonabilidad y proporcionalidad. Esta 
condición, como es bien sabido, se cumple cuando la 
norma procedimental se funda en un criterio de razón 

-
cionalmente admisible, a través de un mecanismo que 
se muestre adecuado para el cumplimiento de ese obje-
tivo y que a su vez, no afecte desproporcionadamente 

interferencia con su núcleo esencial. […]
Por último, el cuarto grupo de limitaciones se en-

-
gran el derecho fundamental al debido proceso. […]”21.

Con base en esta referencia jurisprudencial, debe-
mos evaluar brevemente si el proyecto de reforma, al 

21 Corte Constitucional, Sentencia C-319 de 2013. M. P. 
Luis Ernesto Vargas Silva.
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pruebas, (i) interviene algún recurso consagrado en la 
-

les y las garantías fundamentales que debe proteger del 
Estado, (iii) infringe los mandatos de proporcionalidad 

-

administración de justicia de los ciudadanos.
La respuesta a esta evaluación es que el proyecto 

de ley, tal como está planteado, no representa vulnera-

Corte Constitucional frente al amplio margen de liber-
-

ciales, por las razones que se exponen a continuación.
5.3. El efecto devolutivo del auto que niega prue-

ba en extinción de domino no vulnera ningún dere-
cho constitucional

El hecho de cambiar el efecto de la apelación del 
auto que niega pruebas, del suspensivo al devolutivo, 
no afecta ningún recurso consagrado en la Constitu-
ción. Dicho de otro modo, este pequeño cambio no 
afecta directa o indirectamente ningún mecanismo de 
impugnación de decisiones que se encuentre expresa-
mente contemplado en la Carta Fundamental. La se-
gunda instancia no se afecta de ninguna manera, solo se 
transforma el sentido y los efectos de un recurso.

Ahora bien, esta modalidad del efecto no es nuevo 
dentro del ordenamiento jurídico colombiano. Todos 
los autos apelables lo serán en el efecto devolutivo, 
incluso aquellos que nieguen el decreto o práctica de 
una prueba, a la luz del artículo 323 de la Ley 1564 de 
2012. A su turno, el artículo 330 del Código General 
del Proceso estipula que cuando no haya sido resuelta 
la apelación del auto que niegue el decreto o la práctica 
de pruebas, el juez podrá dictar sentenciar. Sin embar-
go, si la sentencia fue apelada y el superior revoca el 
auto, la prueba deberá practicarse en segunda instancia. 
Si la sentencia no se ha emitido y el superior revoca el 

audiencia para practicarla.
La disposición que se introduce en esta reforma es 

mucho más garantista que la regulación en materia ci-
vil en cuanto que el parágrafo del artículo 65 dispone 
que cuando se haya apelado el auto que niegue pruebas, 
el juez no podrá dictar sentencia antes de que se resuel-
va la segunda instancia, excepto si el apelante renuncia 
al recurso. Esta regulación garantiza la vigencia de los 
derechos fundamentales, respeta el debido proceso y 

-
nes esenciales del Estado.

Por esta vía, se asegura que la justicia se administre 

Estado, mantener la vigencia de un orden justo en pla-
zos razonables. Pese a que se apele el auto que niega a 
pruebas, el proceso podrá continuar por cuanto el efec-
to será el devolutivo y no el suspensivo. Pero al mismo 
tiempo se respeta el debido proceso de la parte que ape-
ló el auto en tanto que el juez no podrá dictar sentencia 
hasta tanto no se resuelva la segunda instancia. De este 
modo, se evita la formación mental del juicio del juez 
de primera instancia y no se pretermite la posibilidad 

segunda instancia sobre las pruebas solicitadas.
Así, la medida resulta a todas luces proporcional en 

tanto que, por un lado, contribuye a asegurar la alta sa-

tisfacción de una pronta y adecuada administración de 
justicia y, por otro, no afecta en ningún grado el debido 
proceso y el derecho de defensa de los afectados dentro 
del proceso de extinción de dominio. Luego, la relación 
entre la afectación y la satisfacción de los derechos en 
juego es perfecta (Ai+Sii=0). La satisfacción de la 
administración de justicia se asegura en grado sumo, 
mientras que la afectación del debido proceso es nula.

efecto de apelación del auto que niega a pruebas no 
tiene ningún viso de inconstitucionalidad en la medida 
que se no se transgreden ninguno de los límites impues-
tos por la Constitución las subreglas jurisprudenciales 

procedimientos judiciales. Por el contrario, todos los 
derechos implicados con esta medida encuentran un 
grado óptimo de satisfacción.

o juez de extinción de dominio por la constitución 
de una garantía de reserva técnica para que el ad-
ministrador del Frisco proceda con la enajenación 
temprana de los bienes

6.1. Regulación actual de la enajenación temprana

frente al actual Código de Extinción de Dominio (CED) 
consiste en la inaplicación, por parte del administrador 
del Fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y 

-
gura de enajenación temprana de los bienes muebles 
sujetos a registro que amanecen deterioro o pérdida y 
otra bienes fungibles o perecederos.

De acuerdo con el artículo 90 de la Ley 1708 de 
2014, el Frisco es una cuenta especial sin personería 
jurídica administrada en la actualidad por la Sociedad 
de Activos Especiales (SAE). A esta cuenta se destinan 
todos los bienes cuyo dominio se extingue en virtud de 
un proceso judicial regido por las disposiciones de este 
Código. El artículo 92 de esta ley consagra los meca-
nismos mediante los cuales se pueden administrar los 
bienes del Frisco.

Dentro de estos mecanismos destaca la enajenación 
temprana de activos regulada en el artículo 93 del Có-
digo y 2.5.5.3.1.11 del Decreto Reglamentario número 
2136 de 2015. Este mecanismo consiste en someter a 
subasta pública, venta directa a entidades públicas o 
venta en sobre cerrado, directamente por la SAE o a 
través de intermediarios, los bienes afectados por me-
didas cautelares dentro de procesos de extinción de do-
minio, cualquiera sea la etapa en que se encuentre.

Tal como está estipulado actualmente, para la apli-
cación de este mecanismo se requiere la autorización 

trata de un procedimiento expedito que permite conver-
tir ciertos tipos de bienes cobijados con medidas caute-
lares en dineros con destino a la cuenta del Frisco. Esta 

“…muebles sujetos a registro, de género, fungibles, 
consumibles, perecederos, los semovientes, los que 
amenacen ruina, pérdida, deterioro medioambiental, o 
los que sean materia de expropiación por utilidad pú-
blica, o servidumbre, o aquellos que de acuerdo con 

-
ministración o custodia ocasionan perjuicios o gastos 
desproporcionados” (artículo 93 del CED).
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Ahora bien, el parágrafo del artículo 93 estipula que 

del juez, debe resolverse en un plazo de 30 días. Venci-
do este plazo sin que haya una respuesta del funcionario 
competente, la SAE podrá proceder con la enajenación.

es necesaria y por el contrario introduce un mecanis-
mo que retarda la posibilidad de administrar los bienes. 
En efecto, esta enajenación temprana es realmente una 
actividad administrativa que obliga a los funcionarios 
judiciales a realizar consideraciones extrañas al cum-
plimiento de su rol natural.

6.2. Innovaciones de la reforma: la constitución 
de reserva técnica

-

La primera de ellas, y de suma importancia, consiste en 
la sustitución de los controles judiciales, por una ga-
rantía privada que consiste en la constitución de una re-
serva técnica para cubrir cualquier contingencia adver-
sa en caso de la demanda de extinción de dominio no 
prospere en relación con el bien afectado. Este cambio 

para evitar que el administrador del Frisco pueda incu-
rrir en excesos o abusos en relación con la disposición 
de los bienes.

La eliminación del requisito de la autorización pre-
via es coherente con la Ley Modelo sobre Extinción de 

la Droga y el Delito (UNODC), elaborado en el 2011 
por el Programa de Asistencia Legal para América La-
tina y el Caribe. En el artículo 41 de esta ley modelo 

que corresponde a la enajenación temprana de nuestro 
CED.

Esta disposición consta de dos componentes: i) la 
posibilidad de vender bienes sujetos a medidas caute-
lares que puedan deteriorarse, perecer o desvalorizarse 
o cuya administración y conservación genere demasia-
dos costos y ii) la obligación de consignar el dinero 
producto de la venta en una cuenta creada para tales 
efectos22. La norma modelo no consagra ningún con-

-
jenación temprana de bienes.

La reforma concuerda en todo con la disposición 
contenida en la ley modelo en tanto que elimina la au-

carezca de control. La garantía de una reserva técnica 
prevista para compensar eventuales perjuicios gene-
rados con el trámite de la extinción de dominio y la 
enajenación consecuente, es la nueva garantía para la 
aplicación adecuada de la enajenación temprana. Esta 
disposición está encaminada a evitar la arbitrariedad en 
relación con la enajenación temprana en la administra-
ción de bienes e impedir que se presenten situaciones 

22 Ley Modelo sobre Extinción de Dominio. “Artículo 41. 
De la venta anticipada de bienes. Cuando los bienes su-
jetos a medidas cautelares presenten riesgo de perecer, 
deteriorarse, desvalorizarse o cuya conservación ocasio-
ne perjuicios o gastos desproporcionados a su valor o 
administración, la autoridad designada de acuerdo con 
el ordenamiento interno dispondrá su venta anticipada. 

como las que se dieron en el pasado con el Departa-
mento Nacional de Estupefacientes.

-

numerales los bienes susceptibles de enajenación tem-
prana para disminuir las posibilidades de interpretación 

modo objetivo, a través de un ejercicio de subsunción, 
a la hora de su aplicación por parte del administrador 
del Frisco.

7. Disposición de los bienes a favor del Fondo de 
Bienes de la Fiscalía General de la Nación

La reforma, además, introduce el artículo 106A a 
la Ley 1708 de 2014 para resolver las situaciones in-

son pasibles de extinción de dominio y tampoco han 
sido reclamados por sus titulares legítimos. El Fondo 
de Bienes de la Fiscalía podrá disponer de estos con 

mecanismos de administración de bienes contempla-
dos en la Ley 1615 de 2013. Dos razones de primer 
orden fundamentan la inclusión de esta nueva disposi-
ción en el Código de Extinción de Dominio: i) razones 
medioambientales y ii) razones presupuestarias.

7.1. El medio ambiente sano como criterio cons-
titucional de administración de bienes

El artículo 58 de la Constitución garantiza la pro-
piedad privada y establece que toda “propiedad es una 
función social que implica obligaciones. Como tal le 
es inherente una función ecológica”. Por su parte, el 
artículo 49 Superior señala que la atención en salud y 
el saneamiento ambiental son derechos sociales funda-
mentales, cuya garantía y protección le corresponde al 
Estado.

La Corte Constitucional ha reconocido que la salud 
es un derecho fundamental autónomo23. En tal virtud, 
se expidió la Ley Estatutaria 1751 de 2015, “por medio 

. En el artículo 6° de esta 

fundamental a la salud. Por su parte, el parágrafo del 
artículo 9° señala que el medio ambiente es uno de los 
determinantes sociales de la salud.

El Tribunal Constitucional ha comprendido el medio 
ambiente sano como un derecho directamente protegi-
do por mandatos constitucionales o en conexidad con 
los derechos a la vida y la salud, entre otros24. Debido 
a la trascendencia del principio fundamental del medio 
ambiente sano, la Constitución de 1991 ha sido catalo-
gada como una Carta ecológica que exige la defensa y 
protección del medio ambiente y en esta medida se le 
impone al Estado sendos deberes para la protección de 
este bien jurídico trascendental25. En este sentido, la 
Corte ha indicado que:

“Mientras por una parte se reconoce el medio am-
biente sano como un derecho del cual son titulares todas 
las personas –quienes a su vez están legitimadas para 

23 Corte Constitucional, Sentencia C-313 de 2014, M. P. 
Gabriel Mendoza Martelo.

24 Corte Constitucional, Sentencia T-154 de 2013, M. P. 
Nilson Pinilla Pinilla.

25 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-671 de 2001, M. 
P. Jaime Araújo Rentería.



GACETA DEL CONGRESO  946  Martes, 1º de noviembre de 2016 Página 19

participar en las decisiones que puedan afectarlo y deben 
colaborar en su conservación–, por la otra se le impone al 
Estado los deberes correlativos de: 1) proteger su diver-
sidad e integridad, 2) salvaguardar las riquezas naturales 
de la Nación, 3) conservar las áreas de especial impor-
tancia ecológica, 4) fomentar la educación ambiental, 5) 

naturales para así garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución, 6) prevenir y 
controlar los factores de deterioro ambiental, 7) imponer 
las sanciones legales y exigir la reparación de los daños 
causados al ambiente y 8) cooperar con otras naciones 
en la protección de los ecosistemas situados en las zonas 
de frontera”26.

Resulta evidente entonces, que el Estado tiene la 
obligación constitucional de adoptar las medidas y los 
procedimientos pertinentes encaminados a la protección 
del medio ambiente entendido como principio y bien ju-
rídico. Así, el medio ambiente adquiere una cuádruple 
dimensión: “es un que irradia todo el orden 
jurídico correspondiendo al Estado proteger las rique-
zas naturales de la Nación; es un 
(fundamental y colectivo) exigible por todas las perso-
nas a través de diversas vías judiciales; y es una obliga-

en cabeza de las autoridades, la sociedad y los parti-
27. 

Y, además, el saneamiento ambiental se considera un 
a la luz de los artículos 49 y 366 de la 

Constitución.
Así, uno de los deberes en cabeza del Estado consiste 

en prevenir y controlar los factores de deterioro ambien-
tal. Precisamente, la disposición que se introduce en esta 
reforma relativa a la disposición de los bienes obedece 
a este deber constitucional de la Fiscalía como entidad 
estatal de velar por la protección del medio ambiente y 
salvaguardar la salubridad pública. Actualmente, en las 
instalaciones de la Fiscalía en todo el país se encuentran 
millones de bienes, cuyo deterioro amenaza el medio 
ambiento sano y la salubridad pública.

Dichos bienes no están cumpliendo con la función 
ecológica de la propiedad y en tal sentido la adminis-
tración de los mismos debe aplicar los mecanismos 
pertinentes para impedir la afectación de un principio 
fundamental de la arquitectura constitucional colombia-

disposición para orientar la administración de los bie-
nes no susceptibles de extinción de dominio, con miras 
a proteger el medio ambiente sano. Pero existen razones 

7.2. La validez constitucional de la relación costo-

bienes bajo custodia de la Fiscalía
El artículo 25 de este Código establece la evaluación 

materia de extinción de dominio. Este criterio es el que 
adquiere concreción con la nueva disposición en el sen-
tido de que la administración de los bienes debe atender 

debe cumplir su labor acompañada de juicios de utilidad 
en relación con los bienes bajo su custodia o disposición.

26 Corte Constitucional, Sentencia C-431 de 2000, M. P. 
Vladimiro Naranjo Mesa. Posición reiterada en la Sen-
tencia C-123 de 2014, M.P. Alberto Rojas Ríos. 

27 Corte Constitucional, Sentencia C-449 de 2015, M. P. 
Jorge Palacio Palacio.

Este criterio, lejos de lo que pudiese pensarse, tam-
bién es de rango constitucional. El artículo 209 Supe-

que rigen la administración pública. Estos principios han 
sido interpretados por la Corte Constitucional como cri-
terios instrumentales que deben orientar las actividades 

sirven como razones contribuyentes para la acción en la 
-

dio ambiente. Cualquier colisión entre estos principios 
de la administración y otros derechos fundamentales, 
debe ser resuelta en favor de estos últimos. En tal senti-
do, la Corte Constitucional dictaminó que

rigen las actuaciones de las autoridades administrativas, 
constituyen precisamente orientaciones que deben guiar 
la actividad de estas para que la acción de la administra-

-
cos a que apuntan las normas constitucionales y legales, 

tal virtud, la observancia de dichos principios no consti-
-

cisamente que se convierta en realidad el cumplimiento 
de los deberes sociales del Estado en materia ambiental. 

principios de la función administrativa y la necesidad 
de cumplimiento de los deberes sociales del Estado se 

-
bible que aquellos predominen sobre el bien superior de 
atender valiosos deberes sociales del Estado, como son 
los atinentes a la preservación del ambiente”28.

Sobre la importancia de estos principios de la función 
de la administración, la Corte precisó que la economía y 

-
mar medidas para ahorrar la mayor cantidad de costos 

conjunto, estos principios imponen a la Administración 
el deber de cumplir sus objetivos con una adecuada rela-

29.
Así pues, el Estado debe actuar conforme al princi-

menor costo posible30. Esta idea constitucional sirve de 
trasfondo a la disposición sobre bienes incluida en esta 
reforma. La administración de los bienes que no son sus-
ceptibles de extinción de dominio, desconoce el titular 
legítimo o este no los ha reclamado y no sean necesarios 
para la indagación o investigación debe atender criterios 

-
servación no genere mayores costos.

En conclusión, esta nueva disposición se ajusta a los 
parámetros constitucionales por dos vías diferentes pero 
relacionadas: i) la protección del medio ambiente sano 
y el control de los factores que pueden generar deterio-
ro del ambiente y daños a la salubridad pública y ii) la 

orientan las acciones estatales.

28 Corte Constitucional, Sentencia C-035 de 1999, M. P. 
Antonio Barrera Carbonell.

29 Corte Constitucional, Sentencia C-300 de 2012, M. P. 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.

30 Corte Constitucional, Sentencia C-849 de 2005, M. P. 
Jaime Araújo Rentería.
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8. La incorporación de la justicia premial durante 
la etapa de juzgamiento en el proceso de extinción de 
dominio

8.1. Concepción de la justicia premial en extinción 
de dominio

implementación de nuevos instrumentos legales que 

extinción de dominio, es indispensable indagar sobre los 
argumentos que sustentaron el origen de esta acción en 
la Ley 1708 de 2014. En efecto, una vez consultada la 
exposición de motivos del entonces proyecto de ley31, 
se pudo establecer que no se hizo referencia alguna al 
tema de la justicia premial como concepto ligado al re-
conocimiento de la colaboración efectiva con la justicia 
por parte de los afectados, únicamente se mencionó en 

que contribuyera con la obtención de evidencias para la 
declaratoria de extinción de dominio.

De manera concreta la exposición de motivos alude 
al paradigma según el cual los derechos solo pueden ori-
ginarse en hechos lícitos, o en otras palabras, una ac-
tividad ilícita no puede fundamentar el nacimiento de 
un derecho real32. En el mismo texto, con ocasión del 
recuento normativo que precedió a la nueva ley, se hizo 
mención a la reforma contenida en la Ley 1395 de 2010, 
la cual creó el trámite abreviado de extinción de dominio 
respecto de bienes que no tuvieran propietario, tenedor o 

Esta última institución procesal constituye la primera 
aproximación en materia de justicia premial dentro del 
proceso de extinción de dominio, la cual, naturalmente, 
no ha estado exenta de las críticas que comúnmente pre-
supone la introducción en los ordenamientos jurídicos 

-
tración de justicia.

Ya la Corte Constitucional con ocasión de la revisión 
de constitucionalidad de la Ley 67 de 23 de agosto de 
1993 

-

realizó un estudio acerca 

justicia, el cual se considera asimilable al presente do-
cumento toda vez que el tema de los bienes ilícitos de 
organizaciones criminales se encuentra estrechamente 

Señaló la Corte en esa oportunidad que dicha decla-
ración preservó las políticas del Estado en materia de 
sometimiento y colaboración de presuntos delincuentes 

31 Gaceta del Congreso número 174 del 3 de abril de 2013. 
Exposición de motivos del proyecto de ley por medio del 
cual se expide el Código de Extinción de Dominio.

32 La exposición de motivos contenida en la Gaceta del 
Congreso número 174 del 3 de abril de 2013 estableció 
que -

-

-

-

a la administración de justicia, con el objeto de evitar la 
impunidad de delitos. La Alta Corporación precisó que 
“en materia de política criminal el Estado colombiano 
es autónomo, y la autonomía del Estado es superior a 
la autonomía judicial, pero debe existir entre estas dos 
posiciones proporcionalidad para lograr equilibrio”33.

En el mismo sentido, la providencia hace referencia 
al precedente establecido por la Corte de que la imple-

-
tado mantienen incólumes los principios asociados a la 
igualdad ante la ley y el debido proceso establecidos en 
la Constitución Política. Ahora bien, como aspecto cen-
tral de la sentencia en comento, resulta oportuno citar de 

-

de justicia. Dice la Corte lo siguiente:
“La Corte Constitucional ha señalado que los bene-

abandono de los principios de justicia. Ha dicho esta 
Corporación al respecto:

“No se trata de la negociación del acto de justicia, por 
cuanto este se mantiene incólume; lo que ocurre en este 
caso es que el infractor penal repara, bajo algún aspecto, 
al daño causado a la sociedad, de suerte que, al colaborar 
con la justicia, se hace merecedor de un tratamiento ade-
cuado a su conducta”.

Sin embargo, la Corte hace énfasis en que las razones 
de conveniencia no pueden llegar en este caso hasta des-
conocer la existencia de la pena, por cuanto esta cons-
tituye lo justo, es decir, lo que se merece; ello equival-
dría a dejar de aplicar la justicia, hipótesis que riñe con 
los principios elementales del Estado de Derecho, que 

cual, a su vez, se inspira en la justicia como valor supe-
rior. Exonerar, de la pena a quien haya participado en el 
delito de secuestro, es, a todas luces, un acto despropor-
cionado y por ello mismo viciado de injusticia (...)”34.

No cabe duda que la naturaleza constitucional y patri-
monial de la acción de extinción de dominio no permite 
incorporar en su totalidad los elementos e instituciones 
que estructuran el procedimiento penal, pues en este úl-
timo caso, tal y como se deriva del eje argumentativo de 

de la ley penal, personas que con su conducta dolosa o 
culposa trasgredieron las normas penales.

Empero, aunque en el proceso de extinción de do-

presuntamente de origen ilícito, la propuesta contenida 
en la presente exposición de motivos adopta la esencia 
temática establecida por la Corte, y en esa dirección 
propone reestructurar el esquema vigente en materia de 
cooperación para los afectados con este tipo de proceso, 
y también para los particulares que colaboren con la ad-
ministración de justicia.

El concepto de infractor de la ley penal equivale en 
la acción de extinción de dominio al afectado de quien 
se establece la titularidad de un derecho patrimonial so-
bre un bien obtenido de una actividad ilícita, luego, es 
legítimo concluir que en esa condición, sumado al cum-
plimiento de estrictos requisitos y efectividad en la cola-

acción como ocurre eventualmente en el procedimiento 

33 Corte Constitucional, Sentencia número C-176 de 1994. 
M. P. Alejandro Martínez Caballero.

34 Ibíd.
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penal – sino con la titularidad de un porcentaje menor 
sobre el bien sobre el cual se declare la extinción del 
derecho de dominio.

8.2. El problema de la implementación de meca-
nismos de justicia premial en los ordenamientos ju-
rídicos

Ya se expresó anteriormente que la justicia premial, 
por regla general, es vista como una institución extraña a 

de si se trata de una acción civil, penal o administrativa, 
normalmente se persigue la declaración de un derecho, 
la sentencia y responsabilidad personal de una persona, 
o la declaratoria de ilegalidad de un acto administrativo, 
pero en ninguna es propósito inicial la adopción de he-
rramientas legales para premiar a quienes han violado un 
precepto legal o han cometido una conducta que afecte 
un bien jurídico tutelado.

Con todo, es común que en algunos Estados moder-
nos se hayan adoptado mecanismos adyacentes al proce-
so principal dirigidos a evitar el desgaste innecesario del 
aparato judicial. Esos mecanismos de una parte apun-
tan, por ejemplo, a que las partes lleguen a un acuerdo 

completo del proceso hasta la sentencia. También puede 
suceder que el ordenamiento jurídico contemple retribu-
ciones a particulares como contraprestación por infor-
mar sobre hechos que redunden en el interés público.

Existe un interés particular de los sistemas legales 
modernos por cambiar la concepción de que la justicia 
premial es en estricto sentido una retribución al delin-
cuente o al trasgresor de una norma jurídica. El sistema 
de justicia premial se sustenta en el principio del costo-

colaboración con la administración de justicia sea muy 

doctrina desde tiempo atrás ha contemplado la justicia 

los siguientes argumentos:
“[P]ara empezar, se encuentra que el concepto de jus-

encuentran los de estimular la confesión, delación y ter-
minación anticipada del proceso. Esta forma de justicia 
considera que es posible que a través de tales prácticas, 
se llegue a un negocio que permita “ahorrarse el juicio” y 

Nótese que uno de los instrumentos de justicia premial 
más comunes y antiguos es la política de recompensas. 
Este instrumento se constituye en una parte importante 
de la política criminal para el combate del delito y en 

inicio a la persecución penal. No obstante, existen otras 

-
ponsabilidad del imputado, de modo que este renuncie a 
tal garantía y obtenga rebajas para su pena por la colabo-
ración o confesión de la culpabilidad”35.

Desde luego la concepción de la justicia premial es 
distinta en tanto existen múltiples ordenamientos lega-
les, por vía de ejemplo, en los Estados Unidos de Amé-
rica opera el denominado que consiste 

35 Joaquín Mario Murillo - La verdad y la justicia premial 
en el proceso penal colombiano. Artículo elaborado den-
tro del proyecto La relación de causalidad en la valora-
ción de la prueba en la responsabilidad médica adminis-
trativa, Universidad de Antioquia. 2008.

el que se decide sobre la condena sin alterar los cargos 
-

go de confesar la culpabilidad”36. Las ventajas de este 

estructurar la imputación de los cargos y negociar con 
-

rentes al modelo.
En la legislación italiana encontramos antecedentes 

de drogas (artículos 73.7 y 74.7 del Decreto del Presi-
dente de la República, número 309 del 9 de octubre de 
1990), acciones terroristas (artículos 4° y 5° del Decreto-
ley 625, del 15 de diciembre de 1979), y asociaciones 

rebajas de pena, revocación o sustitución de la medida 
37.

En Alemania la justicia premial está dirigida a de-
litos como el de pertenencia a asociación criminal que 
permite al juez atenuar la pena o inclusive pretermitirla 

-

de capitales siempre y cuando medie arrepentimiento 
del procesado, evento en el cual el juez puede atenuar la 
pena o declarar su remisión total.

Ya se estableció anteriormente que la aplicación de 
la justicia premial en los ordenamientos jurídicos de los 
Estados siempre tendrá benefactores y detractores. Las 
críticas a los modelos de justicia premial abarcan cam-
pos tan complejos como su legitimidad, el carácter des-
igualitario que implícitamente tiene la institución, y la 
utilidad que realmente aporta en materia de lucha contra 
el crimen, empero, en líneas generales, existe consenso 
a nivel global que se trata de una herramienta que debe 
implementarse por parte de los Estados modernos. Orga-
nismos como la Unión Europea y las Naciones Unidas 
han realizado algunas recomendaciones en este sentido 
que se resumen en los siguientes argumentos:

Unión Europea:
“Ya tempranamente la Unión Europea se pronuncia 

en la materia a través de una Resolución (CE) (del Con-
sejo) de 20 de diciembre de 1996 relativa a las personas 
que colaboran con el proceso judicial en la lucha con-
tra la delincuencia internacional organizada, en la que 
se indica que los Estados deben alentar a las personas a 
colaborar en el proceso judicial, en particular aquellas 
que participen o hayan participado en asociaciones para 
delinquir u organizaciones criminales o en delitos carac-
terísticos de la delincuencia organizada. Para ello invita 
a los Estados miembros a considerar la concesión de be-

-
zación delictiva, se esfuercen en evitar la continuación 
de las actividades delictivas o ayuden a las autoridades 
policiales o judiciales a reunir elementos de prueba de-
cisivos para la averiguación de los hechos y la identi-

recomendaba la adopción de medidas de protección ade-
cuadas para estas personas y sus familiares y allegados.

[…]

36 Ibíd.
37 Isabel Sánchez García de Paz - El coimputado que co-

labora con la justicia penal (con atención a las reformas 
introducidas en la regulación española por las Leyes 

penal y criminología, 2005.
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Existen no obstante propuestas para formular una 
norma premial sobre colaboradores de la justicia en rela-
ción con la criminalidad organizada en general. En 2001 
un grupo de profesores dirigidos por el Prof. V. Militello 
a través del Max-Planck-Institut de Derecho Penal de 
Friburgo (Alemania), elabora una propuesta normativa 
en este sentido en el marco de un trabajo de investiga-
ción auspiciado por la Unión Europea. De acuerdo con 

-
minalidad organizada y de prevención de futuros hechos 
delictivos, así como de privación a las organizaciones 
criminales de sus recursos económicos”, a los miembros 
de las organizaciones criminales, así como a los autores 
o partícipes de un hecho delictivo organizado “les serán 

-
cal, que podrán consistir en la no persecución, atenua-
ción o no imposición de pena por su propia contribución 
al hecho” siempre que “comuniquen a las autoridades 
competentes encargadas de la persecución del delito sus 
conocimientos […]”38.

Naciones Unidas:
“Por otra parte la Convención de Naciones Unidas 

sobre crimen organizado 12 de diciembre de 2000 (Re-
-

con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley, 
como la atenuación de la pena en casos de cooperación 
sustancial (artículo 26. 1 y 2) o incluso la inmunidad ju-
dicial (artículo 26. 3), sin olvidar la necesidad de prever 
medidas de protección para esas personas similares a 
las de los testigos (artículo 26.4). Una norma idéntica se 
contiene en la Convención de la ONU contra la corrup-
ción de 2003 (artículo 37)”39.

Todo este examen en derecho comparado si bien hace 
referencia al derecho penal y sus efectos punitivos, sirve 
al propósito de este documento en cuanto a la necesi-
dad, legitimación y utilidad que presta la justicia premial 
aun en procesos diferentes al penal como ocurre con la 
extinción de dominio. Pero el tema incluso se hace más 
complejo cuando se trata de innovar los mecanismos que 
integran el esquema de justicia premial, pues el aumento 

cuanto redunden en una disminución cualitativa y cuan-
titativa de la conducta contraria a derecho.

La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha exa-
minado a fondo la génesis y contenido de la justicia pre-
mial en el derecho penal colombiano, precisando que 

que tiene el legislador40. Por supuesto el margen de ne-
-

cia premial tiene límites legales como corresponde a un 

38 Ibíd.
39 Ibíd.
40 Corte Constitucional, Sentencia C-073 de 2010. M. P. 

Humberto Sierra Porto. 
-

-
-

-
-

-

modelo que busca la proporcionalidad entre la conducta 
-

ceder como consecuencia de colaborar con la justicia41.
Es importante señalar que los modelos de justicia 

premial deben evolucionar en concordancia con la mo-
dernización de los fenómenos criminales, lo que incluye 
ajustar especialmente el tema de la retribución para quie-

-
ticia. “En Colombia los antecedentes de justicia premial 
inician desde las simples rebajas de pena por confesión o 
delación previstas en el decreto de 1987, pasando por las 
instituciones de la sentencia anticipada y allanamientos 

con los preacuerdos y el principio de oportunidad regla-
dos en la Ley 906 de 2004”42. Como se desprende de 
este recuento legal es natural que los modelos de justicia 
premial evolucionen respecto a la complejidad de los fe-
nómenos criminales, no solo para el proceso penal como 
aquí se expone, sino además para sistemas particulares y 

El actual Código de Extinción de Dominio hace re-
ferencia al tema de justicia premial únicamente en el 
artículo 133 que desarrolla la sentencia anticipada por 
reconocimiento del afectado de la concurrencia de una 
causal de extinción del derecho de dominio sobre bienes. 
Este esquema esta soportado en una retribución inicial 
hasta de un 3% que podrá incrementarse en otro tanto de 

afectado a partir de las causales contenidas en el parágra-
fo de la norma en comento.

Con este esquema, de acuerdo con la información re-
portada por la DFNEXT, únicamente dos casos han sido 
considerados dentro de la justicia premial contenida en 
el artículo 133 de la Ley 1708 de 2014, cifra que compa-
rada con el universo total de procesos que se encuentran 
con requerimiento de extinción de dominio representa 
apenas el 0.8% de los casos. Este análisis se soporta en 
la siguiente información:

AÑO N° REQUERIMIENTOS
2015 NIVEL CENTRAL 65
2015 DE JULIO DICIEMBRE REGIONA-
LES

16

2016 A SEPTIEMBRE NIVEL CENTRAL 91
2016 A SEPTIEMBRE REGIONALES 56
TOTAL REQUERIMIENTOS 228

41 Corte Constitucional, Sentencia C-059 de 2010. 
-
-
-

-

-
-

-

-

”.
42 Ibíd.
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Total número de procesos con requerimiento de 
extinción 228

Total número de procesos en que se aplicó justicia 
premial 2

Un análisis práctico de estas cifras permitiría inferir 
que en los restantes 226 procesos no se solicitó la justi-
cia premial principalmente porque el modelo retributivo 
no es atractivo. Sin embargo, en gracia de discusión, se 
podrían considerar varias razones adicionales que com-
pletarían ese porcentaje restante y que son de distinta 
naturaleza, por ejemplo, que el afectado haya decidido 
no solicitar la aplicación de la justicia premial porque 

-
que teme por su seguridad si se trata de denunciar bienes 
de una organización criminal.

La propuesta tiene el objetivo de ampliar el abanico 
de posibilidades de negociación que exige la estructura 

aún bajo los riegos que esta conlleva, y afectar de esta 
manera los grandes patrimonios de las distintas orga-
nizaciones que sustentan su operación precisamente en 
esos bienes que poseen.

8.3. Incorporación de nuevos mecanismos de re-
tribución en justicia premial dentro del proceso de 
extinción de dominio

afectado se evidenció, por primera vez, en el informe de 
ponencia para primer debate al proyecto de ley 263 de 

-
ginal43. En ese sentido, se estableció el esquema de crear 

43 Gaceta del Congreso número 338 del 29 de mayo de 
2013. Informe de ponencia para primer debate. La 

-

-

-

-

-

-
-

-

-

-
-

-

un procedimiento abreviado con sentencia anticipada, 
el cual se sustentará en el reconocimiento por parte del 
afectado de que en su caso concurren los presupuestos 
para la extinción de dominio.

Como contraprestación a esa colaboración el afecta-
do podía acceder a un [5%] del valor de los bienes obje-
to de sentencia anticipada, siempre y cuando se aporten 

Para tener un panorama más amplio en cuanto al tema de 

los bienes como contraprestación a su colaboración, es 
importante ahondar en el debate legislativo que precedió 
a la Ley 1708 de 2014, foro en el cual se escucharon vo-
ces que defendían la tesis de sostener un porcentaje infe-
rior como retribución, y otras clamaron sostenerlo como 
estaba en el proyecto original para hacerlo más atractivo.

En Sesión Permanente de la Comisión Primera Cons-
titucional del 6 de junio de 201344, hubo una interven-
ción en la cual se solicitó considerar el porcentaje de re-

en aquella oportunidad que el porcentaje previsto en el 
proyecto no era una cifra que resultara atractiva, lo cual 
motivó la revisión de esa retribución.

Como consecuencia de lo anterior en sesión perma-
nente de la citada comisión del 1° de octubre de 201345, 

-

44 Gaceta del Congreso número 530 del 25 de julio de 
2013. Acta de Comisión número 48 del 6 de junio de 
2013 Cámara. La intervención fue la siguiente:

-

-

-

-

45 Gaceta del Congreso número 893 del 5 de noviembre de 
2013, Acta de Comisión número 12 del 1° de octubre de 
2013 Senado. La intervención fue la siguiente:

-

-

-

-

-
-
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-
centajes establecidos en el proyecto de ley como retribu-

sustentar mejor el tema.
La respuesta institucional frente a este requerimiento 

fue la de precisar que la cifra máxima del 6% como retri-

un margen de discrecionalidad que tiene como tope esa 
cifra, dependiendo de la valoración que se efectúe de esa 
colaboración46.

La formulación de porcentajes sobre derechos patri-
moniales para quienes denuncien bienes o colaboren en 
el proceso de extinción de dominio obedece a un deteni-

brindado hasta la fecha. En el caso del afectado con la 
acción de extinción de dominio, un porcentaje de retri-
bución que oscila entre el 3% y 6% del derecho patrimo-
nial del bien, no estimula la colaboración con la admi-
nistración de justicia en la detección de organizaciones 
criminales cuyos bienes sean de origen ilícito, más aún 
cuando esa colaboración presupone eventuales riesgos 
en la seguridad de quien brinda la información.

El tiempo ha demostrado que la discusión que se sos-
tuvo durante el trámite legislativo sobre el porcentaje de 
retribución al afectado en la justicia premial tenía funda-

-

ley no es atractiva para que el particular y el afectado co-

principal factor causal al reducido porcentaje sobre el 
valor de los bienes que se obtiene por esta vía.

Por esta razón, en la presente exposición de motivos 
se sugiere incorporar un nuevo mecanismo de justicia 

-

-

-

-

”.
46 Ibíd. La intervención del señor Fiscal General de la Na-

ción en la sesión de la Comisión fue la siguiente: “El 

-

-

-

premial, alternativo al que actualmente rige, y el cual es-
taría dirigido a retribuir al particular o afectado que brin-
den información efectiva sobre la existencia de bienes 
que se encuentren en alguna de las causales de extinción 
de dominio, acepten que los bienes de los cuales son 
titulares y que son materia de proceso son susceptibles 
de extinción, o que suministren información acerca de 
organizaciones criminales, colaboradores y testaferros 
asociados a la existencia de bienes ilícitos. Solo si esa 

-
sidera la opción de entregar al particular la titularidad 
de bienes denunciados con los límites porcentuales que 
indica el proyecto, o en el caso del afectado, acceder a 
la conservación de los bienes objeto de colaboración con 
las mismas limitaciones.

Desde luego el valor de los bienes sobre los cuales 
la Fiscalía determine no iniciar la acción o acceder a 
que el afectado conserve la titularidad deben sumar un 
porcentaje muy inferior respecto al monto que sume la 
colaboración efectiva del afectado, pues en este marco 
se debe cumplir con el principio de proporcionalidad 
que la jurisprudencia ha establecido respecto a la jus-
ticia premial.

La implementación de esta nueva herramienta, según 

de dominio, permitiría que aumentaran de manera nota-

tratándose de la delación de organizaciones criminales 
con múltiples bienes producto de la actividad ilícita, con 
la contraprestación de permitir al afectado conservar al-
gunos bienes de los que sea titular y en todo caso con un 
valor representativo inferior respecto a los bienes a los 
que la Fiscalía pueda extinguir el dominio como resulta-
do de esa colaboración47.

Cabe señalar que este mecanismo es aplicable para 
los particulares, afectados e interesados en la delación 
de bienes o aceptación de causal de extinción de domi-
nio sobre los propios, y está condicionado a la viabilidad 

colaboración. El esquema propuesto también prescinde 
de las destinaciones especiales en cuanto limitarían la 

que entre otros aspectos, supone la existencia de múlti-
ples clases de bienes.

9. Inclusión de un mecanismo procesal expedito 
para quienes estén interesados en la delación de bie-
nes sin que exista proceso en curso

Con el ánimo de considerar todos los escenarios posi-
bles en materia de delación de bienes, se propone incluir 
una nueva norma a la ley que contemple la opción de 
que todos los interesados en denunciar la existencia de 
bienes que se encuentren en alguna de las causales de 
extinción de dominio, puedan acceder a un proceso ex-
pedito en el cual se omita la fase probatoria y el derecho 
de oposición, de tal manera que solo con la presentación 
de la demanda de extinción de dominio el juez proceda 
a dictar sentencia.

-
guirán las reglas establecidas para la negociación patri-

47 De acuerdo con la información suministrada por la DF-
NEXT, con la vigencia de la Ley 1708 de 2014 se aplicó 
una sola vez el esquema de justicia premial. La reforma 
legal que se introduce con esta iniciativa tiene la virtud 
de aumentar en un 50% los bienes perseguidos con la 

-
guras de la delación de bienes, de justicia premial y los 
porcentajes de retribución que se proponen.
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monial por colaboración efectiva, naturalmente según 

orientada a facilitar el trámite de aquellos casos en los 
que no exista proceso en curso, pero concurra el inte-
rés de denunciar bienes en el contexto de una confesión 
previa.

10. Presunción probatoria para bienes asociados 
con grupos delictivos organizados

En esta reforma se introduce el artículo 152A me-
diante el cual se crea la presunción legal de que los bie-
nes asociados a grupos delictivos organizados se presu-
mirán incursos en alguna de las causales de extinción 
de dominio, ya sea por origen o destinación ilícita del 
bien. Esta disposición crea un procedimiento expedito 
para dictar sentencia y un trámite incidental, similar al 
que introdujo la Ley 1592 de 2012 en el procedimiento 
de justicia y paz.

Para la adecuada comprensión de esta nueva disposi-
ción, debe repararse en la naturaleza constitucional y pú-
blica de la acción de extinción de dominio que, tal como 
se ha advertido en múltiples oportunidades, versa sobre 
derechos patrimoniales. Ello implica que en la acción de 
extinción de dominio no imperan los mismos principios 
que gobiernan el proceso penal.

Al respecto la Corte Constitucional ha indicado que 
la extinción de dominio “constituye una acción autóno-
ma y directa que se origina en la adquisición de bienes 
derivados de una actividad ilícita o con grave deterioro 
de la moral social, que se ejerce independiente de cual-
quier declaración de responsabilidad penal”48. En tanto 
que no se trata de establecer la responsabilidad personal 
de un individuo o determinar la restricción de la libertad 
de una persona, no operan en este proceso las restric-
ciones y limitaciones propias del derecho penal. Esto 

obstáculos normativos que impiden las presunciones en 
el ámbito penal, para rechazar cualquier clase de presun-
ción en materia de extinción de dominio49.

En consecuencia, para evaluar la validez constitu-
cional de una presunción legal en el proceso judicial de 
extinción de dominio se deben recurrir a criterios juris-
prudenciales generales referidos a otras ramas o materias 
del derecho, diferentes al derecho punitivo. Pero en pri-
mer lugar, debemos reparar en la noción misma de pre-
sunción legal a la luz de los criterios jurisprudenciales 
establecidos por la Corte Constitucional.

10.1. La noción de presunción legal
Las presunciones en derecho suelen consistir en 

reglas extraídas de la experiencia. Es decir, son en el 
fondo situaciones que se reiteran de forma regular en 
el tiempo y que siempre producen o generan el mis-
mo resultado. La Corte Constitucional ha señalado que 
el legislador puede establecer presunciones legales en 
la medida que se observen regularidades que permitan 
inferir una conexión lógica entre dos elementos que 
pueda ser aceptada comúnmente por la mayoría de per-
sonas razonables.

Pero estas presunciones también pueden constituirse 
en ciertos casos en supuestos caprichosos que la realidad 
desmiente. De allí que las presunciones legales admitan 
prueba en contrario, encaminadas a desvirtuar la rela-

48 Corte Constitucional, Sentencia C-958 de 2014, M. P. 
Martha Victoria Sáchica Méndez.

49 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-084 de 2013, M. 
P. María Victoria Calle Correa.

ción lógica que se presume. En esto radica la diferencia 

presunciones de derechos. Al respecto el alto Tribunal 
Constitucional ha señalado que:

“Las presunciones legales (presunciones -
tum) no son otra cosa que hechos o situaciones que, en 
virtud de la ley, deben suponerse como ciertas siempre 
que se demuestren determinadas circunstancias previas 
o hechos antecedentes. En efecto, al establecer una pre-
sunción, el legislador se limita a reconocer la existencia 
de relaciones lógicamente posibles, comúnmente acep-
tadas y de usual ocurrencia, entre hechos o situaciones 

jurídicos particularmente valiosos. Ahora bien, a dife-
rencia de las llamadas presunciones de derecho (iuris et 
de iure 
legales admiten prueba en contrario”50.

Ambas clases de presunciones tienen hondas impli-
caciones procesales en tanto que invierten la carga de la 

-
tes de hechos que se presumen para derivar determina-
da consecuencia jurídica. La parte contraria asume, por 
oposición, la carga de probar que tales antecedentes no 
se cumplen para el caso concreto.

Ahora bien, lo que persigue la consagración de una 
presunción es corregir la desigualdad material que pue-
de existir entre las partes. Para una de ellas, usualmente 

circunstancias tales que si no existiese la presunción, la 
carga probatoria que le correspondería asumir es excesi-

a favor de la contraparte.
De allí que toda presunción tenga como objetivo co-

rregir un desequilibrio inicial sin generar otro más grave. 
Es decir, la presunción debe ser concebida para enmen-
dar un desequilibrio procesal sin intervenir de forma 
intensa los derechos de debido proceso y defensa de la 
parte que asume la carga de probar que la presunción no 

señalado que:
“[R]esulta evidente que el legislador no puede es-

tablecer presunciones que no obedezcan a las leyes de 

constitucionalmente valioso. Ciertamente, cuando las 
presunciones aparejan la imposición de una carga adi-
cional para una de las partes del proceso, es necesario 
que las mismas respondan, razonablemente, a los datos 
empíricos existentes y que persigan un objetivo que jus-

manera, se estaría creando una regla procesal inequi-
tativa que violaría la justicia que debe existir entre las 
partes y, en consecuencia, el derecho al debido proceso 
del sujeto afectado. // En suma, para que una presunción 
legal resulte constitucional es necesario que la misma 
aparezca como razonable –es decir, que responda a las 

constitucionalmente valioso, y que sea útil, necesaria y 
estrictamente proporcionada para alcanzar el menciona-

51.

la comprensión de las presunciones legales: i) las pre-
sunciones puede establecerse por vía legal a partir de las 

50 Corte Constitucional, Sentencia C-388 de 2000, M. P. 
Eduardo Cifuentes Muñoz.

51 Ibídem.
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leyes de la lógica y la experiencia, ii) las presunciones 
-

brio procesal inicial sin afectar los derechos fundamen-
tales del sujeto afectado. Además, iii) las presunciones 
legales para su validez deben respetar los postulados de 
razonabilidad y proporcionalidad de principios.

10.2. La presunción probatoria que establece la 
reforma respeta los criterios jurisprudenciales para 
su validez constitucional

En principio, podemos destacar que la presunción le-
gal que se crea a través de esta reforma se funda en las 
leyes de la experiencia. Los bienes asociados con grupos 
delictivos organizados se encuentran incursos en algu-
nas de las causales de extinción de dominio, por origen 

-
sunción legal obedece a la relación lógica que se puede 
establecer, por su regularidad constatada en la experien-
cia, entre los bienes asociados una organización armada 
al margen de la ley y su dedicación a actividades ilícitas. 
De allí que se instaure la presunción de que dichos bie-
nes se encuentren incursos en una causal de extinción de 
dominio.

En segundo lugar, la presunción intenta corregir el 
desequilibrio procesal que se genera entre el Estado y las 
organizaciones macrocriminales dedicadas a esconder u 
ocultar el producto de sus actividades  du-
rante muchos años de especialización y profesionaliza-
ción criminal. Esta circunstancia pone al Estado en una 
situación de desventaja al tener que demostrar la pro-
cedencia de los bienes, oculta a través de los años me-
diante maniobras de simulación y testaferrato que suelen 
ser difíciles de detectar, a raíz del desarrollo de técnicas 
ilícitas de ocultación que revisten las transacciones de 
aparente legalidad.

Así pues, la presunción que aquí se propone permite 
corregir ese desequilibrio al inferir la ilicitud del bien de 
su relación con las actividades de grupos delictivos or-
ganizados. Esto no genera ningún desequilibrio ulterior 
dado que no se afectan los derechos de terceros de buena 
fe exenta de culpa que desvirtúen el hecho presumido o 
que demuestren que el bien fue adquirido en respeto de 
los mandatos legales derivados del ordenamiento jurí-
dico colombiano. Por consiguiente, la presunción pro-
batoria no interviene el núcleo esencial de los derechos 
fundamentales de los sujetos afectados con aquella.

hace necesario llevar a cabo un juicio de proporciona-
lidad a efectos de mostrar que la presunción probatoria 

-
da, necesaria y proporcional frente al debido proceso y 
el derecho de defensa.

10.3. La proporcionalidad y razonabilidad de las 
presunciones probatoria

La Corte Constitucional, en reiteración el preceden-
te citado arriba, señaló que la posibilidad que tiene el 
legislador de incluir presunciones legales no vulnera el 

constitucionalmente válido y sean proporcionales:
“La circunstancia de que la ley prevea presunciones 

no vulnera per se el debido proceso52, pues se trata de dar 
seguridad a ciertos estados, situaciones o hechos rele-
vantes y de proteger bienes jurídicos valiosos, conforme 
a las reglas de la lógica y de la experiencia. Las presun-

52 Cfr. Sentencias C-015 de 1993, C-109 y C-540 de 1995, 
C-238 y C-622 de 1997, C-665 de 1998 [cita incluida en 
el texto].

ciones deben obedecer a la realidad empírica y perseguir 

manera razonable y proporcionada. En la medida en que 
es posible desvirtuarlas, por medio de pruebas idóneas, 
las presunciones no vulneran el debido proceso, ni el de-
recho de defensa, ni menoscaban las garantías mínimas 
de las personas afectadas por ellas”53.

La jurisprudencia constitucional exige que la presun-
ción probatoria supere un test de proporcionalidad. Por 

constitucionalmente perseguido. En este caso, la presun-
ción busca declarar la extinción de dominio de bienes 
asociados a grupos delictivos organizados por la vía más 
rápida y expedita.

-
leza constitucional de la acción de extinción de domi-
nio. El artículo 34 de la Constitución establece que los 
bienes producto de enriquecimiento ilícito, del perjuicio 
en contra del Tesoro Público o de grave deterioro de la 
moral social podrán ser extinguidos mediante sentencia 
judicial. La presunción establece que la extinción de los 
bienes de organizaciones armadas al margen de la ley se 
hará mediante sentencia judicial, después de un trámite 
que se basa en el hecho presumido de que los bienes se 
encuentran inmersos en una causal de extinción de do-
minio en virtud de su relación con el grupo armado ile-

-
titucional perseguido.

Además, la presunción es adecuada en la medida 

propuesto. En efecto, la presunción probatoria evita di-

sin menoscabar los derechos de terceros en tanto que se 
consagra la posibilidad de un trámite incidental para que 
terceros de buena fe demuestren la propiedad legítima 

Para abundar en razones, la presunción es necesaria. 

más leve los derechos de los sujetos afectados. Esta pre-
sunción se basa en los trámites breves dispuestos para 
los mismos efectos en justicia y paz: un trámite inciden-
tal sobre la base de que los bienes están relacionados con 
las actividades del grupo armado ilegal. En consecuen-
cia, no existe otra medida que afecta en menor grado de-

constitucionalmente legítimo.
Por último, la presunción probatoria es proporcio-

nal en sentido estricto en tanto que satisface en grado 
sumo un principio constitucional sin afectar gravemente 
otros derechos fundamentales. Si bien podría argumen-
tarse que la presunción probatoria genera una incidencia 
sobre los derechos de defensa y el debido proceso de 
los afectados. Esta incidencia es menor, levísima y no 
afecta el núcleo esencial de los derechos fundamentales 
en juego. Ello es así por cuanto la disposición contem-
pla la posibilidad de que el afectado pueda desvirtuar la 
presunción. La violación de los derechos se generaría en 
caso de que se le negara al afectado la opción de presen-
tar prueba en contrario para desmentir la presunción. La 
Corte Constitucional ha determinado que:

“Por supuesto, una presunción legal resultaría des-
-
-

53 Corte Constitucional, Sentencia C-512 de 2013, M. P. 
Mauricio González Cuervo.
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cando el derecho a la presunción de inocencia o consa-
grando, por ejemplo, la responsabilidad penal objetiva. 
Ciertamente, ningún objetivo, sin importar la relevancia 

-
tegral de alguno de los derechos fundamentales que la 
Carta reconoce a las personas habitantes en Colombia”54.

La presunción probatoria que aquí se establece no 
produce ninguna de las consecuencias que la Corte ha 
declarado como inválidas. No se trata de establecer un 

presunción de inocencia en la medida que la acción de 
extinción de dominio no está encaminada a establecer 
responsabilidades sino a determinar si un bien se encuen-
tra incurso o no en una causal de extinción de dominio.

En conclusión, no existe ningún reparo constitucio-
nal a la presunción probatoria que la reforma introduce 
en la Ley 1708 de 2014. Esta presunción cumple con 
todos los requisitos que la jurisprudencia constitucional 

-
ciones legales con los mandatos superiores.

10.4. Precedentes constitucionales sobre la validez 
constitucional de las presunciones probatorias

Varios precedentes de la Corte ilustran los aspectos 
anteriores en relación con otras presunciones legales. 
Así, podemos encontrar elementos de juicio en la de-
claratoria de constitucionalidad sobre la presunción de 
culpa incluida en la Ley 222 de 199555. Al evaluar esta 
presunción, el Tribunal Constitucional consideró que no 
vulneraba el derecho de defensa por cuanto es una pre-

la Corte indicó que:
“En el caso concreto, encuentra la Corte que no están 

llamados a prosperar los cargos expuestos por los ciu-
dadanos, y por lo tanto no se violan los artículos 29 de 
la Constitución y 8-2 de la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, normatividad última que como 
lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional hace 
parte del bloque de constitucionalidad , por 
cuanto siendo la presunción de culpa establecida para los 
administradores en los casos contemplados en los inci-
sos 3° y 4° del artículo 24 de la Ley 222 de 1995 de 
carácter legal, no impide el ejercicio del derecho de de-
fensa del administrador quien puede presentar la prueba 

que como lo ha reiterado la Corte, la defensa técnica se 
circunscribe únicamente al ámbito penal”56 (subrayado 
fuera de texto).

En igual sentido se pronunció la Corte Constitucional 
al estudiar a la exequibilidad de los artículos 5° y 6° de 
la Ley 678 de 2001, los cuales establecen la presunción 
de dolo y culpa grave de los agentes del Estado, en rela-
ción con la acción de repetición. En esta oportunidad la 
Corporación estableció la constitucionalidad de los artí-

atribución de responsabilidad, ni un juicio anticipado57. 
Además indicó lo siguiente:

“El que la ley permita probar en contrario lo que se 
deduce de una presunción o, lo que es lo mismo, la no 

54 Sentencia C-388 de 2000, o. p. cit.
55 -

cio, se expide un nuevo régimen de procesos concursales 
y se dictan otras disposiciones.

56 Corte Constitucional, Sentencia C-123 de 2006, M. P. 
Clara Inés Vargas Hernández.

57 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-374 de 2002, M. 
P. Clara Inés Vargas Hernández.

existencia del hecho que legalmente se presume, aunque 

la ley, obedece a que las presunciones se fundamentan 
en probabilidades que en su condición de tales no exclu-
yen la posibilidad de error. Luego, dada esa posibilidad 
de equivocación, es apenas natural que la deducción sea 
siempre desvirtuable por prueba en contrario. De esta 
forma se garantiza el derecho de defensa de la persona 
contra quien opera la presunción.

Las presunciones legales tienden a corregir la des-
igualdad material que pueda llegar a existir entre las 
partes respecto del acceso a la prueba, y a proteger a la 
parte que se encuentre en situación de indefensión o de 

quien las alega en su favor de demostrar el hecho dedu-
cido, promoviendo, de esta forma, relaciones procesales 
más equitativas y garantizando bienes jurídicos particu-
larmente importantes”58.

La Corte Constitucional mantuvo su postura al revi-
sar la constitucionalidad del artículo 118 de la Ley 1474 
de 2011, donde se establecen presunciones legales de 

esta ocasión, la Corte estableció que:
“[E]l legislador puede establecer presunciones lega-

les de dolo y de culpa en el proceso de responsabilidad 

relevantes, como son las previstas en el artículo deman-
dado y proteger bienes jurídicos valiosos como son sal-
vaguardar el patrimonio público, garantizar la transpa-
rencia y el acatamiento de los principios de moralidad 
administrativa en las operaciones relacionadas con el 
manejo y uso de los bienes y los recursos públicos, y 

lógica y con la experiencia”59.
Finalmente, vale la pena mencionar el fallo de la 

Corte Constitucional frente a la presunción de despojo 
incluida en el artículo 77 numeral 3 de la Ley 1448 de 
2011. Aunque la Corte corrige la redacción de la norma, 
es posible interpretar que la presunción es constitucional 
bajo el entendido de que se alude a los solicitantes y víc-
timas, y no a los opositores60.

En consecuencia, resulta constitucional la inclusión 
de presunciones de legalidad en la acción de extinción 
de dominio frente a los bienes propiedad de grupos de-
lictivos organizados, toda vez que estas admiten prueba 
en contrario, establecen la posibilidad de que terceros de 
buena fe puedan controvertir la pretensión de extinción, 

proporcional frente a los derechos involucrados.
Además, la presunción legal que se introduce con la 

reforma busca corregir la desigualdad material que per-
siste entre estructuras criminales organizadas detallada-
mente en función del crimen y la ocultación del producto 
o el origen de sus actividades ilícitas, y la persecución 
del Estado frente a estos aparatos dedicados tiempo 
completo a la delincuencia. Por las razones anotadas en 
precedencia, y los criterios jurisprudenciales expuestos, 

que se crea con esta reforma represente una afectación 
grave, o incluso intermedia, de los derechos al debido 
proceso y de defensa de los afectados.

58 Ibídem.
59 Corte Constitucional, Sentencia C-512 de 2013, M. P. 

Mauricio González Cuervo.
60 Cfr. Corte Constitucional, Sentencia C-715 de 2012, M. 

P. Luis Ernesto Vargas Silva.
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en extinción de dominio
La Corte Constitucional ha señalado61 que una de 

las ideas fundamentales de la soberanía de los Estados, 
es que sus jueces sean quienes impartan justicia en el 
respectivo territorio, razón por la cual en Colombia esta 
situación está regulada en la Constitución Política, la 
Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y Ley 
270 de 1996. Lo anterior implica que, en principio, solo 

demás providencias judiciales proferidas por los jueces 
de Colombia. No obstante, se admite como excepción 

jurídica que permite que sentencias u otras providencias 
judiciales proferidas por Jueces de otros países, surtan 
efectos en el país.

Ahora bien, este tipo de providencias judiciales tie-
nen en Colombia “la fuerza que les concedan los tra-
tados existentes con ese país, es decir en el amparo de 
la reciprocidad diplomática, y en su defecto, la fuerza 
que allí se reconozca a las proferidas en Colombia, esto 
es, la reciprocidad legislativa. Entonces, la reciprocidad 
diplomática tiene lugar cuando entre Colombia y el país 
de donde proviene la sentencia o providencia judicial 
objeto del exequátur se ha suscrito tratado público que 
permita igual tratamiento en este Estado extranjero a las 
sentencias emitidas por jueces colombianos, de manera 
que como contraprestación a la fuerza que estas tengan 
en aquel, las suyas vinculen en nuestro territorio (…) La 
reciprocidad legislativa ocurre cuando se reconoce efec-
tos jurídicos a las sentencias de los jueces colombianos 
por la legislación del país de donde proviene la decisión 
materia del exequátur pues igual fuerza vinculante ten-
drán las decisiones de sus jueces en Colombia”62.

En materia penal la Corte Constitucional ha estable-
cido que el exequátur “es la autorización que emite, la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
con miras a la aplicación o ejecución de una senten-

Cooperación de los diversos países en la lucha contra el 
delito, y de la vigencia del derecho interno en favor de 
todas las personas, principalmente en lo que hace a la 
inderogabilidad de los Derechos Constitucionales Fun-
damentales (…) el exequátur tiene principal operancia 
cuando se trata de la ejecución de la sentencia condena-
toria extranjera, ejecución que es posible dentro de la re-
gulación establecida por (…) el Código de Procedimien-

contra de extranjeros o de nacionales colombianos por 
adopción, e incluso por nacimiento, siempre que estos 
últimos hayan sido capturados o privados de la libertad 
en el exterior y se proponga la ejecución de la sentencia 
en Colombia”63.

Respecto del procedimiento vigente para la extinción 
-

sagrada en el artículo 212 de la Ley 1708 de 201464, 
la cual establece que la autoridad extranjera requirente, 
que pretende la ejecución en Colombia de una orden de 
decomiso, sentencia de extinción de dominio o decisión 
equivalente, debe remitir la solicitud formal junto con 

61 Corte Constitucional, Sentencia T-557 de 2001. M. P. Al-
fredo Beltrán Sierra.

62 Ministerio de Relaciones Exteriores. Concepto número 
10 de 2011.

63 Corte Constitucional, Sentencia C-541 de 1992. M. P. 
Fabio Morón Díaz.

64 “Por medio de la cual se expide el Código de Extinción 
de Dominio”.

la respectiva decisión, a la Fiscalía General de la Na-
ción directamente o a través de la vía diplomática. En 
esta medida, el Ente Investigador, tiene veinte (20) días 

los bienes, así como a los posibles afectados y terceros 
de buena fe. Vencido el plazo, la Fiscalía General debe 
remitir el asunto a la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia.

El mencionado artículo indica que si el único afectado 
es la persona contra la cual la autoridad extranjera emitió 
la sentencia, orden de decomiso o decisión equivalente, 
la Corte Suprema deberá estudiar inmediatamente si la 
providencia es ejecutable y resolverá de plano. Por el 
contrario, si hay afectados distintos a la persona contra 
la cual la autoridad extranjera emitió la sentencia, orden 
de decomiso o decisión equivalente, la Corte ordenará 

(8) días para presentar oposición. Para el efecto podrán 
solicitar la práctica de pruebas. Por su parte, la Corte Su-
prema de Justicia tiene veinte (20) días para practicar las 
pruebas. Una vez practicadas, cerrará el trámite y emitirá 
sentencia contra la cual no procede recurso alguno.

De lo anteriormente señalado se extrae que el proce-
dimiento contemplado en la Ley 1708 de 2014, genera 
demoras innecesarias, pues implica la necesidad de ade-
lantar un nuevo proceso al interior de Colombia, a pesar 
que una autoridad judicial extranjera ya surtió el proceso 

Ahora bien, la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 
la que hace parte Colombia a través de la Ley 800 de 
200365

de decomiso66. La norma prevé que los Estados Par-

65 “por medio de la cual se aprueban la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y 
sancionar la Trata de Personas, especialmente mujeres y 
niños, que complementa la Convención de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacio-
nal, adoptados por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el quince (15) de noviembre de dos mil (2000)”.

66 -
comiso

 1. Los Estados Parte que reciban una solicitud de otro 
Estado Parte que tenga jurisdicción para conocer de un 
delito comprendido en la presente Convención con miras 
al decomiso del producto del delito, los bienes, el equipo 
u otros instrumentos mencionados en el párrafo 1° del 
artículo 12 de la presente Convención que se encuen-
tren en su territorio deberán, en la mayor medida en que 
lo permita su ordenamiento jurídico interno: a) Remitir 
la solicitud a sus autoridades competentes para obtener 
una orden de decomiso a la que, en caso de conceder-
se, darán cumplimiento; o b) Presentar a sus autoridades 

grado solicitado, la orden de decomiso expedida por un 
tribunal situado en el territorio del Estado Parte requi-
rente de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1° 
del artículo 12 de la presente Convención en la medida 
en que guarde relación con el producto del delito, los 
bienes, el equipo u otros instrumentos mencionados en el 
párrafo 1° del artículo 12 que se encuentren en el territo-
rio del Estado Parte requerido. 2. A raíz de una solicitud 
presentada por otro Estado Parte que tenga jurisdicción 
para conocer de un delito comprendido en la presente 
Convención, el Estado Parte requerido adoptará medi-

embargo preventivo o la incautación del producto del 
delito, los bienes, el equipo u otros instrumentos men-
cionados en el párrafo 1° del artículo 12 de la presen-
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te que reciban una solicitud de otro Estado Parte con 
miras al decomiso de productos del delito, así como 
de los bienes, equipo u otros instrumentos utilizados 
o destinados a ser utilizados en la comisión de los de-
litos, deberán darle cumplimiento a la solicitud en la 
mayor medida que lo permita su ordenamiento jurídico 
interno. De igual forma, la Convención exhorta a los 

internacional. 
Lo expuesto permite proponer una reforma al actual 

procedimiento de exequátur para la ejecución de una 
orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio 
o decisión equivalente, pues resulta indispensable sim-

-
plimiento a los compromisos internacionales asumidos 
por el Estado Colombiano a través de los tratados y 
convenios celebrados con organizaciones internaciona-

de la aplicación de exequátur en materia de extinción de 
dominio.

te Convención con miras a su eventual decomiso, que 
habrá de ordenar el Estado Parte requirente o, en caso 
de que medie una solicitud presentada con arreglo al pá-
rrafo 1° del presente artículo, el Estado Parte requerido. 
3. Las disposiciones del artículo 18 de la presente Con-
vención serán aplicables al presente ar-
tículo. Además de la información indicada en el párrafo 
15 del artículo 18, las solicitudes presentadas de confor-
midad con el presente artículo contendrán lo siguiente: 
a) Cuando se trate de una solicitud relativa al apartado 
a) del párrafo 1° del presente artículo, una descripción 
de los bienes susceptibles de decomiso y una exposición 
de los hechos en que se basa la solicitud del Estado Par-

que el Estado Parte requerido pueda tramitar la orden 
con arreglo a su derecho interno; b) Cuando se trate de 
una solicitud relativa al apartado b) del párrafo 1° del 
presente artículo, una copia admisible en derecho de la 
orden de decomiso expedida por el Estado Parte requi-
rente en la que se basa la solicitud, una exposición de 
los hechos y la información que proceda sobre el grado 
de ejecución que se solicita dar a la orden; c) Cuando se 
trate de una solicitud relativa al párrafo 2 del presente 
artículo, una exposición de los hechos en que se basa el 
Estado Parte requirente y una descripción de las medi-
das solicitadas. 4. El Estado Parte requerido adoptará las 
decisiones o medidas previstas en los párrafos 1 y 2 del 
presente artículo conforme y con sujeción a lo dispuesto 
en su derecho interno y en sus reglas de procedimiento 
o en los tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o mul-
tilaterales por los que pudiera estar vinculado al Estado 
Parte requirente. 5. Cada Estado Parte proporcionará al 
Secretario General de las Naciones Unidas una copia de 
sus leyes y reglamentos destinados a dar aplicación al 
presente artículo y de cualquier enmienda ulterior que 
se haga a tales leyes y reglamentos o una descripción de 
esta. 6. Si un Estado Parte opta por supeditar la adopción 
de las medidas mencionadas en los párrafos 1° y 2° del 
presente artículo a la existencia de un tratado pertinen-
te, ese Estado Parte considerará la presente Convención 

-
plir ese requisito.

 7. Los Estados Parte podrán denegar la cooperación so-
licitada con arreglo al presente artículo si el delito al que 

presente Convención.
 8. Las disposiciones del presente artículo no se interpre-

tarán en perjuicio de los derechos de terceros de buena 
fe.

 9. Los Estados Parte considerarán la posibilidad de cele-
brar tratados, acuerdos o arreglos bilaterales o multilate-

internacional prestada con arreglo al presente artículo”.

Por tanto, la reforma pretende ajustar el trámite del 
exequátur y adecuarlo a su objetivo, esto es, a la eje-
cución de la providencia, sin necesidad de adelantar un 
procedimiento tan complejo como el actual. 

12. Constitución de pólizas para la defensa de 

La constitución de pólizas para la adecuada defensa 
-

ción de dominio, encuentra fundamento en el ordena-
miento superior, integrado por los tratados y convenios 

-
cen derechos fundamentales y por la Constitución Po-
lítica.

De esa forma, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos prescribe en el artículo 1167 que toda persona 
acusada de un delito tiene entre otros, el derecho a que se 
le aseguren todas las garantías necesarias para su defen-
sa. En similar sentido, la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos reconoce en el artículo 8°68, como 
una garantía judicial, el derecho del inculpado a ser asis-
tido por un defensor de su elección o uno proporcionado 
por el Estado.

Por otra parte, el artículo 29 de la Constitución Políti-
ca de 1991 consagra el derecho al debido proceso, como 
un grupo de garantías procesales aplicables a toda clase 
de procesos administrativos y judiciales.

Uno de los elementos esenciales de este derecho 
fundamental, consiste en el derecho de defensa69, como 
la prerrogativa que tiene toda persona contra la cual se 
adelanta una investigación o juzgamiento, de: i) ser oída 
en el proceso, ii) presentar recursos, y iii) solicitar y 
presentar pruebas para defender su posición, así como 
controvertir aquellas que lo afecten. Para el efecto, resul-
ta indispensable contar con un abogado defensor de su 

adecuada.

67 El artículo mencionado establece: “Toda persona acusa-
da de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia 
mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley 
y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas 
las garantías necesarias para su defensa.

 Nadie será condenado por actos u omisiones que en el 
momento de cometerse no fueron delictivos según el 
Derecho nacional o internacional. Tampoco se impondrá 
pena más grave que la aplicable en el momento de la 
comisión del delito”.

68 “Artículo 8°.  1. Toda persona 
tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, establecido con 
anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier 
acusación penal formulada contra ella, o para la deter-
minación de sus derechos y obligaciones de orden civil, 

-
sona inculpada de delito tiene derecho a que se presu-
ma su inocencia mientras no se establezca legalmente 
su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías 
mínimas: (…) d) derecho del inculpado de defenderse 
personalmente o de ser asistido por un defensor de su 
elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor (…)”.

69 Así lo ha reconocido la jurisprudencia constitucional, en-
tre otras en las Sentencias C-980 de 2010, M. P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo; T-957 de 2011, M. P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo; C-034 de 2014, M. P. María 
Victoria Calle Correa; C-341 de 2014, M. P. Luis Ernesto 
Vargas Silva y T-051 de 2016, M. P. Gabriel Eduardo 
Mendoza Martelo.
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En otro sentido, correlativo al derecho al debido pro-
-

tividad de los derechos consagrados en la Constitución, 
proteger a todas las personas residentes en Colombia, en 
su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y li-
bertades70. Adicionalmente, el Estado tiene el deber de 
reconocer la primacía de los derechos inalienables de las 
personas71, lo cual incluye el derecho a la defensa como 
parte de las garantías que integran el debido proceso.

De esta forma, los instrumentos internacionales y la 
Carta Fundamental reconocen el derecho a la defensa, 
con el propósito de preservar el valor material de la jus-
ticia y de la presunción de inocencia. Ahora bien, el de-
recho de a la defensa se predica de todas las actuaciones 
judiciales y administrativas, pero adquiere un carácter 
especial en el marco de procesos sancionatorios, como 
los disciplinarios y penales.

De esta forma, la constitución de pólizas para la ade-

acción de extinción de dominio, tal y como lo expresa la 
literalidad de la norma propuesta, busca garantizar el de-
bido proceso y la adecuada representación de los jueces 

instancias disciplinarias o penales, siempre y cuando la 
presunta falta disciplinaria o delito se relaciones directa-
mente con la actividad de investigación en los procesos 
de extinción de dominio.

Esta estrategia institucional, no solo pretende garan-
tizar los derechos y garantías constitucionales de las que 

de extinción de dominio, sino que también repercute en 
-

ción de dominio asignada a la Fiscalía General de la Na-
ción, toda vez que si el funcionario judicial cuenta con 
respaldo institucional para defenderse frente a quejas y 
denuncias instauradas en su contra, cumplirá con mayor 
tranquilidad su función de investigar estas conductas 
contrarias a derecho.

Refuerza lo antes descrito, la Sentencia C-044 de 
2015 de la Corte Constitucional, a través de la cual se 
analizó la Constitucionalidad de la prestación del servi-
cio de defensoría técnica y especializada para integrantes 
de la fuerza pública establecida en la Ley 1698 de 201. 
En el mencionado fallo se indicó que dicha “prestación 
con cargo a recursos públicos del servicio de defensa 
técnica para los integrantes de la fuerza pública, prevista 
en las normas demandadas, no queda comprendida den-
tro de las hipótesis de auxilio o donación prohibidas por 
el artículo 355 superior.

Ello por cuanto los integrantes de la fuerza pública 
en ejercicio de su misión constitucional desarrollan una 
actividad peligrosa y, por tanto, el Estado está obligado, 
por el principio de correspondencia, a garantizar su de-
fensa técnica, teniendo en cuenta que hay un ejercicio 
legítimo de la fuerza, en la tarea que desarrollan”72.

procesos de extinción de dominio, pueden ser sujetos de 

del ejercicio de sus funciones, razón por la cual se debe 
garantizar su defensa técnica, teniendo en el principio de 
correspondencia.

70 Artículo 2° de la Constitución Política.
71 Artículo 5° de la Constitución Política.
72 Corte Constitucional, Sentencia C-044 de 2015. M. P. 

María Victoria Calle.

de extinción de dominio y el auto que avoca conoci-
miento del juicio, constituyen formas de armonizar 
este procedimiento con la naturaleza de las acciones 
patrimoniales

-
jación provisional de la pretensión de extinción de domi-

-
nominación de algunas instituciones procesales en extin-
ción de dominio. Se trata del llamado requerimiento de 

auto que avoca conocimiento del juicio que es proferido 
por el juez de conocimiento. En el primer caso la suge-
rencia en el proyecto de reforma legal busca armonizar 

-

acción de extinción de dominio. Es decir, con una forma 
de proceso en la cual la Fiscalía actúa como demandan-
te, apoyada en un acervo probatorio, y con una petición 

considera que la denominación apropiada para esa insti-
tución es la de 

En cuanto al segundo caso, esto es, el auto que avoca 
conocimiento del juicio proferido por el juez de conoci-
miento, es evidente que si se busca armonizar el trámite 
en extinción de dominio con ordenamientos más concor-
dantes como el previsto en el código general del proceso, 
lo más lógico es considerar este acto en un contexto de 

procesal como .
14. Reforma a la naturaleza y representación legal 

del Fondo Especial para la Administración de Bienes 
de la Fiscalía General de la Nación

En la reforma propuesta a la Ley 1708 de 2014, 
Código de Extinción de Dominio, se propone una mo-

La primera corresponde a dotar de personería jurídica 
y autonomía administrativa al Fondo Especial para la 
Administración de Bienes de la Fiscalía General de la 
Nación. La segunda consiste en el nombramiento de un 
funcionario para gerenciar este Fondo, nombrado por 
el Fiscal General de la Nación de la planta de personal 
existente en la entidad.

posibilidad de continuar manteniendo el carácter espe-
cial del Fondo con personería jurídica. Este interrogante 
tiene sentido en tanto que el artículo 30 del Decreto 111 

términos:
“Artículo 30. Constituyen fondos especiales en el 

los pertenecientes a fondos sin personería jurídica crea-
dos por el legislador (Ley 225 de 1995, artículo 27)73”.

-

segunda se trata de aquellos fondos sin personería jurídi-

73 Ley 225 de 1995. “Artículo 27. Constituyen fondos espe-

así como los pertenecientes a fondos sin personería jurí-
dica creados por el legislador”.
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ca creados por el legislador. Esta última posibilidad fue 
declarada constitucional por la Corte Constitucional al 
considerar que no afectaba ni se imponía ninguna renta 

-
des de fondos especiales:

“La norma demandada, artículo 30 del Decreto 111 

-
nidos en la ley para la prestación de un servicio público 

personería jurídica creados por el legislador.
El artículo demandado no crea, menciona ni afecta 

algún impuesto en particular sino que se limita a señalar 
genéricamente qué es lo que constituye un fondo espe-

este orden de ideas, el artículo 30 del Decreto 111 de 
1996 no consagra ni afecta renta tributaria alguna, cir-
cunstancia que, de acuerdo con la jurisprudencia de esta 
Corporación, excluye la posibilidad de vulneración del 
artículo 359 de la Carta Política en cuanto una norma 
legal no incurre en la prohibición de rentas nacionales 

determinada, de carácter tributario”74.
En este marco normativo habría dos posibilidades 

de la Fiscalía. O se considera que los ingresos están des-
tinados para la prestación de un servicio público especí-

otorgarle personería jurídica y autonomía administrativa 
al Fondo de Bienes de la Fiscalía, nos queda una sola 
posibilidad: que los ingresos de este fondo se conside-
ren destinados para la prestación de un servicio público 

como ocurre actualmente.
14.1. La administración de justicia como un ser-

vicio público esencial
El artículo 125 de la Ley 270 de 1996 señala que la 

administración de justicia es un servicio público esen-
cial. La Corte Constitucional ha precisado los criterios 
jurisprudenciales que deben ser tenidos cuenta a la hora 

criterios son los siguientes:
“(i) El carácter esencial de un servicio público se 

predica, cuando las actividades que lo conforman con-
tribuyen de modo directo y concreto a la protección de 
bienes o a la satisfacción de intereses o a la realización 
de valores, ligados con el respeto, vigencia, ejercicio y 
efectividad de los derechos y libertades fundamentales.

(ii) La esencialidad del servicio no debe considerarse 
exclusivamente por el servicio mismo, esto es, por su 
naturaleza intrínseca, ni por la importancia de la activi-
dad industrial, comercial o prestacional en la economía 
global del país y consecuentemente en relación con la 
magnitud del perjuicio que para esta representa su inte-
rrupción por la huelga. En este sentido, la Corte Consti-
tucional ha acogido el criterio de la Organización Inter-
nacional del trabajo para la determinación del contenido 
esencial del servicio público de acuerdo con el cual es 
fundamental analizar si la interrupción del mismo pueda 
poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de la 
persona en toda o parte de la población.

74 Corte Constitucional, Sentencia C-009 de 2002, M. P. 
Jaime Córdoba Triviño.

(iii) El concepto de servicios públicos esenciales ne-
cesariamente comporta una ponderación de valores e in-
tereses que se suscita entre los trabajadores que invocan 

pueden imponer a los usuarios de los servicios.
(iv) El concepto de servicio público ha sido objeto 

de un permanente desarrollo ligado a la constante evo-
lución de la situación política, económica y social del 
mismo Estado.

Por lo anterior, la determinación de si un servicio 
público es esencial debe tener en cuenta los siguientes 
factores: si contribuye de modo directo y concreto al 
respeto, vigencia, ejercicio y efectividad de los derechos 
y libertades fundamentales; si su interrupción puede 
ocasionar grave perjuicio a una parte de la población; si 
prevalecen los derechos garantizados mediante la presta-
ción del servicio sobre el ejercicio del derecho de huelga 
en el caso concreto; y la situación política económica y 
social del Estado”75.

La administración de justicia está considerada por 
ley como un servicio público esencial y se cumplen los 
criterios conceptuales para determinar la esencialidad de 
un servicio en la medida que a través de este servicio se 

de un orden justo y la garantía de los derechos funda-
mentales.

satisfacción y protección de intereses o bienes jurídica-
mente válidos, la realización de valores constitucionales 

el marco de un Estado Constitucional. Por consiguiente, 
ante la posibilidad de interrumpir el servicio, deben pre-
valecer los derechos garantizados por la prestación del 
servicio de la administración de justicia. Esta caracterís-
tica ha sido denominada el principio de continuidad de la 
jurisdicción que en palabras del Tribunal Constitucional 
implica que:

“Bajo este contexto, el artículo 228 de la Carta Fun-
damental obliga a que el ejercicio de la función pública 
de administrar justicia y, por lo mismo, las distintas ac-
tuaciones que sean indispensables para cumplir con su 

deben ajustarse al principio de continuidad, es decir, 
exigen de los funcionarios vinculados a la Rama Judicial 
la obligación de prestar el servicio de justicia en forma 
permanente y regular, sin interrupciones en el tiempo ni 
en el espacio, salvo las excepciones que establezca la 
ley. […]

Esa obligación de mantener la permanencia de la ju-
risdicción como medio preponderante dentro del Estado 

esenciales que le competen a dicha organización política 
(artículo 2° Superior), reclama, adicionalmente, la adop-
ción de otras medidas por parte del Constituyente y del 
legislador, en aras de velar por la efectiva continuidad en 
su prestación.

Es por eso que, entre otras, la Ley 270 de 1996 de-

, pues bajo dicha denominación jurídi-
ca se prohíbe la realización de cualquier tipo de huelgas 
o suspensiones colectivas del trabajo que conlleven la 

75 Corte Constitucional, Sentencia C-122 de 2012, M. P. 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
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cesación de su prestación continua y permanente (artícu-
lo 56 Superior)76

Nótese cómo el principio de continuidad de la juris-
dicción, cuyo origen se encuentra en el reconocimiento 
de la Administración de justicia como servicio público 
esencial, conduce a determinar que cualquier cese de 
actividades o suspensión del trabajo resulta contrario al 
ordenamiento constitucional y, por lo mismo, no tiene 
ninguna fuerza vinculante ni para los sujetos procesales, 
ni para los funcionarios judiciales que se abstengan de 
participar en dichas jornadas de protesta, ni para la co-
munidad en general”77.

En consecuencia, es claro que la administración de 
justicia es un servicio público esencial. Con ello se en-
tiende que todos los funcionarios y entidades adscritos 
a la Rama Judicial prestan un servicio público esencial, 
incluyendo la Fiscalía General de la Nación que al tenor 
del artículo 249 Superior hace parte de esta rama del po-
der público con autonomía administrativa y presupues-
tal. Una sola conclusión se impone: la Fiscalía General 
es una entidad que presta el servicio público esencial de 
la administración de justicia.

15. Destinación de los recursos del Fondo de Bie-
nes de la Fiscalía General de la Nación para la pres-
tación del servicio público esencial de la administra-
ción de justicia

El artículo 10 de la Ley 1615 de 2013 establece las 
destinaciones especiales de los recursos recaudados por 
el Fondo de Bienes de la Fiscalía. Para ello establece la 
siguiente relación:

la administración y mantenimiento de los bienes a que 
hace referencia el artículo 4° de la presente ley.

el cumplimiento de las funciones legales y reglamenta-
rias del Fondo Especial para la Administración de bienes 
de la Fiscalía General de la Nación, entre ellas, eventua-
les indemnizaciones o devoluciones de bienes sobre los 

3. Sin perjuicio de lo antes señalado, el Fondo Es-
pecial para la Administración de Bienes de la Fiscalía 
General de la Nación destinará recursos para apoyar a 
la Fiscalía General de la Nación en proyectos de inver-
sión, tales como infraestructura, tecnología, mobiliario 
entre otros, de acuerdo con lo establecido en las Leyes 
Generales que regulan la materia, la presente ley y la 
reglamentación que para el efecto se expida”.

Nótese que los recursos del Fondo de Bienes están 
destinados en principio para los gastos de administra-
ción del Fondo mismo que hace parte de la Fiscalía y 

para el mejoramiento de su infraestructura, tecnología, 
mobiliario o cualquier otro proyecto encaminado a la 

de administración de justicia para la satisfacción de este 
derecho fundamental de los ciudadanos.

-
ción propuesta el Fondo de Bienes no pierde su carácter 
especial en cuanto que los ingresos recaudados por el 
Fondo están destinados al mejoramiento de un servicio 
público esencial como es la administración de justicia, 

76 Corte Constitucional, Sentencia C-670 de 2001. M. P. 
Manuel José Cepeda Espinosa.

77 Corte Constitucional, Sentencia T-1165 de 2003. M. P. 
Rodrigo Escobar Gil.

cuya prestación se encuentra en cabeza de la Rama Ju-
dicial del poder público de la cual hace parte la Fiscalía 
General de la Nación.

16. La facultad constitucional del Fiscal General 
de la Nación para presentar la presente iniciativa le-
gislativa

El presente articulado tiene una conexión concreta 
con la política criminal del Estado, porque busca hacer 

-
nes de organizaciones macrocriminales y, en general, 
cualquier bien producto, destinado o utilizado para la 
realización de actividades ilícitas.

La Constitución Política de 1991 atribuyó en su ar-
tículo 25178 la facultad explícita al Fiscal General de 
la Nación para presentar iniciativas legislativas que 

-
lítica criminal. Esta disposición superior preceptúa lo 
siguiente:

“Son funciones especiales del Fiscal General de la 
Nación: (…)

4. Participar en el diseño de la política del Estado 
en materia criminal y presentar proyectos de ley al 
respecto”79 (negrilla fuera del texto).

La Corte Constitucional ha establecido que la ini-
ciativa legislativa que la Constitución Política radicó 
en cabeza del Fiscal General de la Nación es amplia80 

ese funcionario ocupa dentro de la Entidad que lidera81. 
Esta posición, indudablemente, “le otorga una perspecti-

de la política [criminal] estatal”82.
El presente proyecto de ley constituye una propuesta 

normativa relacionada con la estructuración y la ejecu-
ción de la política criminal del Estado y, por lo tanto, se 
instituye en una manifestación de la iniciativa legislativa 
que constitucionalmente ha sido asignada al Fiscal Ge-
neral de la Nación.

78 ° del Acto 
Legislativo número 003 de 2002.

79 Numeral 4 del artículo 251 de la Constitución Política de 
1991.

80 Al respecto, el Tribunal Constitucional indicó que “la ini-
ciativa legislativa del Fiscal es más amplia que la del De-
fensor del Pueblo (artículo 282 num. 6) y el Procurador 
General de la Nación (artículo 278 num. 3) cuyo ámbito 
de iniciativa legislativa está referido a las ‘materias rela-
tivas a su competencia’ (…)”. Corte Constitucional, Sen-
tencia 646 de 2001, M. P. Manuel José Cepeda Espinosa.

81 De conformidad con el numeral 3 del artículo 251 de la 
Constitución Política, el Fiscal General de la Nación tie-
ne la función de “determinar el criterio y la posición que 
la Fiscalía deba asumir, sin perjuicio de la autonomía de 

-
dos por la ley”, de acuerdo a los principios de unidad de 
gestión y jerarquía.

82 Corte Constitucional, Sentencia 646 de 2001, M. P. Ma-
nuel José Cepeda Espinosa.
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ARTICULADO PROPUESTO PARA LA ADICIÓN Y MODIFICACIÓN  
DE LA LEY 1708 DE 2014 – TABLA COMPARATIVA

NORMA ACTUAL PROPUESTA DE MODIFICACIÓN O INCLUSIÓN
Artículo 1°. Modifíquese la expresión “real(es)” por 
“patrimonial(es)” en los artículos 8°, 17, 30 numerales 1 y 4, 
83 numeral 3, 88 parágrafo 1°, 152 inciso 2°, y 212 numeral 5”.

Artículo 10. . Durante la fase inicial la actuación 
será reservada, incluso para los sujetos procesales e intervi-
nientes.

-
ción está sometida a reserva frente a terceros, pero podrá ser 
conocida por los sujetos procesales y por los intervinientes, 
con las excepciones previstas en esta ley. El juicio de extin-
ción de dominio es público.
Cuando la Procuraduría General de la Nación, el Consejo Su-
perior de la Judicatura o alguna autoridad judicial no penal 
requiera información acerca de un trámite de extinción de 
dominio sometido a reserva, o trasladar medios de prueba, 
así lo solicitará al Fiscal que tenga asignado el conocimiento 
de la actuación. En cada caso, el Fiscal correspondiente eva-
luará la solicitud y determinará qué medios de prueba puede 
entregar, sin afectar la investigación ni poner en riesgo el éxi-
to de la misma.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 10. Durante la fase inicial la actuación 
será reservada, incluso para los sujetos procesales e intervi-
nientes. El juicio de extinción de dominio es público.

Cuando la Procuraduría General de la Nación, el Consejo Su-
perior de la Judicatura o alguna autoridad judicial no penal 
requiera información acerca de un trámite de extinción de 
dominio sometido a reserva, o trasladar medios de prueba, 
así lo solicitará al Fiscal que tenga asignado el conocimiento 
de la actuación. En cada caso, el Fiscal correspondiente eva-
luará la solicitud y determinará qué medios de prueba puede 
entregar, sin afectar la investigación ni poner en riesgo el éxi-
to de la misma”.

Artículo 13.  Además de todas las ga-
rantías expresamente previstas en esta ley, el afectado tendrá 
también los siguientes derechos:
1. Tener acceso al proceso, directamente o a través de la asis-
tencia y representación de un abogado, desde la comunica-

o desde la materialización de las medidas cautelares, única-
mente en lo relacionado con ellas.
2. Conocer los hechos y fundamentos que sustentan la preten-
sión de extinción de dominio, expuestos en términos claros 
y comprensibles, en las oportunidades previstas en esta ley.

3. Oponerse a la pretensión del Estado de extinguir el dere-
cho de dominio.
4. Presentar, solicitar y participar en la práctica de pruebas.
5. Probar el origen legítimo de su patrimonio y de los bienes 
cuyo título se discute, así como la licitud de su destinación.
6. Probar que los bienes de que se trata no se encuentran en 
las causales de procedencia para la extinción de dominio.
7. Probar que respecto de su patrimonio, o de los bienes que 

-
ducido una decisión favorable que deba ser reconocida como 
cosa juzgada dentro de un proceso de extinción de dominio, 
por identidad respecto a los sujetos, al objeto y a la causa.
8. Controvertir las pretensiones que se estén haciendo valer 
en contra de los bienes.
9. Renunciar al debate probatorio y optar por una sentencia 
anticipada de extinción de dominio.
10. Realizar cualquier otro tipo de acto procesal en defensa 
de sus derechos.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 13. Además de todas las 
garantías expresamente previstas en esta ley, el afectado ten-
drá también los siguientes derechos:
1. Tener acceso al proceso, directamente o a través de la asis-

del auto admisorio de la demanda de extinción de dominio, 
o desde la materialización de las medidas cautelares, única-
mente en lo relacionado con ellas.
2. Conocer los hechos y fundamentos que sustentan la de-
manda de extinción de derecho de dominio, expuestos en tér-
minos claros y comprensibles, en las oportunidades previstas 
en esta ley.
3. Oponerse a la demanda de extinción de derecho de dominio.

4. Presentar, solicitar y participar en la práctica de pruebas.
5. Probar el origen legítimo de su patrimonio y de los bienes 
cuyo título se discute, así como la licitud de su destinación.
6. Probar que los bienes de que se trata no se encuentran en 
las causales de procedencia para la extinción de dominio.
7. Probar que respecto de su patrimonio, o de los bienes que 

-
ducido una decisión favorable que deba ser reconocida como 
cosa juzgada dentro de un proceso de extinción de dominio, 
por identidad respecto a los sujetos, al objeto y a la causa.
8. Controvertir las pretensiones que se estén haciendo valer 
en contra de los bienes.
9. Renunciar al debate probatorio y optar por una sentencia 
anticipada de extinción de dominio.
10. Realizar cualquier otro tipo de acto procesal en defensa 
de sus derechos”.

Artículo 26. . (…)

2. En la fase inicial, las técnicas de indagación e investiga-
ción y los actos especiales de investigación como la intercep-
tación de comunicaciones, los allanamientos y registros, la 
búsqueda selectiva en bases de datos, las entregas vigiladas, 
la vigilancia y seguimiento de personas, la vigilancia de co-
sas, la recuperación de información dejada al navegar por 
Internet y las operaciones encubiertas se aplicarán los proce-
dimientos previstos en la Ley 906 de 2004, así como en todo 
aquello que no sea compatible con el procedimiento previsto 
en este Código.

Artículo 4°. Modifíquese el numeral 2 del artículo 26 de la 
Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:
“1. En fase inicial, el procedimiento, control de legalidad, 
régimen probatorio y facultades correccionales de los funcio-
narios judiciales, se atenderán las reglas previstas en el Códi-
go de Procedimiento Penal contenido en la Ley 600 de 2000.
2. En la fase inicial, las técnicas de indagación e investiga-
ción y los actos especiales de investigación como la intercep-
tación de comunicaciones, los allanamientos y registros, la 
búsqueda selectiva en bases de datos, las entregas vigiladas, 
la vigilancia y seguimiento de personas, la vigilancia de co-
sas, la recuperación de información dejada al navegar por 
Internet y las operaciones encubiertas se aplicarán los proce-
dimientos previstos en la Ley 906 de 2004.
En las actuaciones relacionadas con medidas cautelares se 
aplicarán en lo pertinente las reglas previstas en el Código 
General del Proceso”.
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NORMA ACTUAL PROPUESTA DE MODIFICACIÓN O INCLUSIÓN

Artículo 31. El Ministerio Público actua-
rá en el trámite de extinción de dominio en defensa del orden 
jurídico, del patrimonio público y los derechos y garantías 

provisional de la pretensión con las mismas facultades de los 
sujetos procesales, y será ejercido por el Procurador General 
de la Nación por medio de sus delegados y agentes.
También corresponde al Ministerio Público velar por el res-
peto de los derechos de los afectados determinados que no 
comparecieren y de los indeterminados.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 31 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 31. El Ministerio Público po-
drá intervenir como sujeto procesal a partir de la presentación 

con las mismas facultades de los demás sujetos procesales, 
y será ejercido por el Procurador General de la Nación por 
medio de sus delegados y agentes.

También corresponde al Ministerio Público velar por el res-
peto de los derechos de los afectados determinados que no 
comparecieren y de los indeterminados”.

Artículo 32.  El Minis-
terio de Justicia y del Derecho actuará en el trámite de extin-
ción de dominio en defensa del interés jurídico de la Nación 
y representación del ente responsable de la administración 
de los bienes afectados en el curso del procedimiento. Este 

-
tensión y tendrá la facultad de presentar las solicitudes y los 
recursos que estime necesarios en procura de los intereses 
del Estado.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 32.  El Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho actuará en el trámite 
de extinción de dominio en defensa del interés jurídico 
de la Nación y representación del ente responsable de la 
administración de los bienes afectados en el curso del pro-
cedimiento. Este podrá intervenir a partir de la presenta-
ción de la demanda de extinción de dominio por parte del 

y tendrá la facultad de presentar las solicitudes y los 
recursos que estime necesarios en procura de los intereses 
del Estado”.

“Artículo 33. La adminis-
tración de justicia en materia de extinción de dominio, duran-
te la etapa del juicio, se ejerce de manera permanente por la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, las 
salas de extinción de dominio de los Tribunales Superiores 
de Distrito Judicial y por los Jueces del Circuito especializa-
dos en extinción de dominio.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 33. La adminis-
tración de justicia en materia de extinción de dominio, duran-
te la etapa del juicio, se ejerce de manera permanente por la 
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, las 
salas de extinción de dominio de los Tribunales Superiores 
de Distrito Judicial y por los Jueces del Circuito especializa-
dos en extinción de dominio.
Parágrafo 1°. El control de los actos de investigación que 
afecten derechos fundamentales será competencia de los jue-
ces de control de garantías.
Parágrafo 2°. El control de legalidad sobre las medidas cau-
telares que se decreten por parte del 
de los jueces del circuito especializados en extinción de do-
minio”.

Artículo 35. 
Corresponde a los Jueces del Circuito Especializados en Ex-
tinción de Dominio del distrito judicial donde se encuentren 
los bienes, asumir el juzgamiento y emitir el correspondiente 
fallo. Ante la falta de Jueces de Extinción de Dominio cono-
cerán del juicio, los Jueces Penales del Circuito Especiali-
zados.
Cuando haya bienes en distintos distritos judiciales, será 
competente el juez del distrito que cuente con el mayor nú-
mero de Jueces de Extinción de Dominio, o en su defecto, el 
mayor número de Jueces Penales del Circuito Especializado. 

provisional de la pretensión no alterará la competencia.

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
tendrá competencia para el juzgamiento en única instancia de 
la extinción de dominio de los bienes cuya titularidad recaiga 
en un agente diplomático debidamente acreditado, indepen-
dientemente de su lugar de ubicación en el territorio nacional.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 35 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 35. 
Corresponde a los Jueces del Circuito Especializados en Ex-
tinción de Dominio del distrito judicial donde se encuentren 
los bienes, asumir el juzgamiento y emitir el correspondiente 
fallo.

Cuando haya bienes en distintos distritos judiciales, será 
competente el juez del distrito que cuente con el mayor nú-
mero de jueces de extinción de dominio.
Cuando exista el mismo número de jueces de extinción de 
dominio en distintos distritos judiciales se aplicará lo previs-
to en el artículo 28 numeral 7 del Código General del Pro-
ceso. La aparición de bienes en otros lugares después de la 
demanda de extinción de dominio no alterará la competencia.
Si hay bienes que se encuentran en su totalidad en territorio 
extranjero, serán competentes en primera instancia los Jueces 
del Circuito Especializados en Extinción de Dominio del dis-
trito judicial de Bogotá.
La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia 
tendrá competencia para el juzgamiento en única instancia 
de la extinción de dominio de los bienes cuya titularidad re-
caiga en un agente diplomático debidamente acreditado, in-
dependientemente de su lugar de ubicación en el territorio 
nacional”.

Artículo 52. Durante la etapa de juicio, las de-

por edicto o por conducta concluyente.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 52 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 52. Durante la etapa del juicio, 
las decisiones judiciales se notificarán personalmente, 
por estado, por edicto, por aviso o por conducta conclu-
yente”.
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NORMA ACTUAL PROPUESTA DE MODIFICACIÓN O INCLUSIÓN

Artículo 53. -
yendo integralmente la providencia a la persona o permitien-
do que esta lo haga. Para ello el funcionario librará citación 

de que la persona comparezca a la Secretaría dentro de los 
cinco (5) días siguientes al recibo de la citación. Vencido el 
término anterior sin que la persona hubiere comparecido, se 

-
bidamente acreditado para ello. El auto que avoca conoci-
miento del juicio de extinción de dominio, el de admisión de 
la demanda de revisión y la sentencia serán las únicas provi-

-
dimiento previsto en esta ley.

Artículo 10. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 53. -
yendo integralmente la providencia a la persona o permitien-
do que esta lo haga. Para ello el funcionario librará citación 
en los términos del artículo 47 de la presente ley. En caso de 
que la citación se efectúe por comunicación escrita enviada 
a través de una empresa de correos o servicio postal autori-
zado, esta hará constar la fecha de recibo de la comunicación 
o, en su defecto, la inexistencia o irregularidad con la direc-
ción de destino. En estos últimos casos se procederá con el 
emplazamiento en los términos del artículo 140 de esta ley.

-
sen a recibir la comunicación, la empresa de correos o servi-
cio postal autorizado la dejará en el lugar y emitirá constan-
cia de ello. Para todos los efectos legales, la comunicación se 
entenderá entregada.
En caso de que el afectado no comparezca al juzgado, dentro 
de los cinco (5) días siguientes al recibo de la citación, se 

debidamente acreditado para ello. El auto admisorio de la 
demanda de extinción de dominio, el de admisión de la de-

-
das personalmente, de acuerdo con el procedimiento previsto 
en esta ley”.

INCLUSIÓN Artículo 11. Adiciónese el artículo 55A a la Ley 1708 de 
2014, en el cual se dispondrá lo siguiente:
“Artículo 55A. Cuando no haya sido posible la 

extinción de dominio o la admisión de la demanda de revi-
sión, esta se hará por medio de aviso que deberá contener su 

o los bienes objeto del proceso y la advertencia de que la 

a la entrega del aviso en el lugar de destino.
El aviso deberá ir acompañado con copia informal de la 

aviso y remitirlo a través del servicio postal autorizado a la 
misma dirección a la que haya sido enviada la citación se-
ñalada en el artículo 53 de esta ley. La empresa de servicio 
postal autorizada expedirá constancia de haber entregado 
el aviso en la respectiva dirección, la cual se incorporará al 
expediente, junto con la copia del aviso debidamente cote-
jada y sellada.
El aviso, además, podrá enviarse a la dirección electrónica de 

remitido por el Secretario del Juzgado, quien dejará constan-
cia de haber enviado el aviso vía electrónica con la impresión 
del mensaje de datos. La Fiscalía, por su parte, deberá dispo-
ner de un espacio en su página web en el que se publiquen los 
avisos enviados y las comunicaciones informales reguladas 
en el artículo 128 de la presente ley.
El correo electrónico y la publicación de los avisos o las co-
municaciones informales en la página web de la Fiscalía no 
se entenderán como formas de 

Artículo 65. En los procesos de extinción de do-
minio únicamente procede el recurso de apelación contra las 
siguientes providencias:
1. La sentencia de primera instancia, en el efecto suspensivo.
2. El auto que niega pruebas en la fase del juicio, en el efecto 
suspensivo.
3. Los demás autos interlocutorios proferidos durante la fase 
de juicio, en efecto devolutivo.

Artículo 12. Modifíquese el artículo 65 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 65. En los procesos de extinción de do-
minio únicamente procede el recurso de apelación contra las 
siguientes providencias:
1. La sentencia de primera instancia, en el efecto suspensivo.
2. El auto que niega pruebas en la fase del juicio, en el efecto 
devolutivo.
3. Los demás autos interlocutorios proferidos durante la fase 
de juicio, en efecto devolutivo.
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4. Las decisiones judiciales que denieguen cualquiera de los 
controles de legalidad establecidos en esta ley.

5. El auto que deniegue el recurso de apelación solo será sus-
ceptible de recurso de reposición, salvo cuando se trate del 
auto que niega la apelación de la sentencia de primera instan-
cia, evento en el cual procederá el recurso de reposición y en 
subsidio el de queja.

4. Las decisiones judiciales que denieguen cualquiera de los 
controles de legalidad establecidos en esta ley, en el efecto 
devolutivo.
5. El auto que deniegue el recurso de apelación solo será sus-
ceptible de recurso de reposición, salvo cuando se trate del 
auto que niega la apelación de la sentencia de primera instan-
cia, evento en el cual procederá el de queja.
Parágrafo. Cuando se haya apelado el auto que niega prue-
bas, el juez no podrá correr traslado ni conceder oportunidad 
para la presentación de alegatos de conclusión hasta tanto no 
se resuelva el recurso o se desista del mismo”.

Artículo 67. El recurso de 
apelación deberá interponerse y sustentarse por escrito den-
tro del término de ejecutoria de la providencia. Cuando se 
haya interpuesto como único el recurso de apelación, venci-
do el término para recurrir, el secretario dejará el expediente 
a disposición de todos los sujetos procesales por el término 
de cuatro (4) días para los no recurrentes. Precluido el térmi-
no anterior, si fuese viable, se concederá en forma inmediata 
mediante providencia de sustanciación en que se indique el 
efecto en que se concede.
Cuando se interponga como principal el recurso de reposi-
ción y subsidiario el de apelación, negada la reposición y 
concedida la apelación, el proceso se enviará en forma inme-
diata al superior.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 67 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 67. . El recurso de 
apelación deberá interponerse y sustentarse por escrito den-
tro del término de ejecutoria de la providencia. La sentencia 
proferida en primera instancia podrá apelarse y sustentarse 

 [...].
Parágrafo. La parte que no apeló la sentencia de primera 
instancia podrá adherir al recurso interpuesto por otra de las 
partes, en lo que la providencia apelada le fuere desfavora-
ble. El escrito de adhesión podrá presentarse ante el juez que 

La adhesión quedará sin efecto si se produce el desistimiento 
del apelante principal”.

Artículo 73. . La acción de revisión procede con-
tra las sentencias ejecutoriadas, en los siguientes casos: […]

Artículo 14. Modifíquese el artículo 73 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 73. La acción de revisión podrá ser 
ejercida dentro de los cinco años siguientes a la ejecutoria de 
la sentencia y procederá por estas causales: […]”.

Artículo 87.  Al momento 
-

motivada, las medidas cautelares que considere procedentes 

ser ocultados, negociados, gravados, distraídos, transferidos 
o puedan sufrir deterioro, extravío o destrucción; o con el 
propósito de cesar su uso o destinación ilícita. En todo caso 
se deberá salvaguardar los derechos de terceros de buena fe 
exenta de culpa.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 87 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 87. Al momento 
de la presentación de la demanda de extinción de dominio, 
si no se han adoptado medidas cautelares en fase inicial, el 

 providencia independiente y motivada, or-

se cuestionan puedan ser ocultados, negociados, gravados, 
distraídos, transferidos o puedan sufrir deterioro, extravío o 
destrucción; o con el propósito de cesar su uso o destinación 
ilícita. En todo caso se deberá salvaguardar los derechos de 
terceros de buena fe exenta de culpa.
El juez especializado en extinción de dominio será el com-
petente para ejercer el control de legalidad sobre las medidas 

Artículo 88.  Aquellos bienes 
-

miten considerar su probable vínculo con alguna causal de 
extinción de dominio, serán objeto de la medida cautelar de 
suspensión del poder dispositivo.
Adicionalmente, de considerarse razonable y necesarias, se 
podrán decretar las siguientes medidas cautelares:

1. Embargo.
2. Secuestro.
3. Toma de posesión de bienes, haberes y negocios de socie-
dades, establecimientos de comercio o unidades de explota-
ción económica.

[…]

Artículo 16. Modifíquese el artículo 88 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 88. Aquellos bienes 

-
miten considerar su probable vínculo con alguna causal de 
extinción de dominio, serán objeto de la medida cautelar de 
suspensión del poder dispositivo.

Adicionalmente, de considerarse razonable y necesarias, se 
podrán decretar las siguientes medidas cautelares:
1. Embargo.
2. Secuestro.
3. Toma de posesión de bienes, haberes y negocios de socie-
dades, establecimientos de comercio o unidades de explota-
ción económica.
4. Cualquiera otra medida razonable dentro del
proceso para asegurar la efectividad de la acción.
[…]
Parágrafo 2°. La entidad administradora del Fondo para la 
Rehabilitación, Inversión Social y Lucha contra el Crimen 
Organizado (Frisco), será el secuestre de los bienes, sobre 
los que en el pasado se hayan adoptado o se adopten medidas 
cautelares, los cuales quedarán de inmediato a disposición 
del citado fondo. En ejercicio de esta facultad, el Administra-
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según la etapa en que se encuentre el proceso, todas las so-
licitudes relacionadas con la administración de estos bienes.
Parágrafo 3°. El administrador del Frisco en calidad de se-
cuestre, podrá decidir la enajenación temprana de la que trata 
el artículo 93 de esta ley.
Parágrafo 4°. Asígnese al administrador del Frisco la facultad 
de policía administrativa para el cumplimiento de decisiones 
judiciales emitidas en procesos de extinción, en cuanto a la 
recuperación física de los bienes.
Las autoridades de Policía locales, municipales, departa-
mentales y nacionales estarán obligadas a prestar, de manera 

el representante legal o su delegado, para hacer efectiva la 
administración de los bienes que ingresan al Frisco”.

Artículo 89. -

-

la pretensión, en casos de evidente urgencia o cuando existan 
serios motivos fundados que permitan considerar como in-

descritos en el artículo 87 de la presente ley. Estas medidas 
cautelares no podrán extenderse por más de seis (6) meses, 

debe archivase o si por el contrario resulta procedente profe-

Artículo 17. Modifíquese el artículo 89 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 89.  

-
cretar medidas cautelares antes de la demanda de extinción 
de dominio, en casos de evidente urgencia o cuando exis-
tan serios motivos fundados que permitan considerar como 
indispensable y necesario, para cumplir con alguno de los 

-
didas cautelares no podrán extenderse por más de seis (6) 

acción debe archivase o si por el contrario resulta procedente 
presentar demanda de extinción de dominio ante el juez de 
conocimiento”.

Artículo 91.  Los bienes so-
bre los que se declare la extinción de dominio, descontando 
aquellos destinados para el pago gradual y progresivo de los 
pasivos de dicho Fondo, los recursos que sean indispensables 
para el funcionamiento de la entidad encargada de la adminis-

en la ley, se utilizarán a favor del Estado y serán destinados 
así: en un veinticinco por ciento (25%) a la Rama Judicial y 
en un veinticinco por ciento (25%) a la Fiscalía General de la 
Nación, para proyectos de inversión previamente aprobados 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público; y el cin-
cuenta por ciento (50%) restante para el Gobierno nacional 
quien reglamentará la distribución de este último porcentaje.
En todo caso, los predios rurales sobre los que recaiga la 
acción de extinción de dominio serán destinados a los pro-
gramas de generación de acceso a tierra administrados por 
el Gobierno Nacional. Su régimen de administración y desti-
nación será reglamentado por el Presidente de la República.
Los bienes destinados a la Fiscalía General de la Nación se-
rán administrados a través del Fondo Especial para la Ad-
ministración de Bienes creado mediante Ley 1615 de 2013.
En el caso de las divisas, una vez incautadas, estas serán en-
tregadas al Banco de la República para que las cambien por 
su equivalente en pesos colombianos, sin que se requiera sen-

las mismas. […]

Artículo 18. Modifíquese el artículo 91 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 91. . Los bienes so-
bre los que se declare la extinción de dominio, descontando 
aquellos destinados para el pago gradual y progresivo de los 
pasivos de dicho Fondo, y los recursos que sean indispen-
sables para el funcionamiento de la entidad encargada de la 
administración de los bienes, se utilizarán a favor del Estado 
y serán destinados así: en un veinticinco por ciento (25%) a 
la Rama Judicial, en un veinticinco por ciento (25%) a la Fis-
calía General de la Nación, y el cincuenta por ciento (50%) 
restante para el Gobierno nacional, quien reglamentará la 
distribución de este último porcentaje.

Los bienes destinados a la Fiscalía General de la Nación se-
rán administrados a través del Fondo Especial para la Ad-
ministración de Bienes creado mediante Ley 1615 de 2013.
En el caso de las divisas, una vez incautadas, estas serán en-
tregadas al Banco de la República para que las cambien por 
su equivalente en pesos colombianos, sin que se requiera sen-

las mismas.
La facultad para decidir sobre la destinación y distribución 

-
neral de la Nación y a la Rama Judicial, en los porcentajes 
establecidos en el inciso 1° del presente artículo, estará a car-
go de un Comité integrado por un representante de la Fiscalía 
General de la Nación y un representante de la Rama Judicial, 
quienes decidirán conforme a las solicitudes remitidas a este 
Comité por parte del administrador del Frisco y de conformi-
dad con el reglamento que el Comité expida para tal efecto.
Parágrafo 1°. A partir de la fecha en que sea publicada la pre-
sente ley, el Consejo Nacional de Estupefacientes no podrá



Página 38 Martes, 1º de noviembre de 2016 GACETA DEL CONGRESO  946

NORMA ACTUAL PROPUESTA DE MODIFICACIÓN O INCLUSIÓN
adquirir pasivos con cargo a los recursos determinados en 
los porcentajes de que trata el presente artículo, salvo que 

Consejo Nacional de Estupefacientes en que se tome favora-
blemente esta determinación.
Parágrafo 2°. En virtud de la presente ley se habilita al Minis-
terio de Hacienda y Crédito Público para efectuar los ajustes 
presupuestales pertinentes que permitan la asignación de los 
recursos a favor del nuevo administrador del Frisco.
Parágrafo 3°. Asignar al administrador del Frisco, la facul-
tad de policía administrativa en materia de cumplimiento de 
decisiones judiciales emitidas en procesos de extinción, en 
cuanto a la recuperación física de los bienes.
Las autoridades de Policía locales, municipales, departa-
mentales y nacionales estarán obligadas a prestar, de manera 

el representante legal o su delegado, para hacer efectiva la 
administración de los bienes que ingresan al Frisco.
En el evento en que el administrador del Frisco, ejerza la 
facultad de policía administrativa a través de las Alcaldías 
y Secretarías de Gobierno, las mismas deberán proceder a 
asignar la Inspección de Policía, para ello contarán con un 
término máximo de quince (15) días, contados a partir de la 
comunicación del administrador. En igual término los ins-
pectores 
El  términos 
estará sujeto a la sanción disciplinaria correspondiente. La 
presentación de oposiciones no suspenderá la práctica de la 
diligencia”.

Artículo 92. 
 Los bienes con extinción de dominio y afectados con 

medidas cautelares dentro del proceso de extinción de domi-
nio podrán ser administrados utilizando, de forma individual 
o concurrente, alguno de los siguientes mecanismos:
1. Enajenación.
2. Contratación.
3. Destinación provisional.
4. Depósito provisional.
5. Destrucción o chatarrización.
6. Donación entre entidades públicas.

Artículo 19. Modifíquese el artículo 92 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 92. 
[…]
Parágrafo. Los bienes objeto de enajenación deberán contar 
con el avalúo comercial, el cual tendrá una vigencia de 3 
años y se actualizará anualmente con el
reajuste anual adoptado por el Gobierno nacional de acuerdo 
con el artículo 6° de la Ley 242 de 1995, los artículos 9° y 
10 de la Ley 101 de 1993 y 190 de la Ley 1607 de 2012 y 

-
dicas del inmueble”.

Artículo 93.  Previa auto-

de dominio, según la etapa en que se encuentre la actuación, 
el administrador del Frisco podrá enajenar tempranamente 
los bienes con medidas cautelares ya sean muebles sujetos 
a registro, de género, fungibles, consumibles, perecederos, 
los semovientes, los que amenacen ruina, pérdida, deterioro 
medioambiental, o los que sean materia de expropiación por 
utilidad pública, o servidumbre, o aquellos que de acuerdo 

-
nistración o custodia ocasionan perjuicios o gastos despro-
porcionados.
Esta enajenación se realizará mediante subasta pública o 
sobre cerrado, directamente o a través de terceras personas 
observando los principios del artículo 209 de la Constitu-
ción Política y la reglamentación que expida el Gobierno 
nacional.
Los dineros producto de las enajenaciones deberán ser in-
vertidos de acuerdo con la reglamentación que para el efecto 
emita el Presidente de la República, pero en todo caso serán 
contabilizados en cuentas separadas, de manera que ellos 

momento.

Artículo 20. Modifíquese el artículo 93 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 93. -

El administrador del Fris-
co deberá, como facultad propia, enajenar, destruir, demoler 
o chatarrizar tempranamente los bienes en proceso de extin-
ción de dominio.

La enajenación se realizará mediante subasta pública o sobre 
cerrado, directamente o a través de terceras personas, obser-
vando los principios del artículo 209 de la Constitución Po-
lítica.

Los dineros producto de la enajenación temprana y de los 
recursos que generen los bienes productivos en proceso de 
extinción de dominio, ingresarán al Frisco y se destinarán 
bajo los lineamientos del artículo 91 de la presente ley.
Para efectos de la aplicación del presente artículo el admi-
nistrador del Frisco constituirá una reserva técnica del (20%) 
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Igualmente podrá transferir el dominio a título de donación 
los bienes de género, fungibles o que amenacen pérdida y 
que puedan dejar de ser útiles en un breve lapso, ya sea por 
su propia naturaleza o por razones del mercado, a una entidad 
pública.
Parágrafo. La solicitud de enajenación temprana de bienes 
deberá resolverse dentro de un plazo máximo de treinta (30) 
días. Vencido el término anterior sin que el funcionario a car-
go de la actuación se hubiere pronunciado, el administrador 
de los bienes podrá proceder a su enajenación, y el funciona-
rio que dejó de pronunciarse será responsable disciplinaria-
mente por la omisión en el cumplimiento de sus funciones.

con los dineros producto de la enajenación temprana y los 
recursos que generan los bienes productivos en proceso de 
extinción de dominio, destinada a cumplir las órdenes judi-
ciales de devolución de los bienes, tanto de los afectados ac-
tualmente como de los que se llegaren a afectar en procesos 
de extinción de dominio.
En todos los eventos una vez el bien sea enajenado, chatarri-
zado, demolido o destruido, el administrador del Frisco de-
berá informar a la autoridad judicial que conoce del proceso 
de extinción de dominio.
En la chatarrización o destrucción de bienes automotores, 
motonaves, aeronaves, será procedente la cancelación de la 
matrícula respectiva, sin los requisitos del pago de obliga-
ciones tributarias de carácter nacional, revisión técnico-me-
cánica, seguro obligatorio, y sin que el bien llegue por sus 
propios medios a la desintegradora.
En la destrucción de sustancias controladas, las autoridades 
ambientales serán las responsables de realizar el control pre-

-
biente sano, atendiendo al plan de manejo ambiental.
El administrador del Frisco podrá transferir el dominio a títu-
lo de donación de los bienes perecederos a una entidad públi-
ca. En el evento de ordenarse la devolución el administrador 
del Frisco efectuará una valoración y se pagará con cargo al 
Frisco”.

Artículo 106. . Ejecutoriada la decisión 
del juez que ordena la entrega de bienes, el administrador le 

-
diente del proceso de extinción de dominio, que los bienes se 
encuentran a su disposición y le informará del procedimiento 
para su devolución.
El mecanismo de administración provisional de los bienes 
que se haya utilizado durante el trámite del proceso de extin-
ción deberá mantenerse, hasta que se produzca la devolución 
efectiva a su titular.
Así mismo se publicará en un diario de amplia circulación 
nacional, el primer sábado de cada mes, un aviso que enliste 
las sentencias que ordenan la devolución de bienes a los inte-
resados para informarlos que se encuentran a su disposición 
dichos bienes. Adicionalmente el listado de las sentencias se 
publicará en la página web de la entidad.
Parágrafo 1°. En el caso de bienes productivos, al momento 
de la devolución deberá hacerse entrega del bien afectado 
junto con sus frutos o productos, previo descuento de los cos-
tos y gastos en que haya incurrido el administrador para el 
mantenimiento del bien.
Parágrafo 2°. Si el administrador introdujo mejoras nece-
sarias para el mantenimiento del bien, el propietario deberá 
cancelar el valor de las mejoras para obtener su devolución.

Artículo 21. Modifíquese el artículo 106 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 106 
[…]
Parágrafo: En los casos en que se instauren procesos judicia-
les o administrativos en su contra por el estado de los bienes 
objeto de devolución, el administrador del Frisco deberá lla-
mar en garantía a los contratistas, destinatarios y depositarios 
provisionales de los mismos”.

INCLUSIÓN Artículo 22. Adicionar el artículo 106A a la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“

La 
administración de los bienes muebles sujetos o no a registro 
que no tengan vocación para que se inicie una acción de ex-
tinción de dominio, que en desarrollo de una investigación 
penal hayan sido o sean dejados en custodia de la Fiscalía 
General de la Nación sin haberse adoptado ninguna de las 

preclusión, sentencia o archivo, será asumida desde ese mo-
mento por el Fondo Especial para la Administración de Bie-
nes de la Fiscalía. Este aplicará los sistemas de administra-
ción que corresponda dentro de lo establecido en el artículo 
11 de la Ley 1615 de 2013, con el propósito de mitigar los
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orden que se deriven del deterioro de estos bienes muebles.
Al mismo régimen quedarán sujetos los bienes que hayan 
permanecido o permanezcan en custodia o estén a disposi-
ción de la Fiscalía por más de seis (6) meses, que no ha-
yan sido reclamados por quienes acrediten derechos sobre 
los mismos y que se encuentren en alguna de las siguientes 
situaciones:
1. No se conozca a qué investigación se encuentran asociados.

3. Hayan perdido su valor económico, o

situación jurídica del bien respectivo.
Parágrafo 1°. Cuando en la sentencia o decisión con efectos 

Ministerio Público podrán solicitar la adición de la decisión 
proferida,  
obtener el respectivo pronunciamiento.
Parágrafo 2°. La enajenación o chatarrización del bien, en los 
casos anteriores, seguirá lo dispuesto en el artículo 93 de esta 
ley. Solo podrá realizarse después de que los bienes hayan 
sido examinados por peritos y por cualquier medio se haya 
realizado la 
sea necesario.
Parágrafo 3°. Cuando el bien haya sido enajenado y sea pro-
cedente su devolución, se reintegrará al reclamante el valor 
correspondiente.
Parágrafo 4°. El producto de las enajenaciones podrá ser des-
tinado por la Fiscalía General de la Nación, en todo o en parte 
al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses”.

Artículo 110.  
Las obligaciones que se causen sobre bienes con extinción de 
dominio o sobre bienes con medidas cautelares, tales como 
cuotas o expensas comunes, servicios públicos, y que son im-
productivos por no generar ingresos en razón a su situación 
o estado, se suspenderá su exigibilidad y no se causarán inte-
reses, hasta cuando ocurra alguno de los siguientes eventos:

de lo producido;
b) La enajenación y entrega del bien.
En el evento previsto en el literal b), el nuevo propietario 
del bien deberá sufragar el importe de las obligaciones no 
pagados durante la suspensión, dentro de los treinta días si-
guientes al cese de la suspensión.
Durante el tiempo de suspensión, las obligaciones a cargo de 
dichos bienes no podrán ser objeto de cobro por vía judicial 
ni coactiva, ni los bienes correspondientes podrán ser objeto 
de medidas cautelares.

Artículo 23. Modifíquese el artículo 110 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 110. -

Las obligaciones que se causen sobre bienes con ex-
tinción de dominio o sobre bienes con medidas cautelares, 
tales como cuotas o expensas comunes, servicios públicos, y 
que son improductivos por no generar ingresos en razón a su 
situación o estado, se suspenderá su exigibilidad y no se cau-
sarán intereses, hasta cuando ocurra alguno de los siguientes 
eventos:

de lo producido;
b) La enajenación y entrega del bien.
En el evento previsto en el literal b), el administrador con 
cargo al Frisco pagará el importe de las obligaciones no pa-
gados durante la suspensión y todos aquellos existentes con 
anterioridad a la misma.
Durante el tiempo de suspensión, las obligaciones a cargo de 
dichos bienes no podrán ser objeto de cobro por vía judicial 
ni coactiva, ni los bienes correspondientes podrán ser objeto 
de medidas cautelares”.

Artículo 116. Etapas. El procedimiento constará de dos eta-
pas:

de pretensión a cargo de la Fiscalía General de la Nación. 
Esta etapa comprende tres fases:
a) La fase inicial propiamente dicha, en la cual la Fiscalía 
General de la Nación lleva a cabo la investigación y la reco-
lección de las pruebas;

-
neral de la Nación;
c) El requerimiento al juez para que declare bien sea la extin-
ción de dominio, o la improcedencia de esta.

Artículo 24. Modifíquese el artículo 116 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 116. El procedimiento constará de dos fa-
ses:
1. Una fase inicial o preprocesal, preparatoria de la demanda 
de extinción de dominio a cargo de la Fiscalía General de la 
Nación. En esta fase se llevará a cabo la investigación, reco-
lección de pruebas, decreto de medidas cautelares, solicitud 
de control de garantías sobre los actos de investigación y pre-
sentación de la demanda de extinción de derecho de dominio.
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2. Una etapa de juzgamiento a cargo del juez, que se iniciará 
con la presentación de la pretensión de la Fiscalía General de 
la Nación, a través de un requerimiento al juez de extinción 
de dominio. Durante esta última etapa los afectados podrán 
ejercer su derecho de contradicción en los términos que esta-
blece el presente código.

2. Una fase de juzgamiento a cargo del juez, que se iniciará 
con la presentación de la demanda de extinción de dominio 
por la Fiscalía General de la Nación. Durante esta última eta-
pa los afectados e intervinientes podrán ejercer su derecho 
de contradicción en los términos que establece el presente 
código”.

Artículo 120. . El particular que reporte de mane-

de evidencias para la declaratoria de extinción de dominio, o 
las aporte, podrá recibir una retribución hasta del 5% del pro-
ducto que el Estado obtenga por el remate de dichos bienes. 
Cuando el Estado los destinase para una entidad pública o 

la retribución se determinará por el valor comercial del bien.

La tasación la propondrá motivadamente la Fiscalía y la deci-

la sentencia, guardando reserva de la identidad el particular.

Artículo 25. Modifíquese el artículo 120 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 120. Se podrá retribuir hasta con el 
[5%] del producto que se obtenga de la enajenación de los 
bienes que sean objeto de extinción de dominio, siempre y 
cuando no supere los dos mil quinientos [2.500] smlmv, al 

de bienes que se encuentren incursos en alguna de las causa-
les de extinción de dominio.

El Estado de manera discrecional también podrá optar como 
retribución para el particular la conservación del derecho de 
propiedad sobre bienes cuyo origen sea consecuencia de una 

-

comercial de los mismos no supere el [5%] del total de los 
bienes objeto de extinción de dominio, sin que supere los 
2.500 smlmv.
La tasación la propondrá motivadamente la Fiscalía y la deci-

la sentencia, guardando reserva de la identidad del particular.

Artículo 26. Adicionar el artículo 122A a la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 122A Las entidades 
públicas que sean objeto de requerimientos por parte de la 
autoridad competente en el curso de la acción de extinción 
de dominio, deberán atender dichos requerimientos de ma-

mayor a cinco (5) días hábiles contados a partir del recibo 
del requerimiento.
Los gastos de envío de la información serán asumidos por 
la entidad que expide los documentos, el servidor público 
responsable que incumpla con el término establecido en el 
inciso anterior incurrirá en las sanciones previstas en la ley.

Artículo 123.  Concluidas 
las labores de investigación ordenadas durante la fase inicial 

provisional de la pretensión.

Artículo 27. Modifíquese el artículo 123 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 123. Concluidas 
las labores de investigación ordenadas durante la fase inicial 
se proferirá resolución de archivo o demanda de extinción de 

también podrá dictar medidas cautelares si no lo ha hecho 
antes o existen nuevos bienes”.

Artículo 124.  El Fiscal General de la Nación 
o su delegado podrán proferir resolución de archivo, previa 
motivación fáctica, jurídica y probatoria, en cualquier mo-

-
cias: […]

Artículo 28. Adicionar un numeral al artículo 124 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 124. El Fiscal General de la Nación 
o su delegado podrán proferir resolución de archivo, previa 
motivación fáctica, jurídica y probatoria, en cualquier mo-

-
cias: […]
6. Que los bienes objeto de extinción de dominio sean im-
productivos, se encuentren deteriorados, sean inoperantes, o 
se encuentren en un estado en el cual los costos de su admi-

extinción”.
Derogar el artículo 126 de la Ley 1708
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-

-

-

-

-

Derogar el artículo 127 de la Ley 1708.

-
Derogar el artículo 129 de la Ley 1708 de 2014.

-

Derogar el artículo 131 de la Ley 1708 de 2014.

Artículo 132.  
-

tinción de dominio es un acto de parte, mediante el cual se 

pretensión de la Fiscalía frente a los bienes objeto del trá-
mite. Este requerimiento deberá cumplir como mínimo los 
siguientes requisitos:

2. Las medidas cautelares adoptadas sobre los bienes.
3. La formulación de la pretensión de la Fiscalía, expuesta en 
forma clara y completa.

Artículo 29. Modifíquese el artículo 132 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 132. -

extinción de dominio es un acto de parte, mediante el cual 
se solicita el inicio del juicio. Esta demanda deberá cumplir 
como mínimo los siguientes requisitos:

1. Los fundamentos de hecho y de derecho en que se sustenta 
la solicitud.

 bienes 
que se persiguen.
3. Las pruebas en que se funda.
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4. Los fundamentos fácticos y jurídicos que sustentan la pre-
tensión.
5. Las pruebas en que se funda la pretensión.

-
conocidos en el trámite.
La contradicción del requerimiento presentado por la Fisca-
lía tendrá lugar durante la etapa del juicio, ante el juez de 
extinción de dominio.

4. Las medidas cautelares adoptadas hasta el momento sobre 
los bienes.

 afectados re-
conocidos en el trámite.

La contradicción de la demanda presentada por la Fiscalía 
tendrá lugar durante la etapa del juicio, ante el juez de extin-
ción de dominio”.

Artículo 133. 

provisional de la pretensión, el afectado podrá reconocer de 
manera expresa que concurre sobre el bien los presupuestos 
de una o varias de las causales de extinción de dominio y 
renunciar a presentar oposición, evento en el cual se tendrá 

-
tinción de dominio la pretensión extintiva y se remitirán las 
carpetas al Juez para que emita la correspondiente sentencia 
por vía anticipada.
Parágrafo. . El afectado que se 
acoja al trámite abreviado podrá hacerse acreedor a la retri-
bución de que trata el artículo 121 del presente Código, la 
cual será de hasta un 3% del valor de los bienes que sean 
objeto de sentencia anticipada. Podrá igualmente el afectado 
hacerse acreedor a otro 3% del valor de los bienes que se en-
cuentren en causal de extinción de dominio, sobre los cuales 
informe a la Fiscalía siempre y cuando se aporten elementos 

-
les propios de la administración de justicia, en especial, los 
siguientes: […]

Artículo 30. Modifíquese el artículo 133 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedarás así:
“Artículo 133. 

. 
del traslado previsto en el artículo 141 del presente código, el 
afectado podrá reconocer de manera expresa que concurren 
sobre el bien los presupuestos de una o varias de las causales 
de extinción de dominio y renunciar a presentar oposición, 

sustentar ante el juez de extinción de dominio la pretensión 
extintiva y se remitirán las carpetas al juez para que emita la 
correspondiente sentencia por vía anticipada.
Parágrafo.  El afectado que se 
acoja al trámite abreviado podrá optar por uno de los dos 

:
1. Conservar el derecho de propiedad sobre bienes cuyo 
origen sea consecuencia de una actividad ilícita, siempre y 

la colaboración y el valor comercial de los mismos no supere 
el [3%] del total de los bienes objeto de colaboración, o los 
montos en salarios mínimos del artículo 120 de la presente 
ley.
2. El afectado que se acoja al trámite abreviado podrá hacerse 
acreedor a la retribución de que trata el artículo 120 del pre-
sente Código, la cual será de hasta un [3%] del valor de los 
bienes que sean objeto de colaboración, sin exceder los dos 
mil quinientos [2.500] smlmv. Podrá igualmente el afectado 
hacerse acreedor a otro [3%] del valor de los bienes que se 
encuentren en causal de extinción de dominio, sin exceder 
los dos mil quinientos [2.500] smlmv, sobre los cuales infor-
me a la Fiscalía siempre y cuando se aporten elementos de 

-
les propios de la administración de justicia, en especial, los 
siguientes:
[…]”

Artículo 137.  Recibido el acto de requeri-
miento de extinción de dominio presentado por la Fiscalía, 
el juez avocará conocimiento mediante auto de sustanciación 

Artículo 31. 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 137. Recibida la demanda de ex-
tinción de dominio presentada por la Fiscalía, el juez pro-

personalmente.
 posible se apli-

carán las reglas dispuestas en el artículo 55A”.

Artículo 138.  El auto que 

afectado, al agente del Ministerio Público y al Ministerio de 
Justicia y del Derecho, en la forma prevista en el artículo 52 
de la presente ley.

Artículo 32 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 138. El auto que 

-
sonalmente al afectado, al agente del Ministerio Público y al 
Ministerio de Justicia y del Derecho, en la forma prevista en 
el artículo 53 de la presente ley.”

Artículo 141. -

del auto que avoca conocimiento, los sujetos e intervinientes 
podrán:
1. Solicitar la declaratoria de incompetencia, impedimentos, 
recusaciones o nulidades.

Artículo 33. Modifíquese el artículo 141 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 141. -

. Dentro de los diez (10) días -
ción del auto admisorio de la demanda, los sujetos e intervi-
nientes podrán:
1. Solicitar la declaratoria de incompetencia, impedimentos, 
recusaciones o nulidades.
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2. Aportar pruebas.
3. Solicitar la práctica de pruebas.
4. Formular observaciones sobre el acto de requerimiento 
presentado por la Fiscalía si no reúne los requisitos.
El juez resolverá sobre las cuestiones planteadas dentro de 
los cinco (5) días siguientes, mediante auto interlocutorio.
En caso de encontrar que el acto de requerimiento no cumple 
los requisitos, el juez lo devolverá a la Fiscalía para que lo 
subsane en un plazo de cinco (5) días. En caso contrario lo 
admitirá a trámite.

2. Aportar pruebas.
3. Solicitar la práctica de pruebas.
4. Formular observaciones sobre el acto de requerimiento 
presentado por la Fiscalía si no reúne los requisitos.
El juez resolverá sobre las cuestiones planteadas dentro de 
los cinco (5) días siguientes, mediante auto interlocutorio.
En caso de encontrar que el acto de requerimiento no cumple 
los requisitos, el juez lo devolverá a la Fiscalía para que lo 
subsane en un plazo de cinco (5) días. En caso contrario lo 
admitirá a trámite”.

INCLUSIÓN Artículo 34. Adicionar a la Ley 1708 de 2014 el artículo 
142A, el cual quedará así:
“Artículo 142A  

. La justicia premial en extinción de dominio deberá 
hacerse con sujeción a la política criminal del Estado.
La negociación patrimonial por colaboración efectiva en ex-
tinción de dominio deberá ser propuesta por el afectado una 

e intervinientes previsto en el artículo 141 de esta ley y hasta 
antes de dictar sentencia. El afectado podrá solicitar la sus-

las condiciones que estaría dispuesto a cumplir. La suspen-
sión del proceso no podrá extenderse por más de 30 días.

juez de conocimiento para la respectiva suspensión del jui-
cio.
Una vez se determine la viabilidad de adelantar la negocia-

la extinción del bien objeto de proceso y estimará el por-

[3%] sobre el valor comercial del bien, siempre y cuando 
no supere los dos mil quinientos [2.500] slmlmv, o la con-
servación del derecho de propiedad sobre bienes pasibles de 

que correspondan hasta un [3%] del valor de los bienes obje-
to de colaboración sin superar los dos mil quinientos [2.500] 
slmlmv
El juez de conocimiento realizará el control de legalidad de 
la negociación patrimonial por colaboración efectiva. Si lo 
encuentra ajustado a derecho, emitirá la sentencia de extin-
ción de dominio, en caso contrario, ordenará continuar con 

antes de dictar sentencia el cumplimiento de la negociación 
por parte del afectado.
Parágrafo 1°. Con fundamento en la terminación anticipa-
da del juicio, el afectado podrá solicitar su inclusión en el 

considere procedente.

informe a la Dirección de Fiscalías Nacionales, y a la de Ar-
ticulación de Fiscalías Nacionales Especializadas, en el que 
se reseñen los términos de la colaboración del afectado. Este 
informe servirá como criterio para la aplicación del principio 

INCLUSIÓN Artículo 35. Adicionar a la Ley 1708 de 2014 el artículo 
142B, el cual quedará así:
“Artículo 142B. La negociación patrimonial por 
colaboración efectiva se aplicará en los siguientes casos:
1. Cuando el afectado informe sobre la existencia de otros 
bienes de su propiedad, diferentes a los denunciados en el 
proceso, que estén inmersos en alguna de las causales de ex-
tinción de dominio.
2. Cuando el afectado informe sobre la existencia de bienes 
ajenos que estén inmersos en alguna de las causales de ex-
tinción de dominio, siempre y cuando el monto de los bienes 
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3. Cuando el afectado informe sobre la existencia de estruc-
turas criminales cuyos bienes estén inmersos en alguna de las 
causales de extinción de dominio.
4. Cuando el afectado informe sobre la existencia de redes 
de testaferrato o colaboradores de organizaciones criminales 
cuyos bienes estén inmersos en alguna de las causales de ex-
tinción de dominio.”

Artículo 151. . Durante el juzgamiento no habrá 
reserva y las pruebas podrán ser de público conocimiento. 
Durante la fase inicial las pruebas serán reservadas, pero po-
drán ser conocidas por los sujetos procesales e intervinientes 

Artículo 36. Modifíquese el artículo 151 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 151. Durante el juzgamiento no habrá 
reserva y las pruebas podrán ser de público conocimiento. 
Durante la fase inicial las pruebas serán reservadas”.

Artículo 152.  Los hechos que sean ma-
teria de discusión dentro del proceso de extinción de domi-
nio deberán ser probados por la parte que esté en mejores 
condiciones de obtener los medios de prueba necesarios para 
demostrarlos.

Sin perjuicio de lo anterior, por regla general, la Fiscalía Ge-
-

lectar y aportar los medios de prueba que demuestran la con-
currencia de alguna de las causales previstas en la ley para la 
declaratoria de extinción de dominio y que el afectado no es 
titular de buena fe exenta de culpa. Y por su parte, quien ale-
ga ser titular del derecho real afectado tiene la carga de alle-
gar los medios de prueba que demuestren los hechos en que 
funde su oposición a la declaratoria de extinción de dominio.
Cuando el afectado no allegue los medios de prueba reque-
ridos para demostrar el fundamento de su oposición, el juez 
podrá declarar extinguido el derecho de dominio con base en 
los medios de prueba presentados por la Fiscalía General de 
la Nación, siempre y cuando ellos demuestren la concurren-
cia de alguna de las causales y demás requisitos previstos en 
esta ley para tal efecto.

Artículo 37. Modifíquese el artículo 152 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 152. En el proceso de ex-
tinción de dominio impera la carga dinámica de la prue-
ba. Corresponde al afectado probar los hechos que sus-
tenten la licitud del título que acredita la titularidad de 
los bienes afectados dentro del proceso de extinción de 
dominio.

-
car, ubicar, recolectar y aportar los medios de prueba que de-
muestran la concurrencia de alguna de las causales previstas 
en la ley para la declaratoria de extinción de dominio y que 
el afectado no es un tercero de buena fe exenta de culpa. Y 
por su parte, quien alega ser titular del derecho real afectado 
tiene la carga de allegar los medios de prueba que demues-
tren los hechos en que funde su oposición a la declaratoria de 
extinción de dominio.
Cuando el afectado no allegue los medios de prueba reque-
ridos para demostrar el fundamento de su oposición, el juez 
podrá declarar extinguido el derecho de dominio con base en 
los medios de prueba presentados por la Fiscalía General de 
la Nación, siempre y cuando ellos demuestren la concurren-
cia de alguna de las causales y demás requisitos previstos en 
esta ley para tal efecto”.

INCLUSIÓN Artículo 38. Adicionar el artículo 152A a la Ley 1708 de 
2014, la cual quedará así:
“Artículo 152A. -

Cuando existan elementos de juicio que 
indiquen que los bienes perseguidos en extinción de dominio 
se encuentran estrechamente asociados a grupos delictivos 
organizados se presume su origen y destinación en la activi-
dad ilícita.
En cumplimiento de esta presunción, la Fiscalía General 
de la Nación presentará demanda de extinción de dominio 
ante el juez de conocimiento, quien después de efectuar 

sentencia dentro de los veinte (20) días siguientes. El juez 
podrá prescindir de cualquier actuación procesal adicio-
nal, salvo que dentro de este término se presenten afecta-
dos con interés legítimo que aleguen buena fe exenta de 
culpa o inexistencia del vínculo, en cuyo caso se tramitará 

fondo sobre el asunto en la misma sentencia que extinga 
el derecho de dominio.
Parágrafo. Se entenderá grupo delictivo organizado, como 
un grupo estructurado de tres o más personas que exista 
durante cierto tiempo y que actúe concretamente con el 
propósito de cometer uno o más delitos graves directa o 

Convención de Naciones Unidas Contra el Crimen Orga-
nizado”.
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INCLUSIÓN Artículo 39. Adicionar el artículo 189A a la Ley 1708 de 

2014, el cual quedará así:
“Artículo 189A. -

. Cuando no curse un proceso de extinción 
de dominio sobre los mismos bienes, y exista interés del ti-
tular de confesar voluntariamente la existencia de bienes in-
mersos en alguna de las causales de extinción de dominio, el 
interesado reconocerá de manera expresa que concurren so-
bre los bienes los presupuestos de una o varias de las causales 
de extinción de dominio y renunciar a presentar oposición.

-

denunciados. Excepcionalmente y de manera discrecional 
podrá realizar una investigación expedita cuando exista duda 
razonable sobre el propósito y contenido de la confesión.

la cual se consignen la lectura de los derechos constituciona-
les al interesado y el contenido de la confesión.
Posteriormente presentará directamente la demanda de extin-
ción de dominio ante el juez competente quien prescindiendo 
del derecho de oposición, evaluará la procedencia del acuer-
do y dictará sentencia anticipada de extinción del derecho de 
dominio.
La retribución a favor del interesado en realizar la confesión 
de parte seguirá las mismas reglas del artículo 142A del pre-
sente código”.

INCLUSIÓN
Artículo 40. Adicionar el artículo 208A a la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 208A. -

La Fiscalía General de la Nación podrá dictar medidas 
cautelares sobre bienes objeto de extinción de dominio que 
se encuentren en el exterior. Estas medidas serán sometidas 
al control de legalidad correspondiente ante los jueces de ex-

-
jero. En lo pertinente se aplicarán las reglas de cooperación 
judicial contenidas en esta ley”.

Artículo 212.  Para la ejecución 
de una orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio 
o decisión equivalente emitida por una autoridad judicial ex-
tranjera, se adelantará el siguiente procedimiento:
1. Las autoridades extranjeras del Estado requirente debe-
rán entregar formalmente a la Fiscalía General de la Nación 
la orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o 
decisión equivalente emitida por una autoridad judicial de 
su país, junto con la solicitud formal de que sea ejecutada. 
La decisión y la solicitud formal podrán remitirse por la vía 
diplomática o directamente ante la Fiscalía General de la Na-
ción.
2. La Fiscalía General de la Nación recibirá la decisión y la 
solicitud formal de ejecución, y procederá a recolectar todos 
los medios de prueba que sean necesarios para:

de la extinción de dominio sobre los bienes;

los bienes;
c) Establecer la posible existencia de terceros de buena fe, 

Para recolectar esas pruebas la Fiscalía dispondrá de un plazo 
máximo de veinte (20) días.
3. Vencido el plazo anterior, la Fiscalía General de la Nación 
remitirá la actuación a la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia.
4. Si el único afectado es la persona contra quien la autoridad 
extranjera emitió la orden de decomiso, sentencia de extin-
ción de dominio o decisión equivalente, entonces la Corte

Artículo 41. Modifíquese el artículo 212 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 212. Para la eje-
cución de una orden de decomiso, sentencia de extinción de 
dominio o decisión equivalente emitida por una autoridad 
judicial extranjera, se adelantará el siguiente procedimiento:
1. Las autoridades extranjeras del Estado requirente debe-
rán entregar formalmente a la Fiscalía General de la Nación 
la orden de decomiso, sentencia de extinción de dominio o 
decisión equivalente emitida por una autoridad judicial de 
su país, junto con la solicitud formal de que sea ejecutada. 
La decisión y la solicitud formal podrán remitirse por la vía 
diplomática o directamente ante la Fiscalía General de la Na-
ción.
2. La Fiscalía General de la Nación recibirá la decisión y la 
solicitud formal de ejecución, y presentará de inmediato ante 
la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia la 
demanda de extinción de dominio.
3. La Corte Suprema de Justicia estudiará si la sentencia es 
ejecutable de acuerdo con los tratados internacionales o con 
las disposiciones de este capítulo, y resolverá de plano. Esta 
decisión hará tránsito a cosa juzgada en primera instancia.

Justicia enviará la actuación de los jueces de extinción de 
dominio para su ejecución.”
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Suprema de Justicia procederá inmediatamente a estudiar si 
la sentencia es ejecutable de acuerdo con los tratados interna-
cionales o con las disposiciones de este capítulo, y resolverá 
de plano.
5. Si el afectado es una persona distinta del sujeto contra 
quien la autoridad extranjera emitió la orden de decomiso, 
sentencia de extinción de dominio o decisión equivalente, 
entonces la Corte Suprema de Justicia ordenará que se le no-

-

procedimiento seguirá si se determina que hay otras terceras 
personas que son titulares actuales de otros derechos reales 
adicionales sobre esos bienes.
[…]

-
viará la actuación a los jueces de extinción de dominio para 
su ejecución.
INCLUSIÓN Artículo 42. Adicionar el artículo 216A a la Ley 1708 de 

2014, el cual quedará así:
“Artículo 216A. 

Se podrán constituir pólizas con cargo al 
Frisco para amparar el riesgo de daño antijurídico que se oca-

dentro del proceso de extinción de dominio.
Estas pólizas buscarán garantizar el derecho de defensa y 

soliciten, al encontrarse incursos en instancias disciplinarias 
o penales, siempre y cuando la presunta falta disciplinaria o 
delito se relacione directamente con la actividad de investiga-
ción o juzgamiento en los procesos de extinción de dominio.
El Director de Fiscalía Nacional Especializado en Extinción 
de Derecho de Dominio y el funcionario que designe el Con-
sejo Superior de la Judicatura, serán los competentes para au-
torizar la procedencia de la solicitud en cada caso concreto.

INCLUSIÓN Artículo 43. Adicionar el artículo 217A a la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 217A. . Los procesos que 
a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley tengan 

continuarán el procedimiento establecido originalmente en la 
Ley 1708 de 2014, excepto en lo que respecta la administra-
ción de bienes. En las actuaciones en las cuales no se haya 

dispuesto en la presente ley”.
INCLUSIÓN Artículo 44. Adicionar el artículo 217B a la Ley 1708 de 

2014, el cual quedará así:
“Artículo 217B. -

Las normas del presente código, con excepción de 
los postulados de la Ley 975 de 2005, rigen para la persecu-
ción de los bienes de grupos delictivos organizados que se en-
cuentren en alguna de las causales de extinción de dominio”.
Artículo 45. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 1592 de 
2012, mediante el cual se adicionó el artículo 17B de la Ley 
975 de 2005.
“[…]
Parágrafo 4°. Cuando los bienes entregados, ofrecidos o de-
nunciados por los postulados estén involucrados en un trá-
mite de extinción del derecho de dominio adelantado en el 

medida cautelar sobre el bien. Una vez decretada la medi-

de dominio declarará la improcedencia extraordinaria de la 
acción de extinción de dominio sobre este bien y ordenará a 
al Administrador del Fondo para la Rehabilitación, Inversión 
Social y Lucha contra el Crimen Organizado - FRISCO, o 
quien haga sus veces, que ponga de manera inmediata el bien
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NORMA ACTUAL PROPUESTA DE MODIFICACIÓN O INCLUSIÓN
a disposición del Fondo para la Reparación de las Víctimas
Esta decisión no será sometida al grado jurisdiccional de 
consulta. En este caso, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 11C, los bienes sin vocación reparadora no podrán 
ingresar al Fondo para la Reparación de las Víctimas”.
Artículo 46. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 793 de 
2002, el cual quedará así:
“Artículo 9° Los impuestos sobre los 
bienes que se encuentran en administración o a favor del 
Frisco no causan intereses remuneratorios ni moratorios du-
rante el proceso de extinción de dominio, y en ese lapso se 
suspenderá el término para iniciar o proseguir los procesos 
de jurisdicción coactiva. Declarada la extinción de dominio, 
y una vez enajenados los bienes, se cancelará el valor tribu-
tario pendiente por pagar con cargo al producto de la venta, 
incluyendo el pago de obligaciones tributarias causadas 
con anterioridad a la incautación del bien”.

Ley 1615 de 2013
Artículo 2°.  El Fondo Especial para la 
Administración de Bienes de la Fiscalía General de la Na-
ción se organizará como un fondo-cuenta sin personería ju-
rídica, de conformidad con las disposiciones presupuestales 
para los fondos especiales establecidas en el artículo 27 de la 

presente ley.

Artículo 47. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 1615 de 
2013, el cual quedará así:
“Artículo 2°. . 
El Fondo Especial para la Administración de Bienes de la 
Fiscalía General de la Nación se organizará como un fondo-
cuenta con personería jurídica y autonomía administrativa, 
de conformidad con las disposiciones presupuestales para 
los fondos especiales establecidas en el artículo 27 de la Ley 

ley.
Este fondo será representado legalmente por un gerente de 
libre nombramiento y remoción que designará el Fiscal Ge-
neral de la Nación de la planta de personal de la entidad”.
Artículo 48. Esta ley entrará a regir inmediatamen-
te después de la fecha de su promulgación, deroga expresa-
mente los artículos 126, 127, 129 y 131 de la Ley 1708 de 
2014, y las demás leyes que le sean contrarias o incompati-
bles.

SENADO DE LA REPÚBLICA

Secretaría General 
(arts. 139 y ss. Ley 5ª de 1992)

El día 1° del mes de noviembre del año 2016, se ra-
dicó en este Despacho el Proyecto de ley número 171, 
con todos y cada uno de los requisitos constitucionales 
y legales, por…

El Secretario General,

SENADO DE LA REPÚBLICA

SECRETARÍA GENERAL

Tramitación de Leyes

Bogotá, D. C., 1° de noviembre de 2016

Señor Presidente:

de 2016 Senado, 

me permito 
remitir a su Despacho el expediente de la mencionada 
iniciativa, presentada el día de hoy ante la Secretaría 
General del Senado de la República por la Fiscal Ge-

neral de la Nación (e), doctora 
 y el Ministro de Justicia y del Derecho, doctor 

La materia de que trata 
el mencionado proyecto de ley es competencia de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente del Se-
nado de la República, de conformidad con las disposi-
ciones constitucionales y legales.

El Secretario General,
.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA 

Bogotá, D. C., 1° de noviembre de 2016
De conformidad con el informe de Secretaría Gene-

ral, dese por repartido el precitado proyecto de ley a la 
Comisión Primera Constitucional y envíese copia del 
mismo a la Imprenta Nacional para de que sea publica-
do en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
La Presidenta encargada del honorable Senado de 

la República,

El Secretario General del honorable Senado de la 
República,

IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2016


